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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores (as):

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Orpis Bouchon, Jaime
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Concurrieron, además, la Ministra Secretaria General de la Presidencia, señora Ximena Rincón González y el Ministro Secretario General de Gobierno, señor Álvaro Elizalde Soto. Asimismo, se encontraba presente el Subsecretario de Prevención del Delito, señor Antonio Frey Valdés. 
Actuó de Secretario el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 15 señores Senadores.
El señor TUMA (Vicepresidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 37ª y 38ª, ordinarias, de 12 y 13 de agosto del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.



(Véanse en los Anexos las actas aprobadas).

IV. CUENTA

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:
Oficios



Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que aprobó el proyecto de ley que modifica el Código Penal en relación con la figura del secuestro exprés (boletín N° 9.167-25) (Véase en los Anexos, documento 1).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Con el segundo expone que aprobó las enmiendas propuestas por esta Corporación al proyecto que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, mediante el establecimiento de las obligaciones y beneficios que indica (boletín Nº 9.383-05).


--Se toma conocimiento y se envía el documento al archivo junto con sus antecedentes.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:


Envía copia de una resolución dictada en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 768, inciso segundo, del Código de Procedimiento Civil. 



--Se toma conocimiento y se remite el documento a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  



Del señor Ministro de Agricultura: 



Responde acuerdo de la Corporación, adoptado a proposición de los Senadores señores De Urresti, Harboe, Horvath, Navarro y Quinteros, con el que piden a Su Excelencia la Presidenta de la República que instruya a las autoridades competentes para consultar, en el año 2015, recursos presupuestarios que financien diversas acciones y medidas inherentes al Plan de Descontaminación Atmosférica, Estrategia 2014-2018 (boletín N° S 1.660-12).


Del señor Subsecretario de Hacienda:



Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Senador señor Guillier, a la que adhirieron los Honorables señores Quintana y Tuma, relativa a la posibilidad de alcanzar en el debate sobre reforma tributaria un acuerdo referido a un modelo de recaudación fiscal cuyos protagonistas sean las regiones y a otras medidas conducentes a la descentralización.



Atiende consulta, efectuada en nombre del Senador señor Lagos, respecto a la preocupación del Sindicato de Tripulantes de San Antonio y Talcahuano por el cumplimiento parcial de los protocolos de acuerdo suscritos con los respectivos Gobiernos, en el marco de la ley N° 19.713, en los años 2002, 2007 y 2012, relativos a reconversión, capacitación, ayuda social y pensiones.



Del señor Defensor Nacional, Defensoría Penal Pública:



Contesta solicitud de antecedentes, cursada en nombre del Senador señor Quinteros, concerniente a los principales delitos en que se ha dictado condena en contra de naturales de Isla de Pascua, con especial referencia a los ilícitos de connotación o alcance sexual.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que aumenta la dotación de personal de la Policía de Investigaciones de Chile y que modifica el estatuto de su personal y el decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones (boletín Nº 9.373-25) (Véase en los Anexos, documento 2).



--Por acuerdo de los Comités, queda para la tabla de esta sesión.

Moción


De los Senadores señor Horvath, señora Goic y señores Bianchi, Quinteros y Patricio Walker, con la que se da inicio a un proyecto que incorpora a los mapuches huilliches de la Región de Aysén en la ley Nº 19.253 (boletín N° 9.516-06) (Véase en los Anexos, documento 3).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo


De los Senadores señoras Allende y Muñoz y señores De Urresti, Girardi, Guillier, Larraín y Tuma, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República el envío de una iniciativa legal que cree la Subsecretaría de Recursos Hídricos dependiente del Ministerio de Obras Públicas (boletín Nº S 1.701-12) (Véase en los Anexos, documento 4).


De los Senadores señores Quinteros, De Urresti, Guillier, Horvath, Navarro, Rossi y Patricio Walker, con el que solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República modificar el Reglamento de Farmacias, Droguerías, Almacenes Farmacéuticos, Botiquines y Depósitos Autorizados para permitir la contratación provisoria, como auxiliares de farmacia, de quienes estén en trámite de inscripción conforme al artículo 28 de ese reglamento (boletín Nº S 1.702-12) (Véase en los Anexos, documento 5).


--Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la Cuenta.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero solicitar dos cosas.



Entiendo que los Comités acordaron ver al principio de esta sesión un proyecto de acuerdo sobre un tema internacional…

El señor TUMA (Vicepresidente).- Lo voy a informar en seguida, Su Señoría.

El señor LETELIER.- Conforme.



Y quiero solicitar que se trate en primer lugar, como si fuera de Fácil Despacho, el informe de las Comisiones Mixtas signado con el número 3 de la tabla y que recae en los proyectos de ley que reconocen la rayuela como deporte nacional.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo para proceder de esa forma?



--Así se acuerda. 

)----------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, por mi parte, solicito que se trate como si fuera de Fácil Despacho la iniciativa que aumenta la dotación de la Policía de Investigaciones, la cual fue vista por la Comisión de Gobierno.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Efectivamente, existe acuerdo en algunos Comités -y lo queremos ratificar en la Sala- para poner en primer lugar del Orden del Día el proyecto individualizado por Su Señoría.



Según lo acordado recién, lo veríamos inmediatamente después del informe conjunto de las Comisiones Mixtas relativo a la rayuela.



¿Les parece? 



--Así se acuerda.
V. ORDEN DEL DÍA
RECONOCIMIENTO DE LA RAYUELA COMO DEPORTE NACIONAL. INFORME DE COMISIÓN MIXTA
El señor TUMA (Vicepresidente).- Conforme a lo convenido, corresponde tratar, en primer lugar, el informe conjunto de las Comisiones Mixtas encargadas de proponer la forma y el modo de resolver la divergencia surgida entre el Senado y la Cámara de Diputados durante la tramitación de los proyectos de ley que reconocen la rayuela como deporte nacional.


--Los antecedentes sobre el primer proyecto (8.097-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Letelier, Larraín Fernández, Tuma y Walker, don Ignacio):


En primer trámite, sesión 82ª, en 20 de diciembre de 2011.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 77ª, en 4 de diciembre de 2013.



Cambio de integrantes de Comisión Mixta, sesión 37ª, en 12 de agosto de 2014.


Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 62ª, en 20 de noviembre de 2012.



Mixta: sesión 40ª, en 19 de agosto de 2014.


Discusión:



Sesión 86ª, en 12 de diciembre de 2012 (se aprueba en general y en particular).



--Los antecedentes sobre el segundo proyecto (8.404-29) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 87ª, en 18 de diciembre de 2012.


En trámite de Comisión Mixta, sesión 85ª, en 14 de enero de 2014.



Cambio de integrantes de Comisión Mixta, sesión 37ª, en 12 de agosto de 2014.


Informes de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 84ª, en 8 de enero de 2014.



Mixta: sesión 40ª, en 19 de agosto de 2014.


Discusión:



Sesión 84ª, en 8 de enero de 2014 (se aprueba el informe y queda rechazada en general y en particular la iniciativa).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La divergencia suscitada entre ambas Cámaras deriva del rechazo de la idea de legislar tanto por la Cámara de Diputados como por el Senado, en tercer trámite constitucional, de los dos proyectos de ley iniciados en moción, uno en nuestra Corporación y otro en la Cámara Baja, que reconocen la rayuela como deporte nacional.



El informe de las Comisiones Mixtas deja constancia de que sus miembros acordaron por unanimidad informar conjuntamente los proyectos antes individualizados, por tratar ambas iniciativas legales un mismo asunto, y que su discusión se efectuara primeramente en el Senado.



Las Comisiones Mixtas, como forma y modo de resolver la divergencia entre ambas Cámaras, proponen un texto que considera la rayuela como deporte nacional, sin aludir a su calidad de competencia o de recreación, e incluye la descripción general de esta actividad deportiva en los mismos términos en que lo hizo la Cámara de Diputados.



Asimismo, mantienen la norma aprobada por el Senado para el artículo 2°, referida al rol del Instituto Nacional de Deportes, pero efectuando la actualización de la referencia al Ministerio del Deporte y a la ley que regula su funcionamiento.



La Comisión Mixta acordó esta proposición por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Letelier, Prokurica e Ignacio Walker y Diputados señores Letelier, Ojeda y Schilling.



En el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición figura el texto acordado por el Senado y rechazado por la Cámara de Diputados; el texto aprobado por la Cámara de Diputados y rechazado por el Senado, y la proposición de las Comisiones Mixtas. 

El señor TUMA (Vicepresidente).- En discusión el informe conjunto de las Comisiones Mixtas.



Ofrezco la palabra.



La tiene el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- “Si le parece”, señor Presidente, para que podamos pasar a la materia siguiente.



Este proyecto lo discutimos hace algún tiempo, y tiene por propósito declarar la rayuela como deporte nacional y, a la vez, asegurar que el Instituto Nacional de Deportes, en el texto original, o el Ministerio del Deporte, en el acuerdo de las Comisiones Mixtas, más conforme a la realidad institucional actual, tenga una política de apoyo a esta actividad.



Propongo que votemos sin más discusión, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Si le parece a la Sala, abriremos la votación.



Acordado.



En votación el informe. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el informe conjunto de las Comisiones Mixtas (22 votos afirmativos).


Votaron las señoras Goic, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Ossandón.



Tiene la palabra el Honorable señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, quiero solicitar -en este momento no se encuentra en la Sala el Presidente de la Comisión de Transportes, el Senador Ossandón- un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 1° de septiembre, a las 12, al proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el artículo 42 de la ley N° 18.290, de Tránsito.

El señor TUMA (Vicepresidente).- ¿Habría acuerdo?

El señor GUILLIER.- Sí.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Acordado.

AMPLIACIÓN DE CAPACIDAD DE POLICÍA DE INVESTIGACIONES Y MEJORAMIENTO DE COORDINACIÓN CON AUTORIDAD POLÍTICA ENCARGADA DEL ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA
El señor TUMA (Vicepresidente).- Conforme a lo resuelto por los Comités, corresponde tratar la iniciativa, en segundo trámite constitucional que aumenta la dotación de la Policía de Investigaciones de Chile y que modifica su estatuto de personal y el decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica Constitucional de la Policía de Investigaciones, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.373-25) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite, sesión 37ª, en 12 de agosto de 2014.



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización, sesión 41ª, en 20 de agosto de 2014.
El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es ampliar la capacidad de la Policía de Investigaciones, ante los mayores requerimientos de seguridad de la sociedad, y lograr una mejor coordinación de la institución con la autoridad política encargada del orden y seguridad pública.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió la iniciativa solamente en general y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores Bianchi, Espina, García-Huidobro, Quinteros y Zaldívar.



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en la parte pertinente del primer informe del señalado órgano técnico.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En la discusión general del proyecto, tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, esta iniciativa tuvo su origen en un mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, y fue conocida, en primer trámite constitucional, por la Honorable Cámara de Diputados, que la despachó con fecha 6 del presente mes. Y, por su parte, el Senado inició su tramitación el día 12 de agosto de este año.



El objetivo del proyecto consiste en ampliar la capacidad de la Policía de Investigaciones ante mayores requerimientos de seguridad, como también lograr una mejor coordinación de la institución con la autoridad política encargada del orden y seguridad pública.



Su texto se estructura en 3 artículos permanentes y 8 transitorios.



Para el adecuado debate de los asuntos contenidos en la iniciativa, el pasado lunes 18 de agosto la Comisión recibió al Ministro del Interior don Rodrigo Peñailillo y al Director General de la Policía de Investigaciones señor Marcos Vásquez, quienes expusieron acerca de la necesidad de contar con una nueva planta para la institución, dadas las necesidades adicionales en materia de seguridad ciudadana aparecidas en el transcurso de los últimos años.



Durante la discusión en la Comisión se hicieron presentes, para ser considerados ya sea por el Ejecutivo o por los señores Senadores, los siguientes puntos:



1) Aumento del presupuesto de la Policía de Investigaciones para que, junto con la modificación de las plantas, se construya la infraestructura necesaria a fin de que puedan llevar adelante sus labores.



2) En cuanto a los requisitos de ingreso, que no les sea posible postular a quienes estén acusados por delitos que merezcan pena aflictiva.



3) Solicitud de información sobre las unidades territoriales de la Policía de Investigaciones, de acuerdo con la organización administrativa del Estado y la determinación de sus competencias.



Sin perjuicio de los puntos enunciados, la unanimidad de los miembros de la Comisión acordó aprobar el presente proyecto de ley, con el objeto de que la Policía de Investigaciones de Chile contara con el número de efectivos necesarios para llevar adelante planes estratégicos que permitan entregar mayor seguridad a nivel nacional, regional, provincial y comunal.



Por las razones mencionadas, y considerando que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización acordó la iniciativa por unanimidad, solicito a la Sala su aprobación, y propongo que las indicaciones sean recibidas hasta el 1° de septiembre, a las 12.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Solicito la anuencia de la Sala para el ingreso del Subsecretario de Prevención del Delito don Antonio Frey.



--Así se acuerda.

El señor TUMA.- Tiene la palabra el Honorable señor Bianchi.

El señor BIANCHI.- Señor Presidente, esta iniciativa de Su Excelencia la Presidenta de la República forma parte de lo que imaginamos serán las propuestas en materia de seguridad pública de aquí a los próximos 4 años.



En lo concreto, señor Presidente, estamos frente a una de las instituciones de mayor prestigio en el mundo.



Quienes hemos tenido la posibilidad de salir del país, sabemos que muchas veces somos objeto de admiración por instituciones como Carabineros de Chile, la Policía de Investigaciones, Gendarmería y las Fuerzas Armadas, en general.



Y eso hizo que, tal cual lo señaló su Presidente, el Senador Quinteros, la Comisión de Gobierno acordara este proyecto por unanimidad.



Ahora, con respecto a las indicaciones, estas serían inadmisibles. Por lo tanto, pienso que debiéramos adelantar la tramitación.



¿Y por qué lo digo, señor Presidente? Porque, además de los mil y tantos mujeres y hombres que entrarían a esta institución, se halla pendiente el ascenso de más de 300 funcionarias y funcionarios, el cual no ha podido concretarse, y que se encuentra fuera de plazo.



Entonces, a estas personas se les generó un perjuicio mayor, y la institución no ha podido hacer un enroque para que, en definitiva, puedan ascender.



Por consiguiente, quiero pedirle a la Sala que tramitemos esta iniciativa con la mayor urgencia posible.



Estoy seguro de que no existe Senador alguno que no tenga disposición para remediar esta situación, que afecta a muchos que no han podido ascender. Y, si así lo estimara la Mesa o la Sala, sería posible votarlo hoy.



¿Por qué lo pido? Porque, asimismo, existen más o menos 356 empleados a contrata -no tengo la cifra exacta-, quienes no han podido pasar a la planta. Y ello, obviamente, los afecta de manera negativa en lo previsional, laboral, etcétera.



En consecuencia, señor Presidente, quiero pedirle a la Sala que, ojalá, tratemos con gran urgencia lo relativo al ascenso de más de 300 funcionarios. Estaríamos corrigiendo rápidamente lo que hemos señalado de modo incansable: las figuras a contrata y a honorarios, que resultan tremendamente perjudiciales y dañinas.



Nos hallamos frente a una institución de enorme prestigio. Por lo tanto, con mayor razón, no veo el objeto de no votar hoy.



Además, toda indicación sería inadmisible. Y entiendo que se votaría el proyecto tal cual está, con estos ascensos, con esta movilidad y con esta incorporación; considerando, asimismo, que el país nos demanda más funcionarios.



Por lo tanto, si usted lo estimara necesario, podríamos darle una tramitación urgente, rápida, expedita, lo que, obviamente, serviría para acelerar la incorporación de más funcionarios a la PDI.



Por eso, pido a la Sala que ojalá despachemos la iniciativa hoy mismo, debido a la urgencia que tiene la institución en materia de dotación.



He dicho.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Señor Senador, este proyecto necesariamente debe ir a la Comisión de Hacienda, y también tiene que volver a la de Gobierno, que usted integra, para el segundo informe. Por tanto, no estamos en condiciones de votarlo en particular hoy.

El señor BIANCHI.- Muy bien.

)-----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- A continuación, saludo al Presidente del Consejo Nacional de Televisión, don Óscar Reyes, quien nos acompaña junto a su Directorio.



También doy la bienvenida al ex Diputado señor Egaña, quien se encuentra en las tribunas.

)-----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se ha pedido abrir la votación.



¿Habría acuerdo para ello?



Acordado.



En votación la idea de legislar.



--(Durante la votación).

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, concuerdo con lo planteado por el Senador Bianchi en cuanto a la urgencia de tramitar -ojalá, a la brevedad- este proyecto de ley, porque no cabe duda de que lo que más solicita la gente en reuniones con juntas de vecinos, en el contacto directo es seguridad ciudadana.



La ley N° 20.113, de 2006, que creó nuevos Escalafones en las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, “combina la formación policial tradicional con los conocimientos de la educación superior, potenciando las distintas especialidades de la investigación criminal y la gestión policial en su conjunto”.



Si bien el proyecto de oficiales policiales profesionales se formuló y diseñó para paliar en parte el déficit histórico de dotación, a mi juicio, ha representado un avance concreto en el acercamiento de la PDI a la comunidad, pues, como nunca antes, dicha institución abrió sus filas para integrar civiles provenientes de carreras profesionales de la más diversa índole.



Al mismo tiempo, según los resultados de la última encuesta CEP, y también coincidiendo con el Senador que me antecedió en el uso de la palabra, las instituciones que cuentan con mayor confianza ciudadana son: Carabineros (58 por ciento), las Fuerzas Armadas (53 por ciento) y la PDI (49 por ciento).



En tal sentido, la creciente sensación de inseguridad de los chilenos, en especial de los más modestos y de la clase media, exige un mayor y progresivo despliegue de funcionarios, así como más efectividad en las investigaciones policiales y en los programas de prevención a nivel local.



Según el informe de la DIPRES entregado a la Cámara de Diputados, el  proyecto de ley originará un mayor gasto fiscal -más bien, una inversión-, en régimen, de M$ 21.749.587.



El principal objetivo de la iniciativa es aumentar la gestión operativa de la PDI, asegurando y ampliando su capacidad de respuesta a las crecientes demandas de la ciudadanía por mayores niveles de seguridad, e incrementando las plazas de policías, principalmente en el Escalafón de los Oficiales Policiales Profesionales de Línea.



En dicho contexto, el aumento de las plazas se contempla en los diferentes grados de los oficiales policiales, de los cuales 8 cargos se destinan a oficiales policiales de alto mando y 1.200 a oficiales policiales profesionales de línea.



Señor Presidente, hay que reconocer que esta iniciativa constituye un paso importante, por cuanto la seguridad ciudadana -lo he dicho repetidamente- sigue siendo uno de los temas que más preocupan a la ciudadanía.



Parte relevante de un programa sobre seguridad pública y prevención del delito implica precisamente reforzar el número de funcionarios de la PDI. 


Tal medida va acompañada del aumento de 6 mil plazas en Carabineros de Chile, compromiso anunciado por la Presidenta Bachelet. Esperamos que esta sea una herramienta que aporte a la disminución de los índices de victimización en los hogares de aquí al final de este Gobierno.



Señor Presidente, según cifras entregadas por el Ministerio Público para el período enero-mayo de 2014 en la Región de Atacama, que represento, se produjo un incremento significativo en los delitos contra la propiedad y los homicidios con respecto a igual período del año anterior.



Aumentaron en 100 por ciento los homicidios, en 62 por ciento los robos de vehículos, en 28 por ciento los robos en lugar no habitado, en 19 por ciento los robos con intimidación y en 19 por ciento los robos por sorpresa. Lo anterior, sumado al alza en la tasa de desempleo (de 5,6 a 6,2 por ciento) durante el presente año en nuestra Región, hace prever que en esta y en otras partes los delitos, lamentablemente, irán en aumento.



Tales cifras hablan por sí solas cuando representamos la idea de que por todos lados se nos está pidiendo un mayor control policial.



Sin embargo, no puedo dejar de señalar que esta importante herramienta contra la delincuencia (el aumento de dotación en las instituciones policiales) no lo es todo. También es necesario reestudiar el proyecto que busca establecer la medida de control preventivo de identidad por parte de Carabineros de Chile, ya que constituye un instrumento esencial para el control que preventivamente deben realizar sus efectivos con el fin de evitar la comisión de delitos.



No basta con elevar el número de policías si no les entregamos las facultades necesarias para que cumplan sus objetivos.



Por último, quiero pedir la atención del Ministro Secretario General de Gobierno y del Subsecretario de Prevención del Delito para manifestar un asunto que hemos sostenido cada vez que se produce un incremento en el número de funcionarios de Carabineros o de la PDI. 


Los diversos Ministros de Hacienda se han comprometido a aumentar los recursos para DIPRECA y no lo han hecho. No se ha cumplido con lo prometido en esta Sala para la Dirección de Previsión de Carabineros, que originalmente cubría solo a esta institución policial, pero a la cual se le agregó la PDI y, después, Gendarmería.



Sin duda, el mayor número en el personal de la PDI y de Carabineros, conjuntamente con la cobertura a Gendarmería, influye en el gasto previsional y de salud. A mi juicio, podría estar generándose una bomba de tiempo en DIPRECA, debido al efecto que tendrán en el futuro los fuertes incrementos de dotación, tanto de carabineros como de detectives, lo que podría terminar por colapsar el sistema.



Yo he advertido de esa situación en reiteradas ocasiones cuando se han tramitado proyectos de esta naturaleza.



Incluso, señora Presidenta, en una oportunidad en la Sala, junto a otros señores Senadores, planteamos que no íbamos a tramitar más propuestas legislativas en este ámbito si no se comprometía el aumento respectivo en DIPRECA. De lo contrario, después se generará una situación extraordinariamente compleja, sobre todo cuando estos funcionarios pasen a retiro. 


Según la DIPRES, “el gasto fiscal destinado al pago de pensiones aumentará en Dipreca a tasa promedio del 6% anual, ubicándose en torno a US$ 7,921 millones en 2050”. La misma entidad señala que “el déficit de Dipreca se incrementaría para el año 2050 a 0,7% del PIB en la medida en que el sistema no sufra modificaciones”. Y agrega: “Dipreca pasará de una cobertura de 62.582 pensionados en 2011 a 144.200 en 2050, es decir, un aumento de un 130%”.



Hago esta prevención, señora Presidenta, teniendo claro que ningún Senador votará en contra de la iniciativa que nos ocupa. Sin duda, hay una necesidad de mayor vigilancia y seguridad ciudadana. Pero la situación que planteo ha sido olvidada por los distintos Gobiernos cuando se ha debatido sobre aumentos de dotación policial. Y DIPRECA sigue siendo lo mismo, sigue presentando problemas serios, los que en algún minuto deberemos abordar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Espina.

El señor ESPINA.- Señora Presidenta, creo que este es un excelente proyecto de ley. Felicito al Gobierno por impulsarlo. Desde ya, le hago presente que en esta materia cuenta con todo nuestro respaldo. 



Más aún, ayer la Presidenta anunció las medidas del Programa del Gobierno con relación a seguridad ciudadana. Nosotros las vamos a apoyar abierta y resueltamente, porque estimamos que son buenas disposiciones. Están bien enfocadas.



Esta es una política de Estado y uno debe mirarla de esa manera; en particular, si sus medidas apuntan a llevar la lucha contra la delincuencia al ámbito de las decisiones comunales. Me refiero a la participación del alcalde, de los concejales, del comisario, de las juntas de vecinos. 



Tal idea es notablemente buena.



De hecho, tenemos pendiente una audiencia con el Subsecretario Frey para conversar sobre este asunto. 



Con todo, reitero que el Ejecutivo va a contar con nuestro apoyo en ese sentido.



Sabemos que las políticas de seguridad ciudadana en algunos momentos han presentado problemas. Pero no seremos como aquellos que magnifican las dificultades cuando estas se producen. ¡No! Vamos a contribuir para que les vaya bien. Porque en este ámbito a todos los Gobiernos -quiero decirlo derechamente- les ha ido mal.



Además, considero positivo que el Ejecutivo siempre haya estado interesado en informarnos acerca de las medidas que adoptará. Comprometemos nuestro mayor interés en ser socios activos para ese fin.



Por supuesto, haremos presente nuestras opiniones, con mucho respeto, cuando creamos que una política pública debe ser mejorada o cuando algún proyecto de ley se encuentre paralizado.



Aprovecho de decirles -por su intermedio, señora Presidenta- a nuestro estimado Subsecretario de Prevención del Delito y al Ministro Elizalde -ya se lo expresé al Ministro del Interior- que en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento hay una iniciativa, llamada “Reforma de la Reforma”, que establece mayores instrumentos para que la policía, los fiscales y los jueces puedan perseguir los delitos.



Pues bien, esa propuesta de ley fue elaborada por expertos en Derecho Penal en forma transversal; contó con el aporte de las distintas instituciones vinculadas al tema de la seguridad ciudadana; se está tramitando en la Comisión de Constitución, y lleva cuatro meses paralizada.



A mi juicio, dejar dormir ese proyecto es un profundo error, porque en nuestra legislación sobre investigación de los delitos se mantienen situaciones incomprensibles, que deben ser corregidas.



Solo voy a nombrar una. 



Perdón que me desvíe de la materia que nos convoca.



Si una persona en nuestro país comete un crimen o simple delito y, transcurrida una semana, confiesa ser autor de ello, aporta las pruebas correspondientes, pero dice que tiene un domicilio conocido -y efectivamente lo tiene-, se produce el absurdo -cualquiera que sea la gravedad del delito- de que el fiscal no puede disponer su detención para los efectos de que la persona no se fugue.



Esto no lo descubrí yo. Ha sido estudiado por todos los expertos.



Por eso solicito a las dos importantes autoridades de Gobierno que nos acompañan que persuadan al Ministro Gómez, con quien me une una amistad y un trabajo en conjunto, para que la referida iniciativa no siga paralizada. Dios no quiera que se produzcan hechos de mayor gravedad a los que ya ocurren en materia de robos, que es el ámbito en el que Chile muestra mayores debilidades, y nos encontremos con que no hemos contado con información actualizada.



He hecho esta petición reiteradamente, y aprovecho de volver a plantearla, en el ánimo de querer colaborar con el Gobierno.



Respecto de la materia que nos ocupa, considero que estamos ante un gran proyecto. 



Aumentar la planta de oficiales policiales profesionales de línea en 1.456 funcionarios es muy importante, como lo es también distribuir ese incremento de acuerdo a la realidad de cada región.



En mi opinión, si la Policía de Investigaciones contara con todos los instrumentos legales y la dotación suficiente, podría optimizar mucho su funcionamiento. Hoy, dentro de sus medios, hace lo mejor posible.



Durante el debate en la Comisión de Gobierno, se planteó la necesidad de hacer un catastro respecto de la cantidad de cuarteles y unidades policiales que se requieren. Algunos están en carpeta desde hace muchos años. Urge modernizar tales instalaciones en las distintas regiones del país.



Por otra parte, señor Presidente, pedimos que se oficie -ya fue cursada esta solicitud en la Comisión, pero vale la pena reiterarla- a la autoridad competente para que indique el número de órdenes de detención pendientes en la PDI por delitos de alto reproche social. Tal situación genera un dolor de cabeza enorme en la sociedad chilena.



Hay una gran cantidad de prófugos por delitos de robos violentos, ya sea robos con intimidación o violencia en las personas o robo con fuerza en las cosas, cometidos en domicilios, en casas particulares, en locales comerciales, en la vía pública. Necesitamos saber cuántos son. 



Lo mismo respecto de delitos de homicidio o de abusos sexuales graves. 



Ello nos va a permitir saber, dado el alto nivel de reiteración de delitos, cuál es el número de personas que están con órdenes de detención pendientes emanadas por los tribunales. Ese dato es superimportante para decidir exactamente cómo enfrentar uno de los puntos más débiles de la seguridad ciudadana: la cantidad de prófugos de la justicia.



Como ya señalé, este es un gran proyecto.



Con relación a su contenido, tengo una sola observación, que planteé en la Comisión en su momento. 



Se refiere a una modificación introducida en la letra b) del numeral 2) del artículo 2º. En esa disposición se elimina la frase “se halle declarado reo” como requisito de ingreso al estatuto del personal de la Policía de Investigaciones.



Eso está bien suprimirlo, porque ya no existe el auto de procesamiento, el auto de reo. Sin embargo, sugerimos en la Comisión establecer una norma -una similar a la que dispone nuestra Constitución respecto del derecho a sufragio- que señale como impedimento para entrar a la Policía de Investigaciones encontrarse acusado por los tribunales de justicia por determinado delito.



Una cosa es la etapa del auto de reo, que hoy equivale a la formalización. Esta corresponde al instante en que a una persona la investigan por un delito. Para ello, el fiscal la lleva ante un juez de garantía y le dice: “Yo lo formalizo a usted por tal delito”.



Pero algo distinto -ya no es posible obviarlo y este proyecto no lo contempla- es la norma que propongo y que nuestra Carta ya considera para otro efecto. Me refiero a estipular que una persona no puede ingresar a la PDI si está acusado por un fiscal y pronto a ser llevado a un juicio oral por delito de tráfico de drogas, de homicidio, de violencia intrafamiliar.



Es necesario corregir la disposición especificada.



Hay consenso en el Gobierno -el Ministro del Interior así lo manifestó- para incluir en esta materia lo que ya consagra nuestra Constitución respecto al derecho de sufragio. 



Sería incomprensible que dijéramos: “Una persona acusada por un delito que merezca pena aflictiva no puede votar en Chile, pero sí entrar a la Policía de Investigaciones”. En efecto, alguien acusado por homicidio, por tráfico de drogas, por asalto a mano armada ¡podría ser detective!



Es evidente que debe suprimirse la expresión “se halle declarado reo”, porque ya no existen las declaratorias de reo. Sin embargo, tiene que haber un requisito -sobre todo, tratándose de un cargo tan importante como ser funcionario de la PDI- que impida el ingreso a dicha institución policial a quien se encuentre acusado por un fiscal ante un magistrado para ser llevado a juicio oral. Esa persona, mientras viva tal situación, no puede ser parte de la Policía de Investigaciones. Ahora, si aquella después prueba su inocencia, podrá postular en el momento en que lo estime pertinente.



Este requisito opera en todas las policías del mundo, y debiera existir también en la chilena. 



Esa fue la razón por la que pedimos al Gobierno que, en forma rápida y expedita, presente una indicación. En realidad, esta puede ser formulada por cualquier parlamentario. Con todo, debiéramos resolver el punto.



Por lo demás, todos los miembros de la Comisión -y el Senador Quinteros, su Presidente, asiente- coincidieron en que era fundamental incorporar la norma mencionada.



Asimismo, quiero dejar constancia de un asunto muy importante.



Aprovecho de que están presentes dos autoridades de Gobierno, en especial el Subsecretario de Prevención del Delito -él lo sabe mejor que yo-, para pedir que se aceleren todos los mecanismos que signifiquen unificar la información entre las policías, los fiscales y los jueces.



En la actualidad, muchas veces los jueces, cuando deben resolver sobre la libertad de una persona, no conocen todo su prontuario penal ni las órdenes de detención en proceso.



En tales condiciones, ¡cómo un juez va a resolver bien! 



No hay una base unificada de datos -una que integre los sistemas de información de Carabineros, de Investigaciones y del Poder Judicial- que permita saber cuál es la realidad de una persona frente al mundo del delito. 



Respecto de los mecanismos de coordinación, que son fundamentales para que el sistema camine, todavía tenemos falencias. Pero sé que se están tratando de resolver. Si no existe una coordinación adecuada, aunque dictemos todas las leyes del mundo, el sistema funcionará mal.



Por eso nos gusta tanto la propuesta del Gobierno enfocada en el trabajo a nivel comunal. Eso significar que se sentarán a resolver el alcalde, los concejales, el fiscal.



Ojalá fuera el juez de garantía. Porque es superimportante saber cuáles son los estándares probatorios que un magistrado pide en una causa.



No sé por qué en Chile existe una especie de temor en el sentido de que el juez no puede hablar con la ciudadanía.



En todas partes del mundo el magistrado le explica a la comunidad: “Para probar este delito requiero tales estándares probatorios. Por lo tanto, usted preocúpese de no destruir las pruebas del delito en el sitio del suceso”.



¿Cuánta gente sabe cómo hacer aquello?



¡Nadie tiene idea!



Se comete un delito, la gente mueve todo y desaparecen las pruebas principales. Después, el magistrado dice: “¡Pero si no me entregaron las pruebas!”.



Entonces, terminado el capítulo relativo a la labor de la Policía de Investigaciones, creo -con todos los méritos que tiene este proyecto- que debemos entrar a picar profundo en cuanto a la seguridad. Y una de las maneras de hacerlo es que en cada comuna de nuestro país se reúnan -aquí tenemos a varios parlamentarios que han sido alcaldes- el alcalde, el consejo de seguridad ciudadana -muchas veces lo nombra el alcalde y lo dirige un concejal-, el fiscal, el juez de garantía, las policías, las juntas de vecinos.



Porque cada comuna tiene una realidad delictual distinta. Los ilícitos que se cometen en la comuna X no son los mismos de la comuna A; son de diferente naturaleza. El modus operandi es diverso. La forma de operar es otra.



Entonces, la comunidad en sí misma, con el apoyo de especialistas, irá estableciendo la manera de enfrentar al mundo delictual en su barrio.



Eso es muy importante.



Por todas las consideraciones expuestas, votaremos a favor de esta iniciativa. Y esperamos que el Gobierno presente la indicación pertinente. Si no, lo haremos nosotros 



He dicho.

)----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Deseo saludar a la delegación de la Universidad de Wiener, de Perú, que nos visita hoy. Son diez estudiantes, y vienen con su guía, el señor Fernando Urbina.



¡Gracias por acompañarnos!



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).
)----------(

El señor TUMA (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Guillier.

El señor GUILLIER.- Señor Presidente, me parece que todos apoyaremos este proyecto de la Presidenta de la República, mediante el cual se aumenta la dotación de la PDI y se modifican el estatuto de su personal y el decreto ley N° 2.460, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones.



Al respecto, cabe destacar que con el aumento de personal propuesto se pretende mejorar la gestión operativa de Investigaciones, para ampliar su capacidad de respuesta ante los nuevos delitos, más complejos y difíciles, que está enfrentando nuestra sociedad. Y ello requiere un salto cualitativo en la calificación de los funcionarios.



Por otra parte, se busca permitir mayor coordinación y vinculación de la Policía de Investigaciones con la autoridad política.



Además, se establece una serie de mecanismos para coordinar mejor la labor operativa en terreno.



Para tales efectos, no solo se considera el aumento de efectivos que se especifica en este proyecto, sino que además se normaliza en la planta la situación de un grupo no menor de funcionarios que desde los últimos años se han ido incorporando a través del sistema de glosas y no de manera estructurada.



Por consiguiente, me parece correcto el saneamiento de la referida situación institucional.



También estoy de acuerdo con lo señalado por algunos Senadores en cuanto a la modificación de los requisitos de ingreso a la Policía de Investigaciones de Chile para adaptarlos a estándares más exigentes.



De otro lado, se definen en forma clara ciertos deberes del propio Director General de la PDI en orden a coordinar la entrega de información con el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, sobre todo la relacionada con la seguridad.



Se dispone, asimismo, que la delegación de funciones que el Director General efectúe en subordinados deberá ser informada a la autoridad correspondiente.



Entiendo que el mayor gasto que irroga la aplicación de la futura ley deberá financiarse a través del presupuesto de la Policía de Investigaciones de Chile y que el aumento de efectivos será gradual, en un período de tres años.



Eso me parece correcto.



Ahora, me permito recoger una inquietud planteada en el sentido de que el aumento de personal debería estar asociado también a una política más clara en materia de equipamiento e infraestructura, toda vez que, particularmente en regiones, la Policía de Investigaciones opera con infraestructura arrendada, cedida, e inclusive con equipos facilitados por otras instituciones. Ello resta eficacia a su desempeño y despliegue a lo largo del territorio nacional.



En tal sentido, recojo la necesidad -si no en este proyecto, a fin de no demorar su despacho, cuando discutamos el presupuesto de dicha institución- de incluir lo relativo a infraestructura y equipamiento, que presenta déficits en regiones.



Por último, hago mío lo que señaló el Senador Prokurica en cuanto a la necesidad de tener una política más clara respecto al financiamiento de DIPRECA, cuya cobertura está aumentando -como le ocurre por lo demás a la mayoría de las instituciones que otorgan prestaciones de salud en Chile- sin que exista el correlato correspondiente en materia de desarrollo de esa entidad previsional.



Señora Presidenta, apoyo este proyecto, con las observaciones que indiqué, que espero sean recogidas por la autoridad.



Votaré a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señora Presidenta, quiero saludar al señor Ministro Secretario General de Gobierno y al señor Subsecretario de Prevención del Delito.



A mi juicio, el proyecto que nos ocupa, que aprobamos en forma unánime en la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización esta semana, va en el camino correcto de dar respuesta a las necesidades que tiene la Policía de Investigaciones de Chile ante los mayores requerimientos de seguridad de la ciudadanía y de lograr una mejor coordinación con la autoridad política encargada del orden y la seguridad pública.



Quiero manifestar también mis aprensiones con relación a la distribución del personal de Investigaciones a nivel nacional.



Solicité información por intermedio de la Comisión.



El Director General de la Policía de Investigaciones de Chile entregó una minuta que señala que el 45 por ciento de los funcionarios se halla en la Región Metropolitana.



En el caso de mi Región, la del Libertador General Bernardo O’Higgins, solo tenemos el 3 por ciento.



Hay, pues, una materia que debemos analizar profundamente a la luz del aumento de dotación propuesto: la descentralización a nivel nacional del personal que requiere cada una de las regiones.



Por ejemplo, la Undécima Región tiene 93 funcionarios.



Es muy importante, por lo tanto, el aumento de dotación en la Policía de Investigaciones, que, entre otras cosas, solucionará el problema de quienes cumplen los requisitos para ascender y no han podido hacerlo, situación que desde hace 2, 3, 4, 5 años ha afectado a detectives, subinspectores, inspectores y subcomisarios. Ello significa que hay 2 mil 88 oficiales policiales con ascensos pendientes.



Considero fundamental que los recursos para el aumento de personal vayan también a financiar la infraestructura y la tecnología que requiere la PDI. Esto es básico para que logre la eficiencia que todos esperamos en el ámbito de la prevención del delito.



De otro lado, quiero manifestar mi preocupación porque todo lo relacionado con aumento de la infraestructura se está cargando al Fondo Nacional de Desarrollo Regional. Así, cada una de las regiones deberá financiar los nuevos cuarteles.



El informe que obra en mi poder habla de que al año 2018 aumentará en casi 40 por ciento la superficie real, lo que está mayoritariamente financiado por los gobiernos regionales.



Creo que debe realizarse un esfuerzo en el Presupuesto con el fin de que ese financiamiento no se les cargue solo a los gobiernos regionales, sobre todo teniendo presente la falta de equilibrio existente en la distribución del personal de la Policía de Investigaciones a nivel nacional.



El Director General me reconoció hace bastante tiempo la necesidad de aumentar la dotación en la Región del Libertador General Bernardo O’Higgins.



Valoro el trabajo realizado por la Policía de Investigaciones en materia de narcotráfico, de violencia intrafamiliar, de los nuevos delitos que aparecen.



¡Cada día necesitamos más el apoyo de esa querida institución!



Señor Presidente, en nombre de la Unión Demócrata Independiente, quiero manifestar que votaremos a favor este proyecto.



Ojalá que los recursos se consideren también para la implementación de los cuarteles, para la tecnología que se requiere hoy. Asimismo, espero que la distribución del nuevo personal (son 1.456 funcionarios) se efectúe en forma equitativa, para ir solucionando la falta de equilibrio existente en esta materia entre la Región Metropolitana y el resto de las regiones de nuestro país.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, ya se han dicho muchas cosas sobre la iniciativa que nos ocupa.



Quiero saludar al Ministro señor Elizalde y al Subsecretario señor Frey y expresar que la ley en proyecto es muy importante no solo para la Policía de Investigaciones. Porque a la gente, a la población en general, le da mucho más tranquilidad saber que presentamos alguna iniciativa que beneficie a esa institución o a Carabineros de Chile.



Por eso, cualquier fórmula legal, cualquier indicación, cualquier iniciativa que vayan en la línea de dar mayores facultades, aumentar plantas, promover, dotar de más personal a las policías siempre serán una buena noticia para los ciudadanos.



He puesto énfasis en la presencia del Subsecretario de Prevención del Delito porque quiero decir, en nombre de Amplitud, nuestro movimiento, que nos parece que dicho personero está bastante bien encaminado respecto a lo que hay que hacer en materia de seguridad ciudadana.



Se lo hemos expresado al Ministro del Interior y a titulares de otras Carteras, y también a la Presidenta de la República.



Porque, a nuestro juicio, esta materia no debiese trabajarse con tensión política, ni tampoco desde la trinchera, sino con generosidad y entendiendo que en la medida que logremos involucrar mucho más a la comunidad, a los Poderes Judicial y Legislativo, no únicamente en la toma de decisiones, sino además en la necesidad de elaborar nuevas leyes, nuevos reglamentos, vamos a lograr un mejor resultado.



Por esa razón, todas las políticas que ha anunciado la Subsecretaría de Prevención del Delito cuentan con nuestro respaldo.



Obviamente, vamos a ayudar a mejorar lo que sea perfectible. Y hemos presentado algunos proyectos de ley en la idea de complementar las políticas dadas a conocer, que van en la línea de incorporar mucho más la territorialidad y a los municipios. Eso es bastante trascendente, no solo por las atribuciones o responsabilidades que estos tienen, sino también en términos de la participación, puesto que al final son los que mejor saben cómo se van desarrollando los problemas asociados a la delincuencia en cada comuna.



Al respecto, quiero recordar que el año pasado en la Región Quinta Cordillera realizamos un gran encuentro en la Municipalidad de Puchuncaví con ambas policías; las juntas de vecinos; el concejo municipal, presidido por el alcalde; funcionarios de la Subsecretaría de Prevención del Delito. Trabajamos un domingo entero con la comunidad para diseñar políticas públicas destinadas a la prevención del delito. Fue algo realmente exitoso. Y les sirvió muchísimo a los habitantes de dicha comuna, incluida la gente de la Cámara de Comercio y la de todos los estamentos. La idea final era focalizar mucho mejor el uso de recursos públicos en el combate contra la delincuencia.



Por todo lo expuesto y porque esta iniciativa se inserta en el contexto de todo aquello que es deseable sacar adelante y que es positivo para el objetivo final que pretendemos, voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).-  Tiene la palabra el Senador señor Quintana.

El señor QUINTANA.- Señora Presidenta, sin lugar a dudas, lo que hoy está ocurriendo en el Senado es una gran noticia en materia de seguridad para nuestro país y una mala noticia para los delincuentes.



Porque, como lo señaló el Senador Guillier, aquí se busca perfeccionar los procedimientos, los aspectos operativos de la Policía de Investigaciones de Chile. Y cuando los incentivos se hallan bien planteados, eso se traduce en mejoramiento de los servicios y de la gestión operativa.



Me alegra que, después de muchos años, se dé respuesta a una aspiración de larga data en materia de plantas. Porque este proyecto aumenta la dotación de la referida institución y, al mismo tiempo, modifica el estatuto del personal y el decreto ley N° 2.460, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones.



Se trata de uno de los cambios estructurales más importantes que se hayan realizado, no solo porque se aumenta la dotación de la PDI, sino también porque con ello se permite el tiraje de la chimenea.



Entiendo que a cerca de 300 oficiales (gente egresada de la Escuela de la PDI) se los ha debido nombrar mediante el sistema de glosas presupuestarias. Y, ciertamente, esa no es la idea para la dotación de una institución importante, grande, como la Policía de Investigaciones: tiene que haber una carrera bien estructurada, con etapas claras.



Me parece que la ley en proyecto se hace cargo de ello. Pero, al mismo tiempo, innova en otras materias, como la creación del Escalafón Profesional de Peritos, con 600 cargos, los cuales son muy significativos para las labores de investigación que desarrolla la PDI.



Y aquí quisiera detenerme un momento.



La Policía de Investigaciones siempre enfatiza el esfuerzo en las labores de investigación, donde, sin lugar a dudas, exhibe gran experiencia, gran trayectoria y mucha capacidad instalada. Pero con el aumento de la delincuencia que nuestro país -y en general las sociedades modernas- viene experimentando sostenidamente en los últimos años, se requiere también que las policías complementen su accionar en el ámbito de la prevención.



Es preciso, en mi concepto, que la PDI realice labor preventiva en forma coordinada y complementaria con Carabineros de Chile.



Entonces -insisto-, esta es una gran noticia para las labores operativas de la Policía de Investigaciones.



Por eso, valoro la decisión del Gobierno de la Presidenta Bachelet, representada acá por el Ministro Álvaro Elizalde y, muy especialmente, por el Subsecretario de Prevención del Delito, don Antonio Frey, quien tiene larga experiencia en esta materia y se halla impulsando y desplegando un sinnúmero de políticas que buscan mejorar las condiciones de vida de la población; sacar el narcotráfico de muchos barrios en sectores de gran crecimiento de Chile, y combatir la delincuencia con todo lo que eso significa: decisión, firmeza, pero también claridad de objetivos y no grandes titulares.



Porque durante mucho tiempo hemos tenido grandes titulares: “Vamos a terminar con la puerta giratoria”, “Vamos a terminar con la delincuencia”, sabiendo que eso no es posible y, además, que hoy los ciudadanos, más que grandes promesas, necesitan resultados.



Desde ese punto de vista, valoro el anuncio que hizo ayer el Gobierno, con el Subsecretario Antonio Frey y el Ministro Peñailillo, quien ha tenido un rol muy firme y decidido en torno al Plan Nacional de Seguridad, que innova también en cuanto al rol de las policías en el ámbito local.



Algo muy relevante y que no se había hecho era sumar a los actores locales en el combate del delito, desde el narcotráfico hasta el abigeato, que pueda tener lugar en cualquier zona apartada de nuestro país.



Me parece, pues, una gran noticia la decisión del Gobierno de la Presidenta Bachelet de presentar este proyecto, que se hace cargo de una materia importante, cual es el aumento de la dotación de la Policía de Investigaciones en 1.200 funcionarios, y al mismo tiempo, del problema de quienes no podían ascender, que también constituyen un número relevante. Se trata de alrededor de 250 personas que se hallan en una situación -por así decirlo- bastante irregular.



Estamos hablando, entonces, de casi 1.500 efectivos que pasarán a la planta, con todo lo que eso significa. Ello les dará la tranquilidad que necesitan para llevar a cabo de mejor manera su labor.



También es del caso destacar -lo vuelvo a repetir- la creación del Escalafón Profesional de Peritos, para la investigación en el ámbito criminal.



Por lo tanto, todo aquello debiera traducirse en una reducción de los niveles de inseguridad y en una baja de los índices de victimización, y -reitero- sin grandilocuencia ni grandes titulares, pero entendiendo que este es un trabajo central que forma parte de los principales desafíos de un Gobierno que quiere hacer las cosas bien.



Señora Presidenta, nuestro Partido, ciertamente, apoyará el proyecto presentado por el Ejecutivo.



Voto a favor.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señora Presidenta, en pocas palabras, quiero valorar el proyecto que ahora estamos votando. Y también, el hecho de que la Policía de Investigaciones haya tenido en estos últimos 20 años un proceso de fortalecimiento muy significativo.



La verdad es que allá por el año 90 estaba prácticamente desmantelada como policía judicial con capacidad de investigación en serio.



Hoy uno ve no solo el crecimiento numérico de dicha institución, a cifras que corresponden a nuestro nivel de desarrollo, a nuestra población. También puede constatar la inversión en infraestructura (en su Academia), su mayor profesionalismo (eso es muy relevante).



Yo connotaría, de la misma forma, la casualidad de que ahora hablemos de la PDI, no la de la Policía de Investigaciones. Ello va asociado a un esfuerzo muy relevante para procurar la modernización de su funcionamiento.



Sin duda, quienes hemos tenido la posibilidad de conocer bastante de cerca a los funcionarios de Investigaciones, institución que colabora de diversa manera en el quehacer nacional, valoramos adicionalmente la ley en proyecto.



Mi único comentario sobre la iniciativa es que, junto con el anuncio de recursos para fortalecer las acciones de prevención y de indagación, hemos de asumir que existe un problema pendiente: la muy precaria presencia de Investigaciones en las regiones, como señalaban otros colegas.



Y quiero ir más allá: si no fuera por los municipios, que a veces ponen las sedes a su disposición, ¡en las regiones no habría Policía de Investigaciones!

El señor BIANCHI.- Es verdad.

El señor LETELIER.- Actualmente, los locales de la PDI existentes a lo largo de nuestro país dependen de la voluntad de los municipios: en la comuna de Rengo, de uno; en la de San Vicente, de otro. Y uno suma y sigue en la Región de O’Higgins.



Las dotaciones no se condicen con la población ni con la complejidad de los delitos que se perpetran. Y esto redunda -situación que también se abordó- en la dificultad de los procesos investigativos.



Yo quiero dar un solo ejemplo, señora Presidenta.



Ante un delito ambiental cometido en la Región de O’Higgins, hay que pedir por favor que lleven especialistas de Santiago, los que llegan si les sobra tiempo. Y si les sobra tiempo, después debe solicitarse espacio en un laboratorio para la realización de los análisis. 



Por tanto, las acciones vinculadas con los delitos ambientales transcurren sin las pruebas necesarias -para reunirlas la Policía de Investigaciones es clave- durante cinco años o más, hasta que se llega a la impunidad.



Aquello, por cierto, no depende de la voluntad de la PDI: tiene que ver con la forma como se distribuyen territorialmente sus capacidades.



Confiamos en que esto, que es una nueva oleada de modernización, de reforzamiento de la institución, de normalización de su planta -en particular, la ley en proyecto está destinada a ello-, vaya acompañado de una discusión.



Quizás en la Ley de Presupuestos, cuando se deba hablar de infraestructura, habremos de asegurar que la Policía de Investigaciones tenga la suya, sea comprando los locales que ya usa o construyendo donde corresponda los que requiere.



Porque, por desgracia, lo más probable es que durante los próximos 40 años no veamos una reducción en la dotación de Investigaciones, pues los complejos ciclos de la sociedad demandarán que dicha institución sea cada vez más respaldada en su profesionalismo y en sus diferentes especialidades.



Señora Presidenta, vamos a votar a favor, confiados en que aquí se retoma un esfuerzo de respaldo a una institución muy importante.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Harboe.

El señor HARBOE.- Señora Presidenta, quiero en primer término destacar que el proyecto que estamos discutiendo hoy es parte de un compromiso de Su Excelencia la Presidenta de la República, Michelle Bachelet, y forma parte integrante del recién lanzado plan Seguridad para Todos.



Digo eso porque no se trata de una medida aislada; no se trata solo de aumentar la dotación de la Policía de Investigaciones: se trata de elaborar una estrategia de seguridad que dentro de sus componentes principales considera, obviamente, a los agentes policiales.



Y si la sociedad les encomienda a los agentes policiales el cometido de velar por la seguridad pública interior, corresponde, entonces, que la autoridad del Estado se haga cargo de las necesidades que, para cumplir de buena forma su función, tienen las instituciones a que ellos pertenecen.



Preservar la paz social es una labor no solo de las policías, sino del sistema en su conjunto.



Empero, ciertamente, en el acápite de la seguridad interior a la Policía de Investigaciones le corresponde un rol fundamental.



Por la evolución que ha tenido la PDI -positiva, a mi juicio-, ese rol fundamental se centra en dos ámbitos.



En primer lugar -y probablemente por derecho propio, debido a sus buenas experiencias-, la Policía de Investigaciones ha ido asumiendo ciertas acciones preventivas.



Si bien las normas legales vigentes establecen que la policía preventiva es Carabineros de Chile, en la práctica esta institución está cumpliendo un conjunto de funciones investigativas, en el marco del proceso del nuevo sistema judicial penal.



Pero también la Policía de Investigaciones, a través de las denominadas “BICRIM” (Brigadas de Investigación Criminal), ha ido transformándose en un coadyuvante de la seguridad preventiva, con muy buen resultado en varios lugares, debido a los niveles de preparación y de información que la PDI logra gracias a la buena formación profesional de sus efectivos, pero también al carácter civil de esta institución, que muchas veces le permite realizar acciones que la policía uniformada no puede acometer, atendida su naturaleza.



Por consiguiente, en ese escenario, la Policía de Investigaciones está cumpliendo un rol fundamental en el área preventiva.



Pero quizás tanto o más importante es el papel que juega en el ámbito investigativo.



La PDI cumple hoy un esencial rol de apoyo a la labor jurisdiccional.



Podemos tener más fiscales, podemos tener más facultades para los fiscales, podemos tener más funcionarios para los fiscales, podemos tener más jueces, podemos tener leyes más duras; pero si no disponemos de un cuerpo policial con capacidad para investigar los delitos no flagrantes (es decir, aquellos en que no se conoce al delincuente en el momento de la perpetración del ilícito), no podemos satisfacer la demanda ciudadana vinculada con el esclarecimiento de los hechos delictuales.



Por eso el rol investigativo de la Policía de Investigaciones (valga la redundancia) es en extremo relevante. Y el profesionalismo con que ejerce su función resulta determinante, pues muchas veces permite individualizar a los autores de ilícitos que atentan contra la vida, la propiedad, la libertad sexual, la libertad ambulatoria de nuestros compatriotas, particularmente en los sectores más desposeídos, que son aquellos que no pueden acceder a mecanismos de seguridad.



Porque el más pobre de nuestro país -la persona del mundo rural, la persona que vive en una población- no tiene capacidad económica para contar con seguridad privada, ni para pagar un servicio de alarma o de guardias privados. En consecuencia, queda más bien al arbitrio de lo que la seguridad pública puede hacer por él.



Por ello es tan relevante que la política pública de seguridad, en primer lugar, sea coherente, estable en el tiempo. Pero además debe contar con agentes adecuadamente preparados para ejercer su función.



Y hay un tercer ámbito en el que la Policía de Investigaciones es aún más fundamental: el del otorgamiento de certeza científica en los procesos judiciales.



La PDI, a través de sus peritos y profesionales, se encarga de decirles a los tribunales de justicia, con carácter de pericia científica, si un arma, si una persona, si un artefacto están o no involucrados o han participado o no en la comisión de un ilícito.



¡Cuántas agresiones sexuales se han aclarado gracias al profesionalismo del CAVAS!



Nos gustaría que fueran muchas más. Y por eso estamos aumentando la dotación de la Policía de Investigaciones.



¡Pero por Dios que es importante aquello, pues les da certeza jurídica a las aseveraciones que se hacen en juicio!



Dicho lo anterior, debo puntualizar que el proyecto que estamos debatiendo hoy, a seis meses de iniciado el Gobierno de la Presidenta Bachelet, viene justamente a reforzar a la Policía de Investigaciones para que aumente la cobertura en los tres ámbitos de gestión que señalé: investigativo, preventivo y científico-pericial.



Señora Presidenta, yo estaba haciendo rápidamente un dibujo sobre la cantidad de cargos por grado que esta iniciativa involucra.



A decir verdad, es una pirámide, no quiero decir perfecta, pero sí bastante cercana a la perfección: no se aumentan muchos cargos en los grados superiores, sino más bien en los inferiores e intermedios.



Alguien podrá preguntar qué importancia tiene aquello.



¡Mucha!



Primero, porque la gran mayoría del personal que ingrese desempeñará funciones operativas, prácticas, o periciales.



Y segundo -se trata de una materia poco conocida en la opinión pública, aunque muy relevante-, porque el buen modelamiento de la planta de Investigaciones -es el caso- permitirá reducir los años de permanencia en cada grado. 



¿Qué significa aquello? Que será factible ascender con mayor rapidez. Y eso constituirá un incentivo para que el personal permanezca en la institución y no migre a otros sectores.



Es decir, les estamos dando un premio a los funcionarios, pues podrán ascender antes. Porque en el esquema actual existe un promedio de ocho a nueve años por grado, lo que es excesivo y desincentiva la continuidad en la institución.



Se trata -reitero- de una planta bien hecha. 



De otro lado, considero muy adecuada, y además acorde con las modernas políticas policiales del ámbito internacional, la incorporación de un escalafón especial de peritos profesionales. ¿Por qué? Porque hoy los oficiales periciales comparten el mismo escalafón con los oficiales operativos, lo que genera problemas en el ámbito de los ascensos.



La incorporación en comento permitirá la existencia de promociones adecuadas en dos escalafones separados. Y eso es muy positivo para el desarrollo de la carrera funcionaria, que constituye un pilar fundamental.



Sabido es que los sueldos de las policías en Chile no son buenos. Sin embargo, el incentivo a la permanencia en la institución no lo dan los ingresos, sino la carrera funcionaria, el acceso a los derechos previsionales poscarrera.



En consecuencia, el establecimiento de estímulos a través de la ley resulta fundamental para el Estado si desea que los buenos policías permanezcan en sus instituciones.



Por intermedio de la Mesa, quiero también felicitar al Ministro del Interior, don Rodrigo Peñailillo, y al Subsecretario de Prevención del Delito, don Antonio Frey, quien nos acompaña hoy, pues considero que el proyecto en debate va claramente en la línea correcta, porque le da sustentabilidad a la PDI y aumenta su gestión operativa; porque incrementa en los grados que se requieren.



El Director General de la Policía de Investigaciones, don Marcos Vásquez, sostuvo por su parte que esta iniciativa va a tener un impacto en la sustentabilidad operativa de esa institución.



En otras palabras, el Senado de la República está apoyando la labor de un coadyuvante fundamental en la lucha contra el delito. 



Por eso, y por lo que señalé antes, votaré a favor de este proyecto. Y lo haré entusiasmado, pero con un recado al Gobierno, porque creo que el aumento de la dotación de la Policía de Investigaciones es el primer paso. 



Debemos ir avanzando hacia la entrega de mayor cantidad de recursos logísticos a nivel nacional, no solo en las grandes urbes, sino también en las ciudades que no son capitales regionales y en las localidades rurales, para que la Policía de Investigaciones juegue asimismo un rol relevante en el esclarecimiento de delitos que, si bien no se conocen por los medios de comunicación, son de gran relevancia para chilenos y chilenas que también tienen derecho a la seguridad. 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis. 
El señor ORPIS.- Señora Presidenta, Honorable Senado, por supuesto que aprobaré este proyecto de ley. Pero quiero plantear una reflexión un poco más profunda con respecto a la seguridad ciudadana. 



Hace pocas semanas se realizó, a iniciativa de la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana del Senado, una cumbre sobre seguridad ciudadana -valga la redundancia- que me pareció de enorme interés.



De esa reunión se desprende que las materias relativas a delito y seguridad revisten gran complejidad, por sus aristas, que son numerosas y diversas.



Por lo tanto, dichas materias no deben politizarse ni prestarse para eslóganes de campaña.



Los asuntos complejos no tienen respuestas fáciles: requieren respuestas de muchísima rigurosidad.



El resumen de lo que acabo de señalar está dado por el hecho de que los índices de victimización en nuestro país no han variado sustancialmente a lo largo del tiempo. Son malos, negativos. Se han realizado pruebas de distinta naturaleza. Los niveles de reincidencia superan el 50 por ciento. Es decir, no hay rehabilitación ni reinserción social. 



Hace dos días el Gobierno, al que le deseo mucho éxito -por supuesto, contará con toda nuestra colaboración-, dio a conocer un nuevo plan de seguridad ciudadana, que en lo medular apunta a descentralizar más las decisiones y llevarlas al nivel local.



Sin embargo, a pesar de los planes formulados por los diferentes gobiernos, me falta algo que considero de la mayor importancia: un diagnóstico sobre la materia.



No existe un diagnóstico. Y si existe, no se ha dado a conocer públicamente.



En todo caso, no veo un diagnóstico sobre el origen del delito que permita establecer distintas estrategias para cada ámbito. Porque la acción no se agota en las policías. Hay otros entes involucrados, como el Gobierno, el Poder Judicial, Gendarmería de Chile. Es decir, son muchas las instituciones que deben colaborar, en función de una estrategia. 



Pero -insisto- me falta el diagnóstico. 



Si no se tiene un diagnóstico, y certero, al cabo de algunos años podremos encontrarnos con que los índices de victimización no habrán bajado de manera sustancial, pese a la rebaja de 10 por ciento planteada por la actual Administración respecto de algunos delitos.



¿Y a qué obedece toda esa reflexión, señora Presidenta?



Por supuesto, la planta que se propone para la Policía de Investigaciones constituye un avance importante. 



¿Pero por qué para mí es relevante el diagnóstico inicial? Porque al final determina las modificaciones y las modernizaciones que hay que realizar -a mi juicio, es necesario hacerlas- en las distintas instituciones.



Por eso considero indispensable efectuar una segunda discusión muy a fondo sobre este tema, para saber cómo abordar en las distintas entidades lo concerniente al delito y a la seguridad.



Daré un solo ejemplo, para graficar de alguna forma.



Hace aproximadamente un mes se llevó a cabo la Operación Capricornio, que permitió detectar el contrabando de droga más grande que ha existido en Chile: ¡tres toneladas! 



Al respecto, le planteo al Senado la siguiente reflexión: ¿la Operación Capricornio fue fruto de la inteligencia policial o del azar? 



¡Fue fruto del azar!



A raíz de una balacera, en la que muere una persona, se encuentra un celular, y a partir de él se detecta la red criminal.



Sin embargo, uno tendría que pensar que la operación más exitosa efectuada contra el narcotráfico en nuestro país debió haber sido producto, no del azar, sino de labores de inteligencia de carácter policial.



Por eso en la cumbre realizada por la Comisión Especial de Seguridad Ciudadana del Senado se planteó con mucha fuerza lo relativo a la inteligencia. Y eso implica también una modernización de nuestras policías.



Entonces, señora Presidenta, quiero destacar que el proyecto que estamos aprobando es la punta del iceberg. Porque el problema es mucho más profundo y complejo. 



A mí me encantaría que la referida Comisión, junto con el Gobierno, dieran el segundo paso y que en el ámbito de la seguridad ciudadana de nuestro país hubiera una política de Estado que trascendiera al gobierno de turno y se hiciera cargo de todas y cada una de las complejidades del problema, partiendo por un diagnóstico certero, pues un mal diagnóstico no daría lugar a buenas soluciones. 



A mi juicio, con la iniciativa de ley que nos ocupa, atinente a la planta de la Policía de Investigaciones, simplemente se da un pequeño paso en la solución de un problema mayor. Y esa solución debería ser transversal, para que nunca más se politice la materia, porque la respuesta es tremendamente compleja. Deberíamos avanzar hacia allá con una política de Estado, ojalá acordada transversalmente, en la que tengamos claras cada una de las etapas y el camino que es preciso recorrer.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, está claro que la definición de lo que hace la Policía de Investigaciones parece hallarse en constante evolución. Y si bien no cabe duda de que la iniciativa avanza y de que es importante y necesaria, se hace urgente y definitivo un proyecto de crecimiento, de normalización y de modernización constantes.



El hecho de que 256 detectives hayan sido nombrados por glosa -es decir, lo que se logró agarrar en el debate presupuestario de año a año- es expresivo, no de la improvisación de las direcciones de Investigaciones, sino de tacañería cada vez que se ha querido pasar dinero a la Institución. Se le exigen resultados, turnos de 24 horas, pero, a la hora de poner recursos, el Congreso y los Gobiernos han sido siempre bastante restrictivos.



Resulta indiscutible que fortalecer la Policía de Investigaciones es necesario. Es algo que da cuenta de una situación. Y la pregunta para todas las Administraciones dice relación con una responsabilidad por lo que estamos subsanando ahora, es decir, la circunstancia de que no hayan podido ascender 154 detectives, 588 subinspectores, 758 inspectores y 333 subcomisarios. Significa que 2 mil 89 oficiales policiales profesionales de línea de esos grados, quienes mayoritariamente cumplen funciones operativas, se encuentran con sus promociones pendientes.



Entonces, cada vez que le exigimos resultados a un organismo con una realidad interna derivada de la motivación propia de un profesional, cabe reflexionar que ello da cuenta de una deuda vigente.



Y mi consulta al señor Subsecretario es si el proyecto va a saldarla.



La formulo porque, al venir -conozco al señor Marcos Vásquez, quien estuvo dirigiendo en la Región que represento-, se pide lo que se ha conversado con el Gobierno. ¿Me explico o no? Ningún Ministro ni Subsecretario llegan a solicitar lo que necesitan, sino lo que acordaron en esa instancia. O sea, no hay tejo pasado.



La pregunta directa que le hago, para que la traslade al señor Ministro, dice relación con cuál es el programa de modernización y qué más se requiere. ¿Cuál va a ser la deuda que quedará pendiente con Investigaciones?



Si bien se contemplan mil 200 cupos nuevos para oficiales policiales profesionales de línea y se regulariza -repito- la situación de 256 detectives nombrados por glosa, el informe expresa que se crean ocho nuevos cupos para el Alto Mando, que hoy conforman 19 oficiales generales, con el propósito de que en cada Región exista uno de ellos, al igual que en la dirección de jefaturas nacionales de mayor importancia, como la Antinarcóticos, la de Crimen Organizado, la de Homicidios o la de Delitos Económicos.



Eso es importante.



Sin embargo, la PDI realiza el 99,6 por ciento de los controles migratorios, y se evidencia una demanda creciente. El informe consigna un 33,88 por ciento de incremento desde 2007 a la fecha, lo que exige más capacitación, más trabajo, más horas.



Y, por cierto, la idea es evitar problemas respecto del programa de exención de visa con Estados Unidos.



La tarea requerida a Investigaciones, entonces, particularmente en cuanto a la política de control migratorio, que está aumentando en el norte con motivo del ingreso de colombianos, peruanos, bolivianos, es urgente y necesaria.



Ahora, tendrán lugar una mayor gestión operativa, así como también más coordinación con el Gobierno, lo que siempre es apropiado, y un incremento de planta de 4 mil 850 oficiales policiales a 6 mil 306 en tres años, con cargo al presupuesto de la PDI.



Quiero entender que cuando se emplean las palabras “con cargo” a este último se hace referencia a que anualmente se va a incorporar lo suficiente para cubrir el costo. No significa que se va a repartir aquello con que ya se cuenta -a propósito del debate sobre el cambio del binominal-, sino que el financiamiento provendrá de recursos frescos, adicionales.



Deseo recordar que en la Cámara de Diputados hay un proyecto, muy importante también, para elevar en seis mil los cupos de carabineros. Aquí se disponen unos mil 500 para Investigaciones, lo que resulta significativo desde el punto de vista del total de una policía y otra.



Sin embargo, quiero llamar la atención sobre lo siguiente: ¿Chile requiere más oficiales de la PDI? La respuesta va a ser siempre afirmativa.



La Escuela de Investigaciones registra 300 egresos anuales, pero los postulantes fueron 6 mil 400 en el último año. La demanda de nuestra juventud que prefiere optar por ese establecimiento y no por una universidad o un instituto técnico es enorme. Su prestigio es grande.



A mi juicio, 300 egresos anuales no son suficientes, porque se requiere formación. Queremos oficiales policiales calificados. Debiera tenderse a una política permanente de mayores exigencias, pero también de más cupos, que permitan seleccionar a los mejores.



Igualmente quisiera recordar -con mucha humildad, mas asimismo con mucho orgullo- la aprobación, tiempo atrás, de una iniciativa que impulsamos con gran fuerza, que permite desde hace cuatro años que a las escuelas matrices de las Fuerzas Armadas ingresen todos aquellos postulantes que cumplan con los requisitos necesarios, cuenten con vocación y reúnan condiciones físicas, porque se contempla un crédito estatal. Es decir, ya los padres no tienen que pagar. Y, por lo tanto, podemos optar a que lleguen los mejores.



Me refiero a la formación de generales, de almirantes, de oficiales. Y eso es muy importante.



En el ámbito que nos ocupa se plantea el objetivo de fomentar a la Policía de Investigaciones en su tarea. Como decía el señor Nelson Mery, ex Director General -me agradaba bastante un lema estatuido en muchos de sus instructivos-: “Hay que investigar para detener y no detener para investigar”. Ello enfatizaba claramente que la labor de la institución es indagar y proporcionar pruebas y elementos que permitan una actividad conjunta y no siempre fácil con Carabineros de Chile en la generación de una mayor protección a la ciudadanía.



Destaco y agradezco la contribución de la PDI en la Región del Biobío. El trabajo de su equipo de laboratorio, junto con el de la fiscal Ana María Aldana, en la investigación sobre las centrales Bocamina I y II, de Endesa, se ha traducido en un informe categórico, preciso, minucioso -ha sido cuestionado, por cierto, porque toca intereses muy grandes-, respecto de la presencia de metales pesados en las tierras, los techos, el polvo de los patios en la comuna de Coronel: cadmio, plomo, arsénico, mercurio. Ello no lo hubiéramos conocido si la fiscal no pide el apoyo del laboratorio de Investigaciones.



¡Y esos elementos están! ¿De dónde vienen? Es algo que el documento no dice y que podremos seguir averiguando. ¡Pero, de estar, están! Este es un dato precioso en un proceso de investigación por daño ambiental que se lleva a cabo en la Región del Biobío, en la comuna de Coronel, en el cual la Policía de Investigaciones ha cumplido un rol fundamental.



Por eso, es vital el aumento de los cargos de peritos.



Pero, junto a ello, es importante también el equipamiento de los laboratorios. No sé si contamos hoy día con la capacidad instalada definitiva para hacer las pruebas de ADN, que están demorando demasiado -en particular, en Chillán- y se requieren en cualquier caso de paternidad dudosa, pero asimismo en los de homicidio o de otros ilícitos.



Es preciso generar, entonces, la inversión para disponer de buenas instalaciones. Porque, como se trata de pruebas que pueden condenar de por vida a la cárcel o de combatir el delito, necesitamos contar con las mejores, que puedan ser capaces de sustentar una posición en un debate con cualquier laboratorio privado, nacional o internacional. Y tienen que estar a la altura.



El informe de la Comisión no menciona el punto. 



Como lo ha dicho el Senador señor Letelier, con ocasión del próximo proyecto de Ley de Presupuestos podremos discutir cuánto es el dinero que vamos a poner para modernizar la institución, particularmente en materia investigativa. Y eso dice relación con los laboratorios.



Avanzamos en los ascensos; sacamos trabas; dignificamos mucho más la carrera policial.



Tenemos que comprar inmuebles. ¡Basta de arriendos!



No sé si hay cuarteles de Carabineros arrendados. ¡Debe de haber en algún lugar, pero poquitos…!



Mas sé que hay bastantes inmuebles de la Policía de Investigaciones por los cuales se paga un arriendo altísimo.



Creo que con la iniciativa en examen podemos avanzar en fortalecer a esta última institución. Y lo que quede pendiente, que me gustaría conocer, se lo vamos a pedir al señor Subsecretario con motivo del debate presupuestario, para saber qué porcentajes estamos subsanando ahora con un proyecto adecuado, hermoso, positivo, que voto a favor.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!


He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- ¿Senado sin Navarro…? Lo dijo Carlos Larraín.

El señor NAVARRO.- Eso lo decidirá el pueblo. ¡Y lo hará por otros 8 años!

El señor OSSANDÓN.- Señora Presidenta, voy a votar que sí.



Únicamente espero que, durante el estudio de la iniciativa y de las indicaciones, podamos tratar la cuestión, ya mencionada muchas veces por mis colegas, del personal de apoyo general, sobre todo porque un grupo importante, de alrededor de 200 asistentes policiales, usan armas, trabajan en la calle y están a contrata. Solo por sentido común, un personal armado -porque no es administrativo- que efectúa una labor policial en la calle y se halla a contrata puede constituir algo sumamente complicado. Ojalá podamos analizar el asunto en la discusión particular.



No menosprecio a quien no use tales implementos, pero estimo que el personal que lo hace debe ceñirse a una especialización, un reglamento y un compromiso a largo plazo con la institución por la que pasa, no sujeto a la eventualidad de que en enero del año siguiente sea vigilante en un supermercado.



Me parece muy bien que la modificación de la planta permita la carrera funcionaria, tan importante. La idea es que cada uno no esté rezando para que el jefe muera -aunque se vaya al cielo, pero que muera- para poder ascender, sino que se dé una lógica de desarrollo personal.



Insisto en que estudiemos las indicaciones, para ver si podemos ocuparnos en el personal que cumple en la calle una función policial peligrosa, armado y con un contrato anual. A mi juicio, ello no corresponde.



Muchas gracias.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señora Presidenta, seré muy breve. Solo deseo manifestar mi apoyo a la iniciativa del Gobierno.



No cabe la menor duda de que la seguridad pública es un asunto pendiente, y parte significativa de estos problemas se resuelve con una mayor presencia policial. Ya lo hemos contemplado en materias de Carabineros y también en el caso de la Policía de Investigaciones. Hoy día se está dando un paso adelante.



Aprovecho la oportunidad para sumarme a los planteamientos de algunos colegas, como los Senadores señores Orpis y Harboe, quienes han hecho presente la necesidad de avanzar en el mejoramiento del funcionamiento de las policías, no solo en forma cuantitativa, sino también cualitativamente.



A mi juicio, es muy importante que eso se realice, porque, en el caso de Carabineros -para no dar el ejemplo de Investigaciones-, políticas como la del Plan Cuadrante, con ya varios años de aplicación, requieren ser evaluadas. No basta con seguir incrementando el número de funcionarios ni manteniendo intocado el sistema.



La Fundación Paz Ciudadana ha efectuado algunos trabajos en la materia, pero pienso que sería bueno que la Institución, dentro del propio plan de seguridad planteado esta semana por el Gobierno, incorporara ese tipo de análisis para darle más fuerza a su labor.



Lo mismo vale en el ámbito del combate al terrorismo. Las bombas que han recrudecido este año en el Metro y otros lugares públicos o los propios atentados en La Araucanía son reflejo, entre otras cosas, de una falta de efectividad de la inteligencia de los organismos policiales.



Entonces, es indispensable ir modernizando y perfeccionando el procedimiento de trabajo. Porque el mero incremento de las dotaciones ayuda, sin lugar a dudas, pero se requiere avanzar en la proyección de sistemas de funcionamiento efectivos, que logren realmente reducir la criminalidad.



Y, en la misma línea, en esa reunión sobre políticas de seguridad a que se refería mi Honorable colega Orpis expusimos la necesidad de contar con ellas en el ámbito rural.



Algo de ello se menciona en el plan que la Presidenta de la República dio a conocer el lunes en San Joaquín, pero me parece insuficiente. Es preciso poner más fuerza, porque la realidad rural es distinta.



Y lo es también la realidad regional. Al respecto, deseo sumarme al planteamiento del Senador señor García-Huidobro en orden a una mejor distribución de las plantas policiales. Santiago -es cierto- registra una alta tasa de victimización y de comisión de delitos, pero fuera de la Capital también se enfrenta el problema. Observo que a las regiones las afecta un claro desmedro -sobre todo a algunas, más que a otras-, por lo que requieren un aumento de la dotación.



Ojalá que el incremento que se efectúa a través del proyecto de ley se traduzca en algún beneficio de redistribución, a fin de que sea posible potenciar, con la necesaria fuerza policial, el combate a la delincuencia y la investigación de los crímenes y delitos que se cometen en ellas.



Por cierto, voto a favor.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (35 votos), fijándose el lunes 1° de septiembre como plazo para la presentación de indicaciones.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

La señora ALLENDE (Presidenta).- A continuación, vamos a seguir con el proyecto que figura en la tabla con el número uno.



Para tal efecto, pido la anuencia de la Sala para que pueda ingresar al Hemiciclo el señor Cristóbal Osorio, Jefe de la Unidad Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno.



Por supuesto, también se encuentra el titular de la Cartera, señor Álvaro Elizalde.



¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.
MODIFICACIÓN DE RÉGIMEN DE PROBIDAD APLICABLE A CONSEJO NACIONAL DE TELEVISIÓN

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, iniciado en mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión, con informe de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.398-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En primer trámite, sesión 25ª, en 17 de junio de 2014.



Informe de Comisión:



Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología: sesión 37ª, en 12 de agosto de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de la iniciativa es perfeccionar el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión, para lo cual se establece, en la ley que regula su funcionamiento, la observancia del principio de probidad por parte de sus consejeros y funcionarios; la obligación de que estos presenten declaraciones de intereses y de patrimonio, y diversas enmiendas al régimen de inhabilidades y prohibiciones que les son aplicables.



La Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología discutió este proyecto solamente en general y aprobó la idea de legislar  por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señora Von Baer y señores Allamand, Rossi e Ignacio Walker.



Cabe tener presente que este proyecto de ley contiene disposiciones de carácter  orgánico constitucional (el número 1 del artículo único permanente y el artículo transitorio) y normas de quórum calificado (los números 2, 3 y 4 del artículo único), por lo que requieren, para su aprobación, 22 y 20 votos favorables, respectivamente.



 El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 14 a 16 del primer informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.  
La señora ALLENDE (Presidenta).- En discusión general el proyecto.



Tiene la palabra el Senador señor Orpis.

El señor ORPIS.- Seré muy breve, señora Presidenta.



Simplemente, deseo dejar una constancia.



A mí, al menos -ya lo hablé con el señor Ministro-, me llegó una carta de los funcionarios del Consejo Nacional de Televisión en la que señalan que en esta iniciativa habría temas vinculados con dietas, remuneraciones y cargos.



Por ello, deseo dejar expresa constancia de que este proyecto se refiere, única y exclusivamente, a inhabilidades y no guarda relación, ni con cargos, ni con remuneraciones. De tal manera que vamos a concurrir a aprobarlo en esos términos, por considerarlo un avance muy significativo. Además, el señor Ministro dejó la puerta abierta para recibir a la asociación de funcionarios que firmó la carta.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Hago presente que la iniciativa contiene normas de quórum especial y que solamente fue aprobada en general por la Comisión, por lo que debe volver a ella para su discusión particular.



En votación.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?
La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (27 votos a favor), dejándose constancia de que se reúne el quorum constitucional requerido, y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el lunes 8 de septiembre.


Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.
La señora ALLENDE (Presidenta).- Además, se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Moreira.

REELECCIÓN DE INTEGRANTES DE COMITÉ DE AUDITORÍA PARLAMENTARIA

La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señora Pérez San Martín y señores Pérez Varela, Tuma y Patricio Walker y del ex Senador señor Gómez, en primer trámite constitucional, que modifica el artículo 66 A de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional en materia de reelección de integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.232-07) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley (moción de los Senadores señora Pérez San Martín y de los señores Pérez Varela, Tuma, Walker, don Patricio y del entonces Senador señor Gómez):



En primer trámite, sesión 83ª, en 7 de enero de 2014.



Informes de Comisión:



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento: sesión 2ª, en 18 de marzo de 2014.



Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento (segundo): sesión 35ª, en 5 de agosto de 2014.



Discusión:



Sesión 16ª, en 13 de mayo de 2014 (se aprueba en general).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el señor Secretario.
El señor LABBÉ (Secretario General).- La iniciativa fue aprobada en general por la Sala en su sesión de 13 de mayo de 2014.



La Comisión de Constitución deja constancia en su segundo informe, para los efectos reglamentarios, de que no hay artículos que no hayan sido objeto de indicaciones ni de modificaciones.



Dicho organismo efectuó una enmienda al proyecto de ley aprobado en general, consistente en sustituir el texto del artículo único del proyecto por otro, enmienda que aprobó por unanimidad, por lo que debe ser votada sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna contiene la enmienda acordada por la Comisión en su segundo informe; en la cuarta, el texto del proyecto aprobado en particular, y en la quinta, el texto tentativo de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional con la aludida modificación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Ha solicitado la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señora Presidenta, con ocasión de la discusión general del proyecto de ley, manifesté mi opinión contraria a esta modificación.



Fundamenté mi posición en el carácter fiscalizador o revisor que tienen los miembros del Comité de Auditoría, el que hace inconveniente establecer respecto de ellos un sistema que permita su reelección por otro período mediante la aprobación de los mismos congresistas, quienes somos sujetos de su labor fiscalizadora en cuanto al uso de las asignaciones parlamentarias.



Previne que exponíamos a los miembros de dicho Comité y a nosotros mismos a una situación incómoda cada vez que se acercara un proceso de renovación de dichos cargos.



En efecto, la ley vigente establece que los miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria no pueden ser reelectos y son inamovibles en sus cargos. Este carácter les da a estos profesionales la libertad y autonomía necesarias para ejercer sus funciones, tal como ocurre hoy día, cosa que nadie cuestiona.



Sin embargo, la circunstancia de que sean reelegidos puede afectar su independencia, la que puede verse cuestionada o quedar bajo sospecha, toda vez que la eventual continuidad en sus funciones dependerá, en última instancia, de la aprobación de Senadores y Diputados, que son, precisamente, los sujetos de su labor fiscalizadora.



El reglamento del Comité de Auditoría Parlamentaria establece atribuciones relevantes para sus miembros, las que pueden traducirse en decisiones complejas que, si coinciden con el vencimiento de un período, pueden dar lugar a todo tipo de especulaciones en los medios de comunicación.



Los costos que pueden generarse en estos casos resultan obvios para los funcionarios injustamente aludidos y para los Diputados y Senadores, que siempre estamos bajo el escrutinio exigente de la opinión pública.



Atendida la especial característica de la labor de los miembros del Comité de Auditoría Parlamentaria, el sistema debiera considerar un mandato indefinido o por períodos no prorrogables. Así, por ejemplo, los directores de control de una municipalidad son funcionarios con nombramiento indefinido, mientras que el Contralor General, por otro lado, solo puede ser designado por un período, no sujeto a prórroga.



No entiendo por qué los criterios que utilizamos para algunas instituciones no pueden ser aplicados en el mismo Congreso Nacional. Es difícil explicar estas diferencias, más aún cuando regularmente vemos en los medios de comunicación cuestionamientos al monto o al destino de las asignaciones parlamentarias.



Naturalmente, la indicación presentada, que propone una renovación por hasta un período, es una mejora con relación a la moción original, pero no alcanza a satisfacer, a mi modo de ver, el estándar que hoy exige la ciudadanía para todas las funciones públicas.



El sistema debe ser impecable, coherente, exento de todo cuestionamiento, con prescindencia de los méritos de las personas que desempeñen los cargos.



Sé bien que muchas veces es infundada la desconfianza actualmente instalada en la sociedad, la que afecta, sobre todo, a las instituciones públicas. Pero en esta materia prefiero actuar preventivamente, con el mismo cuidado con que estamos legislando en materias de probidad y transparencia, y por esta razón me abstendré en la votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Araya.

El señor ARAYA.- Señora Presidenta, la iniciativa que ahora consideramos en particular modifica el artículo 66 A de la Ley Orgánica del Congreso Nacional.



Esta disposición, incorporada por la ley Nº 20.447, creó el Comité de Auditoría Parlamentaria, servicio común del Parlamento encargado de controlar el uso de los fondos públicos destinados a financiar el ejercicio de la función parlamentaria y de revisar las auditorías que el Senado, la Cámara de Diputados y la Biblioteca del Congreso Nacional efectúen de sus gastos institucionales.



Este Comité se encuentra conformado por tres profesionales, los cuales actualmente no pueden ser reelegidos para un nuevo período.



La norma aprobada en general por esta Corporación eliminó el vocablo “no” del mencionado precepto, de forma tal que los actuales integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria podrían ser reelegidos para desempeñar los cargos que ejercen.



En relación con esta disposición, se presentó una sola indicación, del Honorable señor Andrés Zaldívar, que sustituye el texto aprobado en general por otro que establece que “podrán ser reelegidos por una sola vez”.



La Comisión de Constitución, luego de ponderar las razones que justifican la reelección de los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria, acordó aprobar la referida indicación, precisando que los integrantes de este Comité podrán ser reelegidos por una sola vez, previa participación en el proceso de selección previsto en la legislación en vigor.



De esta manera, se perfecciona la normativa vigente, se le da la necesaria flexibilidad y se garantiza que la reelección de estos funcionarios se podrá hacer por una sola vez y siempre que cumplan con la condición de haber aprobado el proceso de selección que establece la ley.



Al respecto, considero importante puntualizar que el proceso de selección parte por un concurso público abierto que realiza el Sistema de Alta Dirección Pública, el cual termina proponiéndole una quina a un comité de Senadores y Diputados. Este, finalmente, hace una propuesta a ambas cámaras, las que deben aprobar dicho nombramiento con el quórum dispuesto en la ley.



En consecuencia, no se trata de un proceso de selección en que los parlamentarios tengan incidencia directa, toda vez que puede ocurrir que el Sistema de Alta Dirección Pública deje fuera de postulación a alguno de los integrantes del Comité que están buscando su reelección.



De esta forma, es posible satisfacer o aclarar parte de las dudas que tiene el Senador Quinteros, porque la primera etapa del proceso de selección es absolutamente independiente de lo que pueden hacer Senadores y Diputados; de hecho, es un proceso ciego, del cual solamente se conocen las personas que logran saltar las vallas de la Alta Dirección Pública.



Por las razones precedentemente indicadas, señora Presidenta, votaré a favor de la enmienda, en el entendido de que, además, el Comité de Auditoría Parlamentaria, a diferencia de otros organismos de control, es un cuerpo que ha ido adquiriendo grados de experiencia que no son tan conocidos en el resto de la Administración, dada la especial función que cumplen los parlamentarios y que muchas veces resulta difícil de fiscalizar.



Por lo tanto, soy de la opinión de que no podemos perder la experiencia, la expertise que adquieren los funcionarios que realizan esta labor.



Además, como una forma de evitar que cumplan mal sus funciones, existen dos mecanismos de control. 



El primero es que el propio Congreso Nacional puede destituirlos en el evento de que se estime que no están actuando conforme a la ley o no están haciendo bien su trabajo.



Y el segundo consiste en que se ha establecido una limitación en la reelección, de manera que sus cargos no pasen a ser indefinidos.



A mayor abundamiento, cabe destacar que los integrantes del Comité no podrán ser reelegidos automáticamente, sino que deberán pasar por el proceso de selección que establece la ley, lo que, obviamente, genera la garantía necesaria para que postulen tanto ellos como terceros externos que pueden ganar el concurso por poseer un mejor currículum, si así lo determina el Sistema de Alta Dirección Pública.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señora Presidenta, no quiero repetir lo que fue tanto la discusión general de esta iniciativa, semanas atrás, como tampoco los planteamientos que, con acierto, ha formulado el Senador Araya sobre las características del sistema institucional que hemos creado para fiscalizar los gastos de Senadores y Diputados.



A mí me parece que el texto que tenemos sobre nuestros escritorios recoge adecuadamente los conceptos que se vertieron durante la discusión general, en el sentido de que estamos mayoritariamente de acuerdo en que los integrantes del Comité de Auditoría Parlamentaria tengan la posibilidad de participar en el concurso respectivo y ser reelegidos por una sola vez.



Creo que fue el Senador Zaldívar quien planteó esa consideración, la cual fue recibida positivamente por la Sala durante el debate de la idea de legislar.



Por lo tanto, la enmienda propuesta perfecciona adecuadamente el texto de la ley, en el entendido de que, por una sola vez, las personas que han trabajado en el Comité de Auditoría y que, como bien dijo el Senador Araya, han adquirido la experiencia y la expertise de un proceso nuevo, distinto, novedoso e inédito de controlar cómo los Senadores y los Diputados gastamos los recursos que se ponen a nuestra disposición, puedan reelegirse para un segundo período. Y órganos externos a ambas Corporaciones y a la Comisión Bicameral establecerán los requisitos y las condiciones habilitantes para participar en el concurso pertinente.



Por lo tanto, señora Presidenta, creo que esta proposición -reitero- recoge adecuadamente el debate que se dio en la Sala y perfecciona de manera precisa una normativa que espero siga colaborando progresivamente en el buen funcionamiento del Senado y de la Cámara de Diputados.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señora Presidenta, cuando creamos el Comité de Auditoría Parlamentaria, organismo inédito en los Congresos del mundo, porque fija las asignaciones, la dieta, contrariamente a la creencia popular…

La señora ALLENDE (Presidenta).- Senador señor Navarro, si me permite, usted habló del Comité de Auditoría. Pero es el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias el que realiza lo que usted mencionó. El Comité de Auditoría lo fiscaliza.

El señor NAVARRO.- Me corrijo, señora Presidenta. Se trata del Consejo Resolutivo de Asignaciones.



Ese organismo fue creado para dar transparencia a un elemento muy cuestionado por la ciudadanía. Y pienso que a veces creamos instituciones que, si bien deben cumplir una función administrativa, siendo este un órgano político, no lo hacen.



Creo que el Consejo de Asignaciones Parlamentarias efectivamente sigue cumpliendo una tarea, pero nadie sabe cuál es. Y allí, de vez en cuando, muchos, algunos desinformados, otros muy informados, terminan hablando de sueldos, de dietas y de asignaciones millonarias cuando, en verdad, no lo son.



He venido sosteniendo que, ojalá, no pasara ni un peso por la oficina de un parlamentario, y que todo fuera pagado por el Senado. De tal manera de dejar muy claro que uno no gana ni 25, ni 40, ni 50 millones de pesos.



Habría que difundir las labores del Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias.



Respecto del Comité de Auditoría Parlamentaria, en pro de la transparencia y en el mismo sentido, uno puede decir, claramente, que el organismo encargado de fiscalizarlos no debe ser nombrado por los parlamentarios. Y hay que dar un paso en tal sentido.



La posibilidad de la reelección por una vez facilita y allana el trabajo. Lo que no está bien señalado es que los fiscalizados no deberían elegir a sus fiscalizadores. Y, por tanto, siempre tendríamos que garantizar la mayor transparencia y evitar cualquier tipo de cuestionamiento.



De la lectura del artículo único: “podrán ser reelegidos por una sola vez, previa participación en el proceso de selección” se desprende que se mantiene la elección por los propios fiscalizados. Y deseo que el Presidente de la Comisión de Constitución, el Senador Harboe, nos aclare si la reelección por una vez implica algún cambio en la fórmula pertinente o se repite el mismo mecanismo. Es decir, si bien pueden ser reelectos por una vez, ¿ello significa una variación o  limitación en materia de transparencia?



Siento que esa es la clave.

El señor ORPIS.- Pasarán por el sistema de selección del Consejo de Alta Dirección Pública.

El señor NAVARRO.- Sí.



Al elegirlos por una vez se crea cierta dependencia. Porque, evidentemente, ya están probados, ¿me explico o no?



Todos cumplieron el proceso inicial, ejercieron una función. Si quieren postular ya pasaron por el proceso, salvo que exista una competencia muy fuerte y los logren superar.



No sé si habrá tanto interés en pertenecer a este Comité de Auditoría Parlamentaria. Siento que debe primar el criterio básico de la máxima transparencia, como lo quisimos hacer con el Consejo de Asignaciones Parlamentarias, y que no nos ha dado resultado. Porque pensábamos que, si establecíamos una institucionalidad que fijara nuestras dietas, nuestras asignaciones -era el máximo de transparencia-, desaparecería el fantasma de la crítica constante al Parlamento. 



¡Eso no ocurrió!



En el caso del Comité de Auditoría Parlamentaria, hay que echar abajo cualquier atisbo de oscuridad, de falta de transparencia.



Estoy disponible, por cierto, para apoyar un proyecto que garantice ese principio.



Así que dejo abierta la pregunta, señora Presidenta, esperando que alguno de los miembros de la Comisión nos pueda ilustrar.



He dicho.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si les parece bien, le voy a dar la palabra al Senador Araya, quien integra la Comisión de Constitución.

El señor PÉREZ VARELA.- Abramos la votación.

La señora ALLENDE (Presidenta).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?



Acordado.



--(Durante la votación).
La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Araya.
El señor ARAYA.- Señora Presidenta, por su intermedio, deseo explicarle al Senador Navarro y a todos los colegas presentes que aquí se autoriza a quienes actualmente ejercen un cargo en el Comité de Auditoría para postular al proceso de selección.



¿En qué consiste este? 



En un llamado a concurso público que realiza la Alta Dirección Pública. Y una vez que esta finaliza su proceso de selección envía una nómina de currículum vitae ciego a la Comisión Bicameral del Congreso Nacional, constituida por Senadores y Diputados, la cual decide los nombres de quienes integrarán el Comité de Auditoría, que serán presentados a ambas Cámaras del Congreso para su ratificación.



Por eso, insisto en algo que dije en mi primera intervención: en la primera parte de este concurso los parlamentarios no tenemos nada que decir, porque el proceso lo lleva adelante el Consejo de Alta Dirección Pública.



Y quiero contar mi experiencia personal.



A mí me tocó integrar, junto con el Senador Larraín, la Comisión Bicameral que eligió a los miembros del Comité de Auditoría que hoy nos rige. Y lo que recibimos de la Alta Dirección Pública fueron currículum vitae ciegos, donde se señalaba qué hacían los postulantes, sin indicación de nombre. Se los entrevistó, y se seleccionaron personas cuyos nombres desconocíamos y respecto a las cuales no teníamos conocimientos.



Se hizo una apuesta sobre la base del currículum vitae y de las preguntas que se respondieron en la entrevista.



Entonces, el poder reelegirse no evita el tener que participar en el proceso de selección que lleva adelante la Alta Dirección Pública.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Espero que se hayan clarificado las dudas del Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Así fue.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra el Honorable señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señora Presidenta, me alegro que la explicación del colega Araya haya aclarado las dudas del Senador Navarro. Porque la tendencia a confundir el Consejo Resolutivo de Asignaciones, sus atribuciones, su generación, su modo de elección, su composición, con el Comité de Auditoría, hace que a veces sostengamos un debate que no corresponde, como en este caso.



Ya que se generó esta discusión y, obviamente esto es televisado, quiero señalar que no toda la gente entiende la cuestión técnica de que estamos hablando.



A mayor abundamiento, es bueno decir que la exigencia que se coloca en la ley para quienes componen este Comité de Auditoría Parlamentaria es muy alta. Y uno de los motivos por los cuales se plantea la posibilidad de la reelección por una vez tiene que ver con que exista gente en condiciones de desarrollar esta función.



Quiero recordar que ese Comité se encuentra integrado por tres profesionales. Uno debe tener el título de abogado; otro de contador auditor. Pero deben acreditar a lo menos diez años de ejercicio profesional y tener dedicación exclusiva. El tercero debe ser un especialista en materia de auditoría, y se establece que se preferirá a quienes se hayan desempeñado por más de cinco años en la Contraloría General de la República.



Asimismo, no hay que olvidar que sus períodos duran seis años, y en estos tienen autonomía e inamovilidad: una vez que son nombrados, realizan y cumplen su función con total y absoluta independencia. Eso busca justamente evitar que alguien pueda tener la intención de influir en ellos y que no desarrollen su trabajo de manera profesional y a cabalidad.



Y otro punto, señora Presidenta, es que nosotros acá, en el Congreso, en el Senado, a veces les echamos a otros la culpa de nuestros propios problemas.



Lo referido a la falta de credibilidad o de confianza de la gente en el Parlamento no tiene que ver con que exista un Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias o un Comité de Auditoría.



Es al revés. 



Creamos a ambas instituciones en pro de un proceso de transparencia, en el sentido de que todo lo relativo a la decisión respecto a cómo se fijan las asignaciones para el cumplimiento de la labor parlamentaria se efectuara por un ente autónomo. No olvidemos que también existen requisitos para quienes componen el Consejo Resolutivo: son personas que tienen no solo la capacidad, el talento, sino asimismo la autonomía, la experiencia y el prestigio necesarios para cumplir esa función.



Lo que hacemos acá es posibilitar que quienes hoy desarrollan estas actividades, si quieren, puedan repostular en el proceso de selección que, como ha dicho el Senador Araya, es sumamente estricto, riguroso. Por lo demás, lo realiza la Alta Dirección Pública, respecto a la cual no tenemos nada que decir ni que opinar, salvo cuando llegan sus proposiciones. Y, finalmente, las personas seleccionadas deben ser nombradas por el Senado y por la Cámara de Diputados con un quórum altísimo: tres quintos, según entiendo.



Así que el tema de la transparencia y de la posibilidad de que aquellos puedan cumplir a cabalidad su función está plenamente garantizado, señora Presidenta.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señora Presidenta, el Senador Pizarro me ahorra muchísimos comentarios con respecto a esta iniciativa presentada por un grupo de Senadores y de Senadoras el año 2013. 



Solo voy a poner énfasis en dos ideas fuerza.



La primera es que el Comité de Auditoría es, efectivamente, un organismo distinto y separado del Consejo Resolutivo de Asignaciones. Tiene funciones distintas, atribuciones distintas, origen distinto, naturaleza distinta.



En segundo lugar, quiero hacer hincapié en algo que varios Senadores han señalado: es un Comité absolutamente autónomo. Y eso es muy importante no solo por su origen -sus integrantes son determinados a través de la Alta Dirección Pública-, sino, como bien dijo el Senador informante, pues se los elige a través de currículum vitae ciego. Y eso es muy significativo.



¿Por qué razón pensamos el año pasado que era tan relevante enviar esta iniciativa? Porque se trata de personas con cierta expertise en estos temas, y se requiere contar con gente con mucha experiencia, altamente calificada. Además, el Comité de Auditoría realiza una labor tremendamente relevante en lo que dice relación con la transparencia y el buen uso de los recursos públicos. Y tenemos que velar fuertemente desde el Senado para que eso se cumpla a cabalidad y sin complejidad alguna.



Por último, deseo agregar que los integrantes de este Comité, al ser nominados a través de la Alta Dirección Pública, con postulaciones abiertas y por medio de currículum vitae ciego, no obedecen a cuoteo político, es decir, de los Partidos representados aquí.



Dicho eso, señor Presidente, quiero mencionar que me parece muy aportante y positiva la indicación del Senador Zaldívar -una vez más se nota su experiencia en estos temas-, porque va muy en la línea de lo que muchos pensamos en términos de ir siempre acotando, en todo tipo de instituciones, la posibilidad de repostulación, limitándola en este caso a una sola vez.



Por tales razones, señor Presidente, obviamente voto a favor. 

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor TUMA (Vicepresidente).- Terminada la votación. 



--Se aprueba el proyecto en particular (20 votos a favor y 2 abstenciones) y queda despachado en este trámite.


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Araya, Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Hernán Larraín, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Quintana, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



Se abstuvieron los señores Prokurica y Quinteros. 

)----------------------(

La señora ALLENDE (Presidenta).- Si le parece a la Sala, a continuación se tratará un proyecto de acuerdo aprobado unánimemente en la Comisión de Relaciones Exteriores.



Acordado.

VI. TIEMPO DE VOTACIONES

RESPALDO A RESERVA POR PUNTO FINAL DE FRONTERA TERRESTRE CON CHILE EN DECRETO SUPREMO DE PERÚ. PROYECTO DE ACUERDO
La señora ALLENDE (Presidenta).- Proyecto de acuerdo, presentado por los Honorables señor Letelier, señora Allende y señores Chahuán, García-Huidobro, Guillier, Lagos y Pizarro, con el que solicitan al Senado expresar su respaldo a la declaración pública del Gobierno de la República con la que efectúa una expresa reserva al decreto supremo con el que el Gobierno del Perú fijó la Carta límite exterior -sector sur- de su dominio marítimo; rechazar aquella actitud provocadora que dificulta una verdadera integración; llamar al cumplimiento íntegro del proceso de implementación del fallo de La Haya y reiterar la disposición a un diálogo franco y leal entre ambos países (Véase en los Anexos, documento 6).



--Los antecedentes sobre el proyecto de acuerdo (S 1.703-12) figuran en el Diario de Sesiones que se indica:



Se da cuenta en sesión 41ª, en 20 de agosto de 2014.
La señora ALLENDE (Presidenta).- El texto es del siguiente tenor:



“1. Respaldar la declaración pública del Gobierno de Chile sobre esta materia, en la cual se hace expresa reserva en lo que atañe a la representación del punto final de la frontera terrestre entre ambos países.



“2. Destacar que nuestro país ha dado cumplimiento integral al fallo de la Corte Internacional de Justicia de La Haya, pese a que no comparte ciertos elementos del mismo, ni sus fundamentos. Chile permanentemente ha actuado en este proceso con la más absoluta buena fe.



“3. Rechazar categóricamente la actitud provocadora del Gobierno del Perú que dificulta gravemente la construcción de una verdadera y amplia integración.



“4. Llamar a que, en el actual proceso de implementación del fallo de La Haya, el Gobierno del Perú cumpla íntegramente con las normas de la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.



“5. Reiterar nuestra disposición a un diálogo franco y leal entre chilenos y peruanos, que tenga como fin una integración amplia y profunda entre ambas naciones para conseguir el bienestar y prosperidad de nuestros pueblos, objetivo que, en todo caso, se hace más lejano con esta actitud del gobierno peruano.”.



Se puede verificar una votación o un pronunciamiento por unanimidad.

El señor ORPIS.- ¿Me permite, señora Presidenta?

La señora ALLENDE (Presidenta).- Sí, Su Señoría.

El señor ORPIS.- A mi juicio, la declaración tiene valor; pero lo que se precisa es ir directamente al arbitraje de Estados Unidos.



¿Qué se saca con declaraciones?
El señor PIZARRO.- No procede una discusión. Se trata de un proyecto de acuerdo.

La señora ALLENDE (Presidenta).- La idea es sancionarlo en una votación -repito- o por unanimidad. No cabe abrir un debate.



Pensé que el Honorable señor Orpis se iba a referir a un punto de Reglamento.



Me parece lógico aprobar el proyecto de acuerdo.



Por lo demás, la Cámara de Diputados ya hizo otro tanto.


En votación el proyecto de acuerdo.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto? 

La señora ALLENDE (Presidenta).- Terminada la votación.



--Se aprueba el proyecto de acuerdo (30 votos a favor).



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Matta, Montes, Navarro, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Ignacio Walker y Patricio Walker.
VII. INCIDENTES
PETICIONES DE OFICIOS
El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)---------------(



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, solicitándole informar sobre NO OTORGAMIENTO DE BENEFICIOS DE EXONERADO POLÍTICO A SEÑOR RUBÉN RÁUL NAVARRETE FERNÁNDEZ, DE COMUNA DE MÁFIL. Al señor Ministro de Educación, pidiéndole antecedentes relativos a  REGISTRO DE INHABILIDADES PARA EJERCICIO DE DOCENCIA EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES. A los señores Ministros de Obras Públicas y de Bienes Nacionales, solicitándoles estudio para DEFINICIÓN DE CARÁCTER DE TERRENO DE PASEO PEATONAL “LA PISADA DEL DIABLO”, COMUNA DE LAGO RANCO. A la señora Ministra de Salud, para que remita información sobre MEDIDAS TENDIENTES A GARANTIZAR DOTACIÓN COMPLETA DE MÉDICOS EN CENTROS DE SALUD FAMILIAR. Y Al señor Director Nacional de Vialidad, requiriéndole antecedentes acerca de OBRAS Y FUNCIONAMIENTO DE PUENTE CAUCAU, EN VALDIVIA.


Del señor GARCÍA:



Al señor Subdirector de CONADI Zona Sur, con el propósito de que informe estado de trámite de ACLARACIÓN DE LÍNEA DIVISORIA DE LOTES EN COMUNIDAD INDÍGENA JUAN CAYULEF, DE CHESQUE ALTO, COMUNA DE VILLARRICA. 
)---------------(
El señor TUMA (Vicepresidente).- En Incidentes, el primer turno corresponde al Comité Partido Socialista.



No hará uso de su tiempo. 



En el turno del Comité Independientes y Partido MAS, tiene la palabra el Senador señor Navarro. 
El señor NAVARRO.- Le había pedido tiempo también al Senador señor Letelier...

El señor MONTES.- Yo se lo doy, señor Presidente.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Muy bien.

El señor NAVARRO.- ¡Gracias al Partido Socialista de Chile! ¡Gran Partido!

MALTRATO A TRABAJADORES CHILENOS Y CHINOS POR EMPRESA A CARGO DE AMPLIACIÓN DE MUELLE EN PUERTO DE SAN VICENTE DE TALCAHUANO. OFICIOS
El señor NAVARRO.- Señor Presidente, en la Región del Biobío se ha suscitado una situación compleja con la presencia de la empresa CHEC Chile SPA, contratada para ampliar el muelle del puerto San Vicente. Allí los trabajadores iniciaron una huelga luego de que la empresa se negara a acceder a las demandas en las instancias de negociaciones anteriores. 



Los delegados sindicales Francisco Cisternas y Víctor Ovalle explicaron telefónicamente al informativo Resumen que desde hace bastante meses solicitan a la empresa un alza de salarios y el fin de la polifuncionalidad en las faenas.



“La empresa los contrata como jornales cuando su desempeño es en especialidades, las cuales se pagan a menos que en la construcción del muelle ENAP el 2010. De hecho, allí un maestro primero ganaba 500 mil pesos y en esta faena gana 370 mil pesos”.



Los delegados han planteado, por cierto, una demanda dentro del marco de la relación trabajadores-empresarios. 



Este proyecto contempla una inversión de 152 millones de dólares, monto que no dice relación con los salarios que se pagan.



Por otra parte -en esto quiero poner énfasis; es un tema que tendrá que resolverse entre empresarios y trabajadores-, existen graves problemas de higiene y seguridad en las faenas. Los obreros se han visto obligados a denunciarlos a la Capitanía de Puerto, provocando reacciones agresivas de los supervisores de origen chino. Los dirigentes relatan el caso de un trabajador que pidió el cambio de su esmeril angular -conocido popularmente como “galletera”-, pues estaba fallando, lo cual tuvo como respuesta que el supervisor lanzara a los trabajadores la herramienta en funcionamiento.



Hay gravísimas denuncias acerca de que estas supervisiones no cuentan con los elementos esenciales de respeto hacia los trabajadores chilenos.



Existe allí un hecho preocupante, ya planteado al Seremi del Trabajo, don Iván Quintana Miranda, y a la Dirección del Trabajo de la Región del Biobío, pero llama la atención profundamente que en esta obra, anunciada como una de las más modernas, exista un trabajo con características de esclavitud.



Algunos dirán que mis palabras son excesivas. ¡No! Sucede tal cual: junto con un barco sumergible y con sofisticadas máquinas que pondrán los pilotes del nuevo sitio de atraque del puerto, llegaron también obreros chinos. Según denuncian los delegados sindicales, tienen un contrato de once meses de trabajo continuo, de lunes a domingo, de 8 a 22 horas. Duermen en verdaderas barracas en el sector de Monte Redondo del cerro La Gloria, de Talcahuano. Y si requieren atención médica, deben costearla personalmente, por lo que se resisten a pedirla y trabajan enfermos.



Los chilenos que laboran en esa obra creen necesario que se apliquen nuestras leyes. No es posible el trato cercano a la esclavitud que se da a esos trabajadores chinos. A los que reclaman, los amenazan con devolverlos a China. Llevan más de un año en nuestro territorio sin vacaciones, feriados ni festivos. Se les prometieron once meses en Chile y uno en su país, lo que tampoco se ha cumplido. Es un abuso total. Incluso, hay trabajadores que se encuentran en una barcaza sin bajar a puerto. ¡No pueden tocar tierra! ¡No pueden desembarcar en el puerto de Talcahuano!



Hemos pedido un informe a la Dirección del Trabajo, y ahora deseo solicitar a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante y a la Gobernación Marítima de Talcahuano que nos informen si la condición de estos trabajadores, quienes permanecen, en los hechos, embarcados, sin tocar tierra, se enmarca dentro de la legislación nacional y si la empresa aludida está cumpliendo con las medidas de seguridad para realizar la obra en el muelle que he señalado. Ojala pudiéramos tener esta información a la brevedad antes de lamentar algún tipo de accidente laboral.



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor TUMA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente, nadie intervendrá.



En el turno del Comité Partido Por la Democracia e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Quintana.

PREOCUPACIÓN DE COMUNIDAD DE CURACAUTÍN POR AVANCE DE PROYECTO MEJORAMIENTO DE RIEGO EN CUENCA DE RÍO CAUTÍN. OFICIO
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, en primer lugar, pido enviar un oficio al Ministerio de Desarrollo Social -concretamente, a la Subsecretaria de Evaluación Social-, con relación a un proyecto denominado “Mejoramiento del riego en la cuenca del río Cautín”, en la comuna de Curacautín. 



Esto lleva tramitándose una gran cantidad de tiempo y se ha avanzado en las distintas etapas. Ahora terminó la de prefactibilidad.



Para pasar a la etapa de factibilidad, se requiere la aprobación del Ministerio de Desarrollo Social. Tal instancia es fundamental, porque, una vez superada, el proyecto entra en tierra derecha.



Y con ello comienza a complicarse la realidad de la comuna de Curacautín, desde el punto de vista social, económico, productivo, cultural.



Es sabido que dicha comuna supo transitar -tal vez mejor que otras- hacia actividades nuevas luego del cierre de las plantas madereras que ahí operaban. Recordemos que las empresas de este rubro generaban el sustento laboral de esos lugares. Hubo que esperar largos años para encontrar una reconversión productiva adecuada. El camino que se tomó fue el turismo: gran cantidad de hospedajes, restoranes, cafeterías, oferta turística, dada la belleza escénica y los atractivos del paisaje de esa zona (entre otros, acceso al Parque Conguillío, gran número de ríos, saltos, volcanes).



Existe una gran preocupación en la comunidad, especialmente en las organizaciones de defensa del río Cautín, por la tramitación y el avance que estaría teniendo este proyecto, y por la escasa participación que se les ha dado a las agrupaciones vecinales.



La etapa de factibilidad es crucial. Terminada la de prefactibilidad, la dirección de obras públicas debe realizar el estudio de factibilidad. Pero ello requiere la aprobación previa del Ministerio de Desarrollo Social.



Por lo tanto, solicito a dicha Cartera, a través de la Subsecretaría de Evaluación Social, encabezada por la señora Heidi Berner, que efectúe los estudios pertinentes y que tome contacto con la comunidad de Curacautín (con las autoridades locales, con las organizaciones de defensa del río Cautín, con la gente que está dedicada al turismo en esa zona), que entiende que un megaembalse de 200 millones de metros cúbicos claramente liquida cualquier posibilidad de seguir profundizando la línea del turismo.



Repito: pido oficiar a dicho Ministerio para que informe en detalle sobre la materia. Los antecedentes de los que se dispone hasta este momento los han obtenido los vecinos por las vías de las normas de transparencia, y no son muy detallados.



--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
PRONUNCIAMIENTO MINISTERIAL ANTE INQUIETUD POR CAMBIO DE CLASIFICACIÓN DE HOSPITAL DE TRAIGUÉN A CATEGORÍA DE BAJA COMPLEJIDAD. OFICIOS
El señor QUINTANA.- En otro ámbito, solicito que se oficie al Ministerio de Salud respecto de un problema que afecta al Hospital de Triaguén, Dino Stagno Maccioni.



 Este es un centro asistencial de mediana complejidad, que atiende la demanda hospitalaria no solo de Traiguén, sino también de comunas cercanas como Purén, Los Sauces, Lumaco y Galvarino. Y en él trabajan alrededor de  200 personas.



Durante los últimos días o semanas han surgido algunas voces que dicen que la actual administración pretende rebajar la complejidad de este hospital, lo que ha provocado -y con justa razón- inquietud e incertidumbre en los funcionarios y, también, en los vecinos y usuarios de dicho hospital de Traiguén.



En reciente visita a la comuna, pude constatar en terreno la desesperanza y la preocupación que existe ante la eventualidad de un cambio en la clasificación de este recinto hospitalario. Los vecinos ven con tristeza que el hospital en el que nacieron sus hijos hoy está disminuido significativamente. 



Esto se debe a una arbitraria decisión del Gobierno anterior. Hay un oficio de la Directora del Servicio de Salud Araucanía Norte, emitido a fin del año pasado, donde se pide -en una acción inexplicable- bajar la clasificación, la categoría, la condición de resolutividad de ese hospital, de mediana a baja complejidad.



Consecuente con ello, procedió a cerrar pabellones, a entregar a otros recintos hospitalarios cercanos el servicio de lavandería.



Reitero: la solicitud para bajar la complejidad del hospital fue emanada el 30 de diciembre de 2013 por la Directora del Servicio de Salud Araucanía Norte de la época, mediante el ordinario número 2141. En ese documento se le explica al Subsecretario de Redes Asistenciales de ese entonces una serie de características que, a juicio de ella, harían del Hospital de Traiguén un establecimiento de baja complejidad. Por esa razón, solicitó el cambio de clasificación.



El Gobierno de la Presidenta Bachelet, quien nombró a la doctora Helia Molina a cargo del área de salud, tiene como preocupación el fortalecimiento de la salud pública, a diferencia de lo que hizo la Administración anterior, que abandonó a su suerte a muchos hospitales, que dejó como acreedores a varias destacadas clínicas privadas de la capital y que utilizó un programa de concesiones que el Ejecutivo hoy, según entiendo, ha decidido dejar de emplear para seguir adelante con recursos sectoriales en el financiamiento de los hospitales.



En definitiva, acá se expresa una preocupación.



Más allá de las explicaciones que hayan dado el actual Director del Servicio y la Gobernadora de Malleco, se requiere un pronunciamiento oficial del Ministerio de Salud en orden a que no se debilitará este hospital más de lo está. 



Todo lo contrario, solicitamos que se contemple un servicio de diálisis, que se restablezca el funcionamiento de los pabellones para cirugía básica y que se incorporen algunas especialidades, como odontología y pediatría. Entendemos que la falta de especialistas es un problema nacional. Por tanto, no es posible contar con otras áreas médicas, lo que sería muy importante para la comuna.



Por todo lo anterior, solicito que se oficie a la Ministra de Salud y a la Subsecretaria de Redes Asistenciales, con el fin de que emitan un informe oficial respecto de la situación descrita. Ello puede traer tranquilidad a los funcionarios y, en especial, a los vecinos de la comuna de Traiguén y de las localidades aledañas que usan el Hospital Dino Stagno Maccioni.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor QUINTANA.- Señor Presidente, el tiempo que resta a mi Comité se lo cedo al Senador señor Navarro, del MAS.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Muy bien.



En el tiempo del Comité Partido Demócrata Cristiano e Independiente, nadie intervendrá.



En el turno del Comité Partido Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Prokurica. 
SOLICITUD PARA DECLARACIÓN DE ZONA ESTRATÉGICA DE REGIÓN DE ATACAMA. OFICIO
El señor PROKURICA.- Señor Presidente, pensé que la política de la retroexcavadora y de la razia había terminado, pero, después del discurso del colega que me antecedió, pareciera que no es así. 



Se desprende de lo dicho que todo estaba malo en el Gobierno anterior, en circunstancias de que los índices de crecimiento, de cesantía y otros eran el doble de mejores que los de la actual Administración. 



Por lo visto, algunos no han entendido bien las cosas.



Entro ahora al tema que me interesa exponer.



Hace algún tiempo califiqué como una causa justa la propuesta que busca que el Gobierno declare la Región de Atacama como zona estratégica, lo cual significaría una mejora en las remuneraciones de los funcionarios públicos de ese lugar.



Tal situación aportaría una cuota de justicia a un grupo importante de trabajadores, que desde hace largo tiempo ha visto cómo el desarrollo y bienestar llega a la Región, sin que ellos sean beneficiados. Ello, porque deben sustentar un alto costo de vida, arriendos elevados, locomoción colectiva cara, energía y agua de mala calidad y altos precios.



 Por lo anterior, pedí al Gobierno de la Presidenta Bachelet tiempo atrás -y lo reitero hoy- que estudiara a fondo el requerimiento -ha sido hecho por la CUT, el exintendente, los gobernadores y las actuales autoridades- de entregar a la Región de Atacama la calificación de “zona estratégica”, tal como ha ocurrido con otros lugares del país.



Apoyamos esta causa todos los parlamentarios de la Región, de distintos sectores políticos. Por eso, llamo al Gobierno a estudiar y aprobar esta solicitud, que es de total justicia. 



Hemos hecho de esta petición una causa de los funcionarios públicos de Atacama, quienes siguen esperando subirse al vagón de los beneficios que ha tenido la Región, los que han favorecido mejores condiciones remuneracionales en el sector privado, en especial en el vinculado a la minería.



Esperamos recibir una respuesta positiva del actual Gobierno, porque creemos que es una causa justa. 


Esto se ha dado en otras regiones, como en la de Antofagasta, a manera de solución para mejorar en parte la situación de los funcionarios públicos. En esos casos se ha accedido para hacer justicia con ese sector.



Señor Presidente, solicito que se oficie a la Presidenta de la República, adjuntando esta intervención, para que se pronuncie al respecto.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Continuando en el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

ANTECEDENTES TÉCNICOS PARA PROHIBICIÓN DE BULTOS DE GRAN TAMAÑO EN METRO DE SANTIAGO. OFICIO

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, pido que se oficie a la empresa Metro S.A. para que remita los antecedentes técnicos respecto de la normativa que prohíbe el traslado de bultos grandes en el tren subterráneo.



Metro anunció que buscaría optimizar los espacios para los pasajeros, sobre todo en las horas punta, que se ven reducidos y congestionados.



Cuando fui alcalde, trabajé mucho con la empresa Metro. Se trata de una compañía profesional y seria. Por tanto, debe de tener razones técnicas y estudios comparativos con otros países para adoptar una medida como esa.



Me gustaría conocer esa información.



Sin embargo, el sentido común nos dice que se presentarán dificultades. 



Sabemos que muchas personas en la Región Metropolitana, que represento, usan este medio de transporte para ir a trabajar. Con la normativa indicada, por ejemplo, un gásfiter que lleva una cañería de PVC de más de 80 centímetros -elemento que no reviste ningún peligro para nadie- no podría acceder al Metro. Si un pequeño comerciante va a la calle Meiggs a comprar escobas, no le permitirían ingresar con ellas, porque miden más de 80 centímetros. Sin embargo, cualquiera podría llevar una caja chica que pese 50 o 60 kilos, la que en un accidente puede ser una verdadera bala.



La empresa aduce razones de seguridad -es factible que sean ciertas- y de espacio. Creo que debiéramos analizar el asunto, porque, de lo contrario, estas medidas, considerando lo que nos dice la sabiduría popular y la forma como trabaja nuestra gente, pueden ser un tremendo problema.



Es necesario aplicar un poquito de sentido común en esta materia.



Será importante que la Comisión de Transportes, que presido, reciba ese informe, pues entonces podrá ayudar. Porque tengo claro que el interés y las razones de la empresa Metro siempre han sido buenas. No creo que quieran molestar a la gente.



Además, cabe consignar que la saturación que vemos hoy en el Metro es otro pecado del Transantiago. La gente, por confiabilidad, por seguridad, prefiere el tren subterráneo. Y las micros van vacías.



También hay que considerar que el Metro es utilizado, por ejemplo, por personas de regiones, muchas de las cuales van a comprar pequeñas mercaderías. Pues bien, con esta nueva normativa podrían verse impedidas de ingresar al tren subterráneo.



La idea es apoyar el objetivo fijado, pero sin dejar de aplicar un poquito de sentido común.



Espero que esta disposición no afecte a mucha gente vulnerable de las zonas periféricas. Porque es ahí donde esto influye notoriamente; es ahí donde la gente usa el Metro en esas condiciones.



He dicho.


--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor TUMA (Vicepresidente).- En el saldo de tiempo del Comité Partido Por la Democracia e Independiente, tiene la palabra el Senador señor Navarro.

PETICIÓN DE ANTECEDENTES SOBRE BONO DE APOYO A PESCADORES DE MERLUZA. OFICIO

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, parto agradeciendo al PPD por otorgarme estos tres minutos.



Quiero solicitar un oficio a la Subsecretaría de Pesca a fin de que nos informe acerca del estado del recurso merluza. Particularmente, nos interesa contar con información sobre los bonos de apoyo que se están distribuyendo en las caletas merluceras, que llevan años sin poder efectuar una captura adecuada, debido a la gran devastación generada por la captura indiscriminada. Los pescadores de merluza han venido siendo subsidiados producto de la ausencia del recurso.



Se me informa que se distribuirá un bono en las caletas que han visto limitada su capacidad de ingresos o donde la merluza ha desaparecido totalmente. Deseamos conocer el monto del beneficio, el tiempo de aplicación y los mecanismos de selección de los beneficiarios.



Hay mucha inquietud en las caletas. Ahí está Cocholgüe, en la Región del Biobío, la principal caleta merlucera del país: 60 por ciento de la merluza artesanal se descarga allí. 


Los pescadores están preocupados por saber cuáles son los mecanismos de distribución, qué metodología se aplicará y cuál será el grado de regionalización del bono, o sea, cómo se distribuirá de manera adecuada.



Resulta importante la transparencia en este proceso, al igual que los montos.


--Se anuncia el envío del oficio requerido, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

DENUNCIA POR IRREGULARIDADES EN COLEGIO PIAGET DE TALCAHUANO. OFICIO

El señor NAVARRO.- En otro orden de cosas, quiero solicitar a la Superintendencia de Educación un informe acerca de la situación del colegio Piaget, de Talcahuano.



Hicimos la denuncia pertinente. Allí estaban cobrando una subvención de 150 mil pesos por alumnos especiales, en circunstancias de que eran normales. Y se falseó el número total de estudiantes.



La denuncia lleva más de un año y medio esperando.



Se nos señala que no hay capacidad, pues los administradores provisionales no están inscritos. En consecuencia, no se puede fiscalizar.



Nos parece que esa ha sido una pésima decisión. Hemos tratado de corregirla, pero ha habido mucha oposición al respecto, incluso en este Senado. Ello, con el fin de dar continuidad a un sistema que, por ahora, es nefasto.


--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

SOLICITUD DE INFORMACIÓN ACERCA DE PROCESOS DE RECONVERSIÓN EN REGIÓN DEL BIOBÍO. OFICIOS

El señor NAVARRO.- Finalmente, deseo solicitar a la CORFO toda la información de que disponga respecto de los logros alcanzados por los procesos de reconversión aplicados a raíz de las crisis del carbón, de Lozapenco, de textil Bellavista Oveja Tomé y de la pesca.



Pido que se recaben antecedentes de diversos organismos del Estado: del Gobierno Regional, de la CORFO, del Ministerio del Trabajo, del Ministerio de Economía, acerca de los recursos invertidos en todos estos procesos de crisis terminal laboral y de sus resultados, con el objeto de que tomemos las mejores decisiones para enfrentar la crisis de empleo que, lamentablemente, vive hoy la Región del Biobío. 



De esa manera, no se repetirán los errores que, por desgracia, se cometieron en los procesos anteriores.



¡Patagonia sin represas!



¡Nueva Constitución, ahora!



¡No más AFP!



He dicho.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor TUMA (Vicepresidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 18:57.

Manuel Ocaña Vergara,

Jefe de la Redacción
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ACTAS APROBADAS

SESIÓN 37ª, ORDINARIA, EN MARTES 12 DE AGOSTO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Allamand, Araya, Chahuán, Coloma, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros Secretaria General de la Presidencia y de Salud subrogante, señora Ximena Rincón y señor Jaime Burrows, respectivamente. Asiste, también, el Jefe de la División de Políticas Públicas del Ministerio de Salud, señor Tito Pizarro.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________

Se deja constancia de que se cuenta con 36 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Las actas de las sesiones 35ª y 36ª, ordinarias, de 5 y 6 de agosto de 2014, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.
_________

CUENTA

Mensajes


Seis de S. E. el Vicepresidente de la República:


Con los dos primeros, retira y hace presente la urgencia, en el carácter de “discusión inmediata”, para la tramitación de las siguientes iniciativas:


1.- Proyecto de ley que establece feriado regional en la Región de Antofagasta el día 8 de septiembre de cada año, con motivo de la fiesta religiosa de Nuestra Señora de Guadalupe de Ayquina (Boletín N° 6.064-06).


2.- Proyecto de ley que establece el Día Nacional del Adulto Mayor (Boletín Nº 7.970-24).


Con los otros cuatro, retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las iniciativas que a continuación se enuncian:


1.- Proyecto de ley que modifica el decreto con fuerza de ley N° 5, de 2003, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley General de Cooperativas (Boletín Nº 8.132-26).


2.- Proyecto de ley que modifica la ley N° 18.046 para exigir que en las sociedades anónimas abiertas los aportes de capital no consistentes en dinero sean aprobados por la mayoría de los accionistas minoritarios (Boletín     N° 8.480-03).


3.- Proyecto de ley de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario (Boletín N° 9.290-05).


4.- Proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11).


- Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios

Cuatro de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero, comunica que dio su aprobación, con las modificaciones que señala, al proyecto de ley que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (Boletín N° 9.029-14) (con urgencia calificada de “simple”).


- Por acuerdo de los Comités, queda para Tabla.


Con los dos siguientes, comunica que aprobó los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que aumenta dotación de personal de la Policía de Investigaciones de Chile; modifica estatuto de su personal y modifica el decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones (Boletín Nº 9.373-25).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la de Hacienda, en su caso.


Proyecto de ley que establece el día 20 de septiembre de cada año, feriado regional en la Cuarta Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla (Boletín Nº 8.992-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.


Con el último, informa la nómina de los Honorables señores Diputados que, en reemplazo de los que dejaron de tener tal calidad, integrarán las Comisiones Mixtas relativas a los siguientes asuntos:


1.- Proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional (Boletín Nº 8.097-04).


2.- Proyecto de ley que reconoce a la rayuela como deporte nacional (Boletín Nº 8.404-29).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 19 de la ley          Nº 18.410, que crea la Superintendencia de Electricidad y Combustibles. 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Envía copia de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículo 9° de la ley N° 18.689, que fusiona en el Instituto de Normalización Previsional las instituciones previsionales que indica.


2.- Artículos 7, de la ley N° 18.097, orgánica constitucional sobre concesiones mineras, y 15, inciso cuarto, del Código de Minería.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público


Contesta solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Quinteros, relativa a principales tipos de delito en los que se haya condenado a naturales de Isla de Pascua.

Del señor Ministro de Defensa Nacional


Atiende petición de antecedentes, requerida en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre bombas lacrimógenas utilizadas en Chile, con indicación del país de origen de las empresas vendedoras, volúmenes importados y costos asociados a estas adquisiciones en los cuatro últimos años.

De la señora Ministra de Desarrollo Social


Contesta solicitud de información, remitida en nombre del Honorable Senador señor García, respecto de habitantes de la Región de La Araucanía que no percibieron el subsidio denominado “Bono Marzo” e informa que el conocimiento de las apelaciones es resorte del Instituto de Previsión Social.

De la señora Ministra del Trabajo y Previsión Social


Responde petición, enviada en nombre de la Honorable Senadora señora Goic, sobre revisión del requisito para el feriado anual aumentado que establecen las leyes N° 18.834 y N° 18.883, estatutarias de los funcionarios públicos y municipales, e informa que derivó los antecedentes al señor Ministro de Hacienda por ser una materia de su competencia. 

Del señor Ministro de Bienes Nacionales


Contesta consulta, cursada en nombre del Honorable Senador señor De Urresti, respecto de la licitación de propiedades fiscales en la Región de Los Ríos, especialmente de la ex cárcel de Valdivia, a cuyo respecto existe el compromiso de destinarlas a viviendas sociales para integrantes del comité La Ilusión.

Del señor Ministro de Energía


Atiende solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativa a los sistemas de conectividad de energía eléctrica implementados en las islas del país durante los últimos cuatro años, monto de las inversiones y proyectos de iniciativas similares en otros territorios insulares.

De la señora Ministra del Deporte


Responde solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del avance de las obras del Estadio Alcaldesa Ester Roa, de Concepción y de los términos del contrato de ejecución de las mismas.

Del señor Subsecretario de Agricultura


Contesta solicitudes de información, recabadas en nombre del Honorable Senador señor Quintana, respecto de la necesidad de incorporar a la comuna de Victoria en el decreto que declaró estado de emergencia agrícola por un frente de mal tiempo y de las dificultades presupuestarias que afectan al Programa de Desarrollo Territorial Indígena en la Región de La Araucanía.

Del señor Secretario General de Carabineros


Remite antecedentes, solicitados en nombre del Honorable Senador señor Espina, con la adhesión de los Honorables Senadores señoras Goic y Van Rysselberghe y señores Allamand, Bianchi, Chahuán, De Urresti, Guillier, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica y Zaldívar, sobre las villas y poblaciones del país que presentan alta intensidad de tráfico y microtráfico de drogas. 


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombrados en los cargos de juez o notario (Boletín N° 9.372-07) (con urgencia calificada de “simple”).


De la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que modifica el régimen de probidad aplicable al Consejo Nacional de Televisión (Boletín  N° 9.398-04) (con urgencia calificada de “suma”).


De la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito, en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte (Boletín Nº 9.411-15) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

Mociones


De los Honorables Senadores señores Bianchi, Chahuán, Guillier, Prokurica y Quinteros, con la que inician un proyecto de ley que modifica la Ley General de Educación para incorporar el fomento a la alimentación y vida saludables, el respeto a la diversidad y la erradicación del acoso escolar en todos los niveles de enseñanza (Boletín N° 9.498-04).


- Pasa a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.


De los Honorables Senadores señores Harboe, Lagos, Montes, Pérez Varela y Pizarro, con la que se inicia un proyecto de ley que modifica la ley N° 20.750, sobre introducción de la televisión digital terrestre, con el fin de hacer efectiva la disponibilidad de aquel servicio en el hogar del usuario sin otro requisito que poseer un dispositivo sintonizador (Boletín N° 9.499-15).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


De los Honorables Senadores señoras Allende y Pérez San Martín y señores De Urresti, Harboe y Zaldívar, para iniciar un proyecto de reforma constitucional que incorpora, en el numeral 1° del artículo 10 de la Constitución Política de la República, un párrafo segundo que faculta a los extranjeros transeúntes cuyo hijo haya nacido en Chile a ejercer el derecho del menor de optar por la nacionalidad chilena, en cualquier tiempo y con independencia de la situación migratoria de dichos progenitores (Boletín N° 9.500-17).


- Pasa a la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía.

Proyectos de acuerdo


Del Honorable Senador señor Quinteros, con el que pide a S. E. la Presidenta de la República que instruya al señor Ministro de Economía, Fomento y Turismo para que autorice la realización de una pesca de investigación del salmón escapado en las aguas marinas de las regiones de Los Lagos, Aysén y Magallanes y la Antártica Chilena, mediante la cual se determine la biomasa disponible, su distribución geográfica y el impacto de aquélla sobre los ecosistemas (Boletín Nº S 1.690-12). 


De los Honorables Senadores señores Quinteros, Bianchi, De Urresti y Rossi, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República que se sirva instruir al señor Ministro de Transportes y Telecomunicaciones para que defina una política pública y elabore una iniciativa de ley acordes con la importancia estratégica de la aviación general sin fines de lucro (Boletín Nº S 1.691-12).


De los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya, Guillier y Quinteros, con el que piden a S. E. la Presidenta de la República, la adopción de medidas que tengan por objeto resarcir el daño previsional ocasionado a los funcionarios públicos, permitiéndoles su desafiliación del sistema de capitalización individual y otorgándoles un bono de reconocimiento complementario (Boletín Nº S 1.692-12).


De los Honorables Senadores señores Navarro, Guillier, Lagos, Quinteros y Rossi, con el que solicitan al Ministro de Economía, Fomento y Turismo que adopte las medidas necesarias, en el orden didáctico, informativo y tecnológico, para la adecuada transición que deberá realizarse entre los protocolos de conectividad actual y el próximo IP6 (Boletín Nº S 1.693-12).


De los Honorables Senadores señores De Urresti, Guillier, Quinteros y Tuma, con el que solicitan al Ministro de Educación y a la Ministra Presidenta del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes que pongan de relieve la obra literaria y el legado humano del escritor argentino Julio Cortázar e incorporen la lectura de sus obras en el currículo escolar en el marco de la conmemoración del centenario de su nacimiento (Boletín Nº S 1.694-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Navarro para ausentarse del territorio de la República, a contar del día 8 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

- - -

Durante el curso de la sesión, llegan a la Mesa los siguientes documentos:

Informes


Dos de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaídos en los siguientes proyectos de ley, ambos en segundo trámite constitucional:


1.- El que establece feriado regional en la Región de Antofagasta el día 8 de septiembre de cada año, con motivo de la fiesta religiosa de Nuestra Señora de Guadalupe de Ayquina (Boletín N° 6.064-06) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Por acuerdo de la Sala, queda para ser tratado en la Tabla de Fácil Despacho de la presente sesión.


2.- El que establece el Día Nacional del Adulto Mayor (Boletín    Nº 7.970-24) (con urgencia calificada de “discusión inmediata”).


- Queda para Tabla.


De las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica (Boletín Nº 9.383-05) (con urgencia calificada de “suma”).


- Quedan para Tabla.

_________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General expresa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado los siguientes acuerdos, que la Sala, unánimemente, ratifica:

1.- Colocar en la Tabla de Fácil Despacho de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombrados en los cargos de juez o notario (Boletín N° 9.372-07).


2.- Poner en el primer lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que modifica la ley N° 20.671, con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados (Boletín Nº 9.029-14).


3.- Colocar en el segundo lugar del Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana, el proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica (Boletín Nº 9.383-05).


4.- Celebrar sesiones los días martes y miércoles de la próxima semana de 10:00 a 14:00 horas y de 16:00 a 20:00 horas, para el total despacho del proyecto de reforma tributaria que modifica el sistema de tributación de la renta e introduce diversos ajustes en el sistema tributario (Boletín N° 9.290-05), y autorizar a la señora Presidenta del Senado para abrir un breve plazo para presentar indicaciones una vez que lo solicite el señor Presidente de la Comisión de Hacienda. 


5.- Abrir un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto de ley que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (Boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos), hasta las 12:00 horas del día jueves 14 de agosto próximo, en la Secretaría de las Comisiones de Agricultura y Salud, unidas.


6.- Dejar sin efecto la sesión especial citada para mañana miércoles 13, de 11:30 a 14:00 horas, cuyo objeto era “analizar la situación actual, perspectivas futuras y necesidades de capitalización de CODELCO Chile, así como el reciente anuncio que en este último sentido hiciera el Supremo Gobierno”.

_________


Posteriormente, el Honorable Senador señor Lagos solicita recabar la autorización de la Sala para que la Comisión de Hacienda pueda sesionar en paralelo hoy y mañana. Se accede.

- - -

La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece como feriado regional en la Región de Antofagasta el día 8 de septiembre de cada año, con motivo de la fiesta religiosa de Nuestra Señora de Guadalupe de Ayquina, con informe de la Comisión

de Gobierno, Descentralización y Regionalización

La Mesa anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 6.064-06 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”.


Añade que el objetivo de la iniciativa es declarar feriado el día 8 de septiembre para la Región de Antofagasta, con motivo de la fiesta religiosa ya señalada.


Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó en general y en particular por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina, Guillier y Quinteros, con una enmienda consistente en restringir el feriado al presente año, sin transformarlo en un feriado permanente.


Agrega que con idéntica unanimidad acordó remitir oficio a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento para que informe al Senado -y la Sala pueda adoptar un criterio- sobre determinación de días feriados de índole regional.
- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización propone efectuar la siguiente enmienda al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:
Artículo único

Reemplazar las palabras “cada año” por el número “2014”.

- - -

Seguidamente, se pone en discusión el proyecto, en general y en particular, y se otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Quinteros, Araya, Guillier y Harboe, señora van Rysselberghe, señores García-Huidobro, Pizarro y Ossandón, señora Von Baer y señores Moreira, Girardi y Espina.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, con la ante dicha enmienda, es aprobado en general y en particular, por 20 votos a favor y 3 abstenciones.


Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Allamand, Araya, Espina, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Larraín, Orpis, Ossandón, Quinteros, Rossi, Tuma y Walker (don Ignacio).


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Orpis y Rossi.


Se abstienen, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Moreira y Pizarro.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Declárase feriado el día 8 de septiembre de 2014 para la Región de Antofagasta.”.

_________

ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Girardi y Rossi y del ex Senador señor Ruiz-Esquide, en primer trámite constitucional, que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco, con informe de la Comisión de Salud

La señora Presidenta anuncia que corresponde continuar ocupándose del asunto de la referencia, y solicita la autorización para el ingreso del Jefe de la División de Políticas Públicas del Ministerio de Salud, señor Tito Pizarro. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 8.886-11 y urgencia calificada de “simple”. 


Hace presente que el numeral 13) del artículo 1° del proyecto es de carácter orgánico constitucional.

- - -


Continuando con la discusión en general del proyecto, la señora Presidenta otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Coloma y Girardi.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 29 votos a favor y 5 abstenciones, de un total de 36 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del numeral 13) del artículo 1° del proyecto.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Allamand, Araya, Chahuán, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Quinteros y Rossi, señora Goic y señores García-Huidobro, Moreira, Larraín, Letelier, Quintana, Guillier, Chahuán y Espina.


Se abstienen, los Honorables Senadores señoras Van Rysselberghe y Von Baer y señores Coloma, Pérez Varela y Pizarro.


Fundamentan su abstención, los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Pizarro y Pérez Varela.
- - -


Finalizada la votación, interviene el señor Ministro de Salud subrogante.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Salud, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Luego, la señora Presidenta señala que ha concluido el Orden del Día.

_________
PETICIONES DE OFICIOS


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señora Goic y señores Araya y Matta, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


La señora Presidenta anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.

_________


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

SESIÓN 38ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 13 DE AGOSTO DE 2014


Presidencia de la titular del Senado, Honorable Senadora señora Allende, y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Tuma.


Asisten los Honorables Senadores señoras Goic, Muñoz, Pérez San Martín, Van Rysselberghe y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Girardi, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Montes, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Quinteros, Rossi, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Concurren, asimismo, los Ministros de Hacienda; Secretaria General de la Presidencia; Secretario General de Gobierno; del Trabajo y Previsión Social, y de Vivienda y Urbanismo, señor Alberto Arenas, señora Ximena Rincón, señor Álvaro Elizalde y señoras Javiera Blanco y Paulina Saball, respectivamente. Asiste, también, el Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario los titulares del Senado, señores Mario Labbé Araneda y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

_________


Se deja constancia de que se cuenta con 37 Senadores en ejercicio.

- - -

ACTAS


Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 35ª y 36ª, ordinarias, de 5 y 6 de agosto de 2014, respectivamente, que no han sido observadas.

_________

CUENTA

Oficios

Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con el primero comunica que aprobó, en los mismos términos que lo hizo esta Corporación, el proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado de Extradición entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos de América”, suscrito en Washington, el 5 de junio de 2013 (Boletín Nº 9.332-10).


- Se toma conocimiento y se manda comunicar a S. E. la Presidenta de la República.


Con el segundo expone que dio su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que modifica el Código del Trabajo otorgando permiso a trabajadoras y trabajadores para efectuarse exámenes de mamografía y de próstata (Boletines N°s 7.990-13 y 8.372-13, refundidos). 


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.

De la Excelentísima Corte Suprema


Emite su parecer, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política, respecto del proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombrados en los cargos de juez o notario (Boletín N° 9.372-07).


- Se toma conocimiento y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Del Excelentísimo Tribunal Constitucional


Expide copia autorizada de la sentencia definitiva pronunciada, en el ejercicio del control de constitucionalidad, respecto del proyecto de ley que suprime el feriado judicial para los tribunales que indica (Boletín N° 9.155-07).


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto a sus antecedentes.


Remite copia autorizada de la sentencia definitiva recaída en la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 22, inciso tercero, de la ley N° 18.961, orgánica constitucional de Carabineros de Chile.


- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento.


Envía copia de las resoluciones dictadas en las acciones de inaplicabilidad por inconstitucionalidad de los siguientes preceptos legales:


1.- Artículo 54, numeral 4°, de la Ley de Matrimonio Civil, contenida en el artículo primero de la ley N° 19.947.


2.- Artículo 62, inciso segundo, de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.


- Se toma conocimiento y se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.  

Del señor Secretario Ejecutivo (TP) de la Comisión Nacional de Riego


Atiende solicitud de información, cursada en nombre del Honorable Senador señor Matta, relativa a plan de diseño y construcción de tranques intraprediales que se lleva a efecto en el secano interior de las provincias de Cauquenes y Linares.

Del señor Superintendente del Medio Ambiente (TP)


Responde solicitud de información, enviada en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre obras de tendido eléctrico que afecta a sitios arqueológicos, especialmente conchales, a lo largo de 37 kilómetros en la Carretera Austral, desde la central La Arena hasta la subestación Melipulli, en Puerto Montt.


- Quedan a disposición de Sus Señorías.

Mociones


Del Honorable Senador señor Chahuán, con la que da inicio a un proyecto de ley que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones para incorporar a la junta de vecinos entre los entes que pueden oponerse a la instalación de las torres de soportes de antenas reguladas por el artículo 116 bis F del señalado cuerpo legal (Boletín N° 9.503-15).


- Pasa a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


De los Honorables Senadores señoras Allende y Goic y señores Guillier, Harboe y Letelier, con la que inician un proyecto de ley que modifica la legislación vigente para mejorar el acceso a empleos en el sector público de personas en situación de discapacidad (Boletín N° 9.504-06).


- Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.

Proyectos de acuerdo


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que solicita a S. E. la Presidenta de la República tenga a bien enviar una iniciativa legal con el fin de crear la Dirección Nacional de Puertos, dependiente del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, encargada de la planificación y elaboración de políticas sectoriales (Boletín Nº S 1.695-12).


Del Honorable Senador señor Chahuán, con el que pide a S. E. la Presidenta de la República el envío de una iniciativa que modifique la ley            Nº 15.177, que creó la Confederación Mutualista de Chile, fijando su organización, atribuciones y obligaciones, con el fin de actualizar sus disposiciones adecuándolas a la realidad institucional del país (Boletín Nº S 1.696-12).


De los Honorables Senadores señor Navarro, señora Muñoz y señor Quintana, con el que solicitan a S. E. la Presidenta de la República que impulse el fortalecimiento legislativo, presupuestario e institucional de los derechos del adulto mayor, mediante la creación de un ministerio, y promueva, en el ámbito de Naciones Unidas, la suscripción de instrumentos multilaterales para su protección (Boletín Nº S 1.697-12).


De la Honorable Senadora señora Allende, con el que pide a S. E. la Presidenta de la República la proposición del marco normativo para la creación de la figura del defensor del migrante, al interior de la Comisión Defensora Ciudadana (Boletín Nº S 1.698-12).


- Quedan para el Tiempo de Votaciones de la sesión ordinaria respectiva.

Solicitud de permiso constitucional


Del Honorable Senador señor Chahuán, para ausentarse del territorio de la República, a contar del día 14 del mes en curso.


- Se accede a lo solicitado.

- - -


Enseguida, el Honorable Senador señor Espina solicita que el proyecto de ley que modifica la Ley de Tránsito, en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte (Boletín N° 9.411-15), sea colocado en un lugar preferente de la Tabla de hoy. Así se acuerda.

- - -


Luego, el Honorable Senador señor Walker (don Ignacio) pide obtener la anuencia de la Sala para ampliar hasta el día 25 de agosto próximo, a las 12:00 horas, los plazos de indicaciones fijados para los siguientes proyectos de ley: el que crea la Subsecretaría de Educación Parvularia, la Intendencia de Educación Parvularia y modifica diversos cuerpos legales (Boletín N° 9.365-04), y el que crea la autorización de funcionamiento de jardines infantiles (Boletín N° 8.859-04).

Se accede a lo solicitado, debiendo presentarse las indicaciones, en el segundo caso, en la Secretaría de la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

- - -


A continuación, el Honorable Senador señor Guillier requiere pedir autorización para que el proyecto de ley que modifica y perfecciona la ley que rige al Ministerio de Energía (Boletín N° 9.421-08), que fuera discutido en general y en particular por la Comisión de Minería y Energía en su primer informe, sea considerado por la Comisión de Hacienda antes de ser analizado por la Sala. Se accede.
- - -


Seguidamente, el Honorable Senador señor Harboe solicita recabar el acuerdo de la Sala para ampliar el plazo de indicaciones al proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en video y otras medidas de resguardo a menores de edad, víctimas de delitos sexuales (Boletín N° 9.245-07), hasta las 12:00 horas del día 25 de agosto próximo.


Así se acuerda, debiendo ser presentadas en la Secretaría de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.
- - -


Finalmente, la señora Presidenta señala que en el día de ayer se aprobó en general el proyecto de ley que adecua la legislación nacional al estándar del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (Boletín N° 8.886-11), quedando pendiente la fijación de un plazo para presentar indicaciones, proponiendo, para tal efecto, el día 29 de septiembre de 2014, a las 12:00 horas.


Así se acuerda.
- - -


La presente acta se ha elaborado en conformidad a lo dispuesto en el artículo 76 del Reglamento del Senado. Las opiniones, consultas, constancias, prevenciones y fundamentos de voto de los Honorables Senadores, respecto de los asuntos discutidos en esta sesión, así como las expresiones emitidas por ellos u otras autoridades durante la misma, se contienen en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

_________

FÁCIL DESPACHO

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Muñoz y señores Espina y Harboe, en primer trámite constitucional, que modifica el Código Orgánico de Tribunales para permitir que personas con capacidades especiales puedan ser nombrados en los cargos de juez o notario, con segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y

Reglamento

La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley que tiene el Boletín N° 9.372-07 y urgencia calificada de “simple”.

Añade que el proyecto fue aprobado en general en sesión del 1° de julio del 2014 y cuenta con un segundo informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento que deja constancia, para efectos reglamentarios, de que la única indicación presentada al texto aprobado en general fue declarada inadmisible, por lo que se propone por la Comisión la aprobación en particular de la iniciativa en los mismos términos en que fue aprobada en general. 

Destaca que el numeral 1) del artículo único del proyecto tiene el carácter de norma orgánica constitucional.
- - -


Luego, la señora Presidenta pone en discusión en particular el proyecto y ofrece la palabra al Honorable Senador señor Harboe.


Cerrado el debate y puesto en votación en particular el proyecto, es aprobado por 31 votos a favor, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del numeral 1) del artículo único del proyecto.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Von Baer y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Horvath, Lagos, Larraín, Letelier, Matta, Moreira, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Walker (don Ignacio), Walker (don Patricio) y Zaldívar.

Fundamentan su voto a favor, los Honorables Senadores señora Allende, señores Pérez Varela, Prokurica, Larraín, Espina, Ossandón, Harboe, Letelier y Chahuán y señora Pérez San Martín.
- - -


En su alocución, el Honorable Senador señor Larraín solicita el envío de un oficio, al que la Sala accede, a S.E. la Presidenta de la República, para que considere la presentación, durante la discusión del segundo trámite constitucional, de una indicación que recoja los propósitos de la que fuera presentada por él y declarada inadmisible por referirse a materias propias de la iniciativa exclusiva de la señora Jefa de Estado.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código Orgánico de Tribunales:


1) Deróganse los numerales 2°, 3° y 4° del artículo 256.


2) Suprímese el numeral 2° del artículo 465.”.

_________
ORDEN DEL DÍA

Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.671 con el objeto de suprimir el límite máximo para regularizar ampliaciones en viviendas sociales, siempre que la superficie edificada total no exceda de noventa metros cuadrados

La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, correspondiente al Boletín N° 9.029-14 y con urgencia calificada de “simple”.

Añade que el proyecto inició su tramitación en el Senado y a su respecto la Cámara de Diputados efectuó enmiendas consistentes en reemplazar el artículo único, que modifica el artículo 1° de la ley N° 20.671 -que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251- por otra disposición, detallando las normas que fijan los requisitos para acceder a dicha regularización. Asimismo, incorporó una norma que modifica la Ley General de Urbanismo y Construcciones; un artículo que faculta a la División de Desarrollo Urbano del Ministerio de Vivienda y Urbanismo para impartir instrucciones mediante circulares, y un artículo transitorio relativo a la forma en que debe contarse el plazo establecido en el inciso primero del mencionado artículo 1° de la ley N° 20.671.
- - -


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, dio su aprobación al proyecto de ley propuesto por el Senado, con las siguientes modificaciones:

Artículo único


Lo ha reemplazado por el siguiente, que ha pasado a ser artículo 1°:


“Artículo 1°.- Reemplázase el artículo 1° de la ley N° 20.671, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales existentes, emplazadas en áreas urbanas o rurales podrán, por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones que, sumadas a lo construido, no superen los 90 m2 de superficie, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:


1) No estar emplazadas en áreas de riesgo o protección, en terrenos declarados de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público.


2) No tener, a la fecha de la regularización, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley ante la Dirección de Obras Municipales o el juzgado de policía local respectivo.


3) Cumplir con las normas que se indican a continuación, para garantizar la habitabilidad, seguridad y estabilidad de las viviendas ampliadas, y con las normas aplicables a las instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas, que correspondan:
	MATERIA
	NORMAS DE HABITABILIDAD

	Altura


	La altura mínima de piso a cielo, medida en obra terminada, que debe ser de 2,30 m, podrá ser rebajada hasta en 20%.

La medida vertical mínima de obra terminada en pasadas peatonales bajo vigas o instalaciones horizontales de 2,0 m podrá ser rebajada hasta en un 20%.

	Terminación Interior


	El estándar de terminaciones no podrá ser inferior al definido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones para una obra gruesa habitable.

	VVentilación


	Los locales habitables deberán tener, al menos, una ventana que permita la entrada de aire y luz del exterior. Sin embargo, se admitirán ventanas fijas selladas siempre que se contemplen ductos de ventilación adecuados y que no se trate de dormitorios o recintos en los que se consulten artefactos de combustión de cualquier tipo.

No obstante lo anterior, los baños, cocinas y lavaderos, cuando no contemplen ventana al exterior que permita la renovación de aire, deberán ventilarse mediante un ducto, individual o colectivo, de sección libre no interrumpida de, al menos, 0,16 m2; la dimensión señalada podrá reducirse en caso de contemplarse tiraje forzado.

	MATERIA
	NORMAS DE SEGURIDAD CONTRA INCENDIOS

	Resistencia al Fuego
	Las viviendas aisladas, pareadas o continuas, de hasta 2 pisos, cuya superficie edificada sea inferior o igual a 140 m2, tendrán una resistencia al fuego a lo menos F-15 en todos sus elementos y componentes soportantes, siempre que el muro de adosamiento o muro divisorio, según corresponda, cumpla con las exigencias de muros divisorios entre unidades.

	Adosamientos
	En toda el área de adosamiento deberá construirse en el deslinde un muro de adosamiento con una altura mínima de 2,0 m y con una resistencia mínima al fuego de F-60. Tratándose de edificaciones adosadas al deslinde el muro de adosamiento deberá llegar hasta la cubierta del cuerpo adosado. Además, el adosamiento deberá contemplar un sistema de evacuación de aguas lluvia que no afecte a los predios vecinos.

	MATERIA
	NORMAS DE ESTABILIDAD

	Cálculo Estructural
	No se exige proyecto de cálculo estructural, siempre que en la solicitud de permiso de regularización el profesional responsable deje constancia de que la obra reúne las condiciones de estabilidad exigidas por la Ordenanza respecto del tipo de construcción de que se trate.



4) Presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario, en que señale ser titular del dominio del inmueble y que no existen respecto del inmueble las reclamaciones a que se refiere el número 2 precedente.


b) Especificaciones Técnicas resumidas y un plano que grafique la planta, la elevación principal y un corte de la ampliación, señalando las medidas y superficie de la vivienda existente y de la ampliación a regularizar, suscritos por un profesional competente.


c) Informe de un profesional competente que certifique que la ampliación cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad e instalaciones interiores señaladas en el número 3 precedente, y no se emplaza en los terrenos a que se refiere el número 1. Para estos efectos, se entenderá por profesionales competentes cualquiera de los señalados en el artículo 17 de la ley General de Urbanismo y Construcciones. 


La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, revisará el cumplimiento de las normas urbanísticas a que se refiere el número 1 precedente y, con el solo mérito de los documentos a que se refiere el número 4 del presente artículo, otorgará el correspondiente certificado de regularización, si fuere procedente.


Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


Ha contemplado como artículos 2°, 3° y transitorio, los siguientes:


“Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 458, de 1975, ley General de Urbanismo y Construcciones: 


1) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo, en el artículo 133:


“A las ampliaciones de viviendas a que se refiere el inciso primero del artículo 166 que cumplan con los requisitos establecidos en dicha norma, les serán aplicables las disposiciones anteriores. En tales casos, la multa establecida en el inciso segundo podrá condonarse.”.


2) Reemplázase el artículo 166 por el siguiente:


“Artículo 166.- A los permisos para ampliaciones de viviendas sociales, viviendas progresivas e infraestructuras sanitarias, y a las ampliaciones de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, emplazadas en áreas urbanas o rurales, sólo les serán aplicables las disposiciones que se indican a continuación:


a) Las disposiciones de los planes reguladores referidas a áreas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública y uso de suelo.


b) Las normas que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones para garantizar la habitabilidad, seguridad y estabilidad de las viviendas ampliadas, y las normas vigentes aplicables a las instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas, que correspondan.


El cumplimiento de dichas disposiciones y normas será certificado por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.


Las disposiciones de este artículo también serán aplicables a las edificaciones construidas con anterioridad al 31 de julio de 1959.


Los permisos de edificación y la recepción definitiva de las obras a que se refiere este artículo se tramitarán conforme al procedimiento simplificado que para estos efectos establecerá la Ordenanza General.


Los derechos municipales serán los que se establecen en el artículo 130, rebajados en el 50%.”.


Artículo 3°.- Al Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá, a través de la División de Desarrollo Urbano, impartir, mediante circulares que se mantendrán a disposición de cualquier interesado, las instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley.


Artículo transitorio.- El plazo de dos años establecido en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.671 se contará a partir de la publicación de la presente ley.”.

- - -

Puestas en discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, la señora Presidenta otorga la palabra al Honorable Senador señor Tuma.


Cerrado el debate y sometidas a votación dichas enmiendas, son aprobadas por 19 votos a favor y un pareo.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Espina, Guillier, Harboe, Larraín, Matta, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio) y Walker (don Patricio).

Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señores Bianchi y Ossandón.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.

- - -


Concluida la votación, manifiesta su intención de voto favorable el Honorable Senador señor De Urresti.

- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado por el Congreso Nacional es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Reemplázase el artículo 1° de la ley N° 20.671, que renueva y modifica el procedimiento de regularización de ampliaciones de viviendas sociales contemplado en la ley N° 20.251, por el siguiente:


“Artículo 1°.- Los propietarios de viviendas sociales existentes, emplazadas en áreas urbanas o rurales podrán, por una sola vez, dentro del plazo de dos años contado desde la publicación de esta ley, regularizar las ampliaciones que, sumadas a lo construido, no superen los 90 metros cuadrados de superficie, cumpliendo además con los requisitos que se señalan a continuación:


1) No estar emplazadas en áreas de riesgo o protección, en terrenos declarados de utilidad pública o en bienes nacionales de uso público.


2) No tener, a la fecha de la regularización, reclamaciones escritas pendientes por incumplimiento de normas urbanísticas ingresadas con anterioridad a la fecha de publicación de la presente ley ante la Dirección de Obras Municipales o el juzgado de policía local respectivo.


3) Cumplir con las normas que se indican a continuación, para garantizar la habitabilidad, seguridad y estabilidad de las viviendas ampliadas, y con las normas aplicables a las instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas, que correspondan:

	MATERIA
	NORMAS DE HABITABILIDAD

	Altura


	La altura mínima de piso a cielo, medida en obra terminada, que debe ser de 2,30 m, podrá ser rebajada hasta en un 20%.

La medida vertical mínima de obra terminada en pasadas peatonales bajo vigas o instalaciones horizontales de 2,0 m podrá ser rebajada hasta en un 20%.

	Terminación Interior


	El estándar de terminaciones no podrá ser inferior al definido en la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones para una obra gruesa habitable.

	Ventilación


	Los locales habitables deberán tener, al menos, una ventana que permita la entrada de aire y luz del exterior. Sin embargo, se admitirán ventanas fijas selladas siempre que se contemplen ductos de ventilación adecuados y que no se trate de dormitorios o recintos en los que se consulten artefactos de combustión de cualquier tipo.

No obstante lo anterior, los baños, cocinas y lavaderos, cuando no contemplen ventana al exterior que permita la renovación de aire, deberán ventilarse mediante un ducto, individual o colectivo, de sección libre no interrumpida de, al menos, 0,16 m2; la dimensión señalada podrá reducirse en caso de contemplarse tiraje forzado.

	MATERIA
	NORMAS DE SEGURIDAD CONTRA INCENDIOS

	
	

	Resistencia 
al Fuego
	Las viviendas aisladas, pareadas o continuas, de hasta 2 pisos, cuya superficie edificada sea inferior o igual a 140 m2, tendrán una resistencia al fuego a lo menos F-15 en todos sus elementos y componentes soportantes, siempre que el muro de adosamiento o muro divisorio, según corresponda, cumpla con las exigencias de muros divisorios entre unidades.


	Adosamientos
	En toda el área de adosamiento deberá construirse en el deslinde un muro de adosamiento con una altura mínima de 2,0 m y con una resistencia mínima al fuego de F-60. Tratándose de edificaciones adosadas al deslinde, el muro de adosamiento deberá llegar hasta la cubierta del cuerpo adosado. Además, el adosamiento deberá contemplar un sistema de evacuación de aguas lluvia que no afecte a los predios vecinos.


	MATERIA
	NORMAS DE ESTABILIDAD

	Cálculo Estructural
	No se exige proyecto de cálculo estructural, siempre que en la solicitud de permiso de regularización el profesional responsable deje constancia de que la obra reúne las condiciones de estabilidad exigidas por la Ordenanza respecto del tipo de construcción de que se trate.



4) Presentar ante la Dirección de Obras Municipales respectiva una solicitud de permiso y recepción simultánea, acompañada de los siguientes documentos:


a) Declaración simple del propietario, en que señale ser titular del dominio del inmueble y que no existen respecto de dicho bien raíz las reclamaciones a que se refiere el número 2) precedente.


b) Especificaciones Técnicas resumidas y un plano que grafique la planta, la elevación principal y un corte de la ampliación, señalando las medidas y superficie de la vivienda existente y de la ampliación a regularizar, suscritos por un profesional competente.


c) Informe de un profesional competente que certifique que la ampliación cumple con las normas de habitabilidad, seguridad, estabilidad e instalaciones interiores señaladas en el número 3) precedente, y que no se emplaza en los terrenos a que se refiere el número 1). Para estos efectos, se entenderá por profesionales competentes cualquiera de los señalados en el artículo 17 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones. 


La Dirección de Obras Municipales, dentro de los noventa días siguientes a la presentación de la solicitud, revisará el cumplimiento de las normas urbanísticas a que se refiere el número 1) precedente y, con el solo mérito de los documentos a que se refiere el número 4) del presente artículo, otorgará el correspondiente certificado de regularización, si fuere procedente.


Las regularizaciones que se efectúen de conformidad al presente artículo estarán exentas de los derechos municipales establecidos en el artículo 130 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.


Artículo 2°.- Introdúcense, en la Ley General de Urbanismo y Construcciones, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 458, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 1976, las siguientes modificaciones: 


1) Agrégase, en el artículo 133, el siguiente inciso final:


“A las ampliaciones de viviendas a que se refiere el inciso primero del artículo 166, que cumplan con los requisitos establecidos en dicha norma, les serán aplicables las disposiciones anteriores. En tales casos, la multa establecida en el inciso segundo del presente artículo podrá condonarse.”.


2) Reemplázase el artículo 166 por el siguiente:


“Artículo 166.- A los permisos para ampliaciones de viviendas sociales, viviendas progresivas e infraestructuras sanitarias, y a las ampliaciones de viviendas cuyo valor de tasación de la construcción no sea superior a 520 unidades de fomento, calculado conforme a la tabla de costos unitarios por metro cuadrado de construcción del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, emplazadas en áreas urbanas o rurales, sólo les serán aplicables las disposiciones que se indican a continuación:


a) Las disposiciones de los planes reguladores referidas a áreas de riesgo o protección, declaraciones de utilidad pública y uso de suelo.


b) Las normas que establezca la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones para garantizar la habitabilidad, seguridad y estabilidad de las viviendas ampliadas, y las normas vigentes aplicables a las instalaciones interiores de electricidad, agua potable, alcantarillado y gas, que correspondan.


El cumplimiento de dichas disposiciones y normas será certificado por el profesional competente que suscriba la solicitud del permiso de edificación y de recepción de obras.


Las disposiciones de este artículo también serán aplicables a las edificaciones construidas con anterioridad al 31 de julio de 1959.


Los permisos de edificación y la recepción definitiva de las obras a que se refiere este artículo se tramitarán conforme al procedimiento simplificado que para estos efectos establecerá la Ordenanza General.


Los derechos municipales serán los que se establecen en el artículo 130, rebajados en el 50%.”.


Artículo 3°.- Al Ministerio de Vivienda y Urbanismo corresponderá, a través de la División de Desarrollo Urbano, impartir, mediante circulares que se mantendrán a disposición de cualquier interesado, las instrucciones para la aplicación de las disposiciones de esta ley.


Artículo transitorio.- El plazo de dos años establecido en el inciso primero del artículo 1° de la ley N° 20.671 se contará a partir de la publicación de la presente ley.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo y la Ley de Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales, en materia de trabajo portuario, estableciendo las obligaciones y beneficios que indica, con informes de las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Hacienda

La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia y solicita la autorización de la Sala para el ingreso del Subsecretario del Trabajo, señor Francisco Díaz. Se accede.

El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 9.383-05 y con urgencia calificada de “suma”.

Añade que sus principales objetivos son:

- Facultar a la Dirección del Trabajo para coordinar con la autoridad marítima un sistema de control y protección de la labor realizada por los trabajadores portuarios, a quienes se les otorga el derecho irrenunciable de descansar media hora -en forma simultánea o alternadamente- en los turnos de más de cuatro horas, siendo responsabilidad de los empleadores mantener instalaciones adecuadas para ello.

- Establecer la obligación de constituir comités paritarios de higiene y seguridad en los puertos.

- Crear un Fondo de Modernización Portuaria que se extinguirá el año 2018, instituir un aporte a beneficio fiscal, que contribuirá al mencionado Fondo y otorgar, por una sola vez, a los trabajadores portuarios que cumplan determinados requisitos un beneficio en dinero, que será pagado al entrar en vigencia el reglamento del aporte fiscal.

- Declarar el 22 de septiembre de cada año como el Día del Trabajador Portuario.

Destaca que la Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió el proyecto en general y en particular, en virtud del acuerdo adoptado por la Sala el 22 de julio de 2014, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros: Honorables Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Allamand, Larraín y Letelier. Lo aprobó en particular con diversas enmiendas, que acordó con igual unanimidad.

Agrega que la Comisión de Hacienda, por su parte, deja constancia de que se pronunció acerca de los artículos 3°, 4° y 5° permanentes y sobre el artículo primero transitorio, efectuando una sola modificación consistente en reemplazar el artículo 4° permanente, lo que aprobó por unanimidad.

Finalmente, hace presente que el artículo 2° permanente de la iniciativa tiene el carácter de norma de quórum calificado. 

- - -


Enseguida, el señor Secretario General subraya que la Comisión de Trabajo y Previsión Social, en su informe, propone efectuar las siguientes enmiendas al proyecto de ley aprobado por la Honorable Cámara de Diputados:

ARTÍCULO 1°

Numeral 1

Encabezamiento


Reemplazarlo por el siguiente:


“1.- En el artículo 133:”.

letra b)


Suprimirla.

letra c)


Pasa a ser letra b), sin modificaciones.

Numeral 2

Artículo 133 bis


Sustituir la frase “La Autoridad Marítima y la Dirección del Trabajo coordinarán” por “La Dirección del Trabajo coordinará con la autoridad marítima”.

Numeral 3

Encabezamiento


Reemplazar las expresiones “y tercero” por “, tercero y cuarto” y “cuarto y quinto” por “quinto y sexto”.

Párrafo segundo


Sustituir la frase “podrán modificar los horarios” por “podrá extender la duración”.


Intercalar, a continuación del párrafo segundo que se agrega, el siguiente párrafo tercero, nuevo:

“El descanso deberá otorgarse simultánea o alternadamente a todos los trabajadores, permitiéndoles empezar el descanso para colación en el período de tiempo comprendido entre las 3,5 y 5 horas de iniciado el turno, resguardando la seguridad de los trabajadores y de las faenas en el recinto portuario. Los empleadores deberán concordar cualquiera de estas modalidades con las organizaciones representativas de los trabajadores a quienes afecten. En todo caso, las dotaciones asignadas en una nave deberán tomar el descanso en forma que se garantice siempre la seguridad y salud de los trabajadores.”.

Párrafo tercero


Pasa a ser párrafo cuarto, reemplazándose la palabra “anterior” por “segundo”.

ARTÍCULO 5°


Sustituir la frase “Sólo una vez en vigencia el” por “A contar de la entrada en vigencia del” y la palabra “autorízase” por “se autoriza”.


Agregar el siguiente artículo 7°, nuevo:


“Artículo 7°.- Ninguna disposición de esta ley podrá ser interpretada de modo que contravenga compromisos internacionales de Chile.”.

Artículo primero transitorio

Inciso decimoquinto


Sustituir la expresión “, y, o” por la conjunción “o”.

Inciso vigésimo segundo

letra d)


Reemplazar la expresión “y, o” por la conjunción “o”.

Inciso trigésimo octavo


Sustituir la expresión “y, o” por la locución “o las”.

Artículo tercero transitorio


Reemplazar la palabra “podrán” por “deberán”.

- - -


Por su parte, la Comisión de Hacienda introdujo la siguiente enmienda al proyecto aprobado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social:

Artículo 4°


Sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 4°.- Establécese por cuatro años, contados desde el 1 de enero del año 2015, un aporte a beneficio fiscal correspondiente a 0,2 dólares de Estados Unidos de América, por cada una de las toneladas de carga general transferidas de cualquier tipo, que se importe o exporte por puertos nacionales, en naves sujetas al Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias, promulgado mediante Decreto Supremo N° 71, de 2005, del Ministerio de Relaciones Exteriores. El aporte será enterado por los importadores o exportadores, según corresponda, y no podrá exceder, por cada operación de 0.025% del valor CIF de cada tonelada en el caso de importación, y de 0,025% del valor FOB de cada tonelada en el caso de exportación.


El aporte que establece el presente artículo podrá ser pagado en las entidades a que se refiere el Decreto Supremo del Ministerio de Hacienda N° 255, de 1979, modificado por los Decretos Supremos del mismo Ministerio N° 668 y 1.227, de 1981 y 1990, respectivamente, de acuerdo a las exigencias, formas y plazos que determine el Servicio Nacional de Aduanas, mediante Decreto Supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, dictado bajo la fórmula “Por Orden del Presidente de la República”.


Con todo, durante el período de cuatro años que establece el inciso primero, se podrán realizar aportes anuales al Fondo señalado en el artículo anterior, por un monto máximo equivalente en moneda nacional a 2 millones de dólares de Estados Unidos de América.”. 

- - -

Seguidamente, se pone en discusión el proyecto y se otorga el uso de la palabra al Honorable Senador señor Chahuán.


Cerrado el debate y puesto en votación el proyecto, en general y en particular, es aprobado por 28 votos a favor y un pareo, de un total de 37 Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República, respecto del artículo 2° permanente del proyecto.

Votan por la afirmativa, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic, Muñoz, Pérez San Martín y Van Rysselberghe y señores Araya, Bianchi, Chahuán, Coloma, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Letelier, Montes, Orpis, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quintana, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar.


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señora Muñoz, señores Bianchi y Lagos, señora Goic y señores Araya, Larraín, Letelier, Orpis y Harboe.


No vota, por estar pareado, el Honorable Senador señor Girardi.
- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el Código del Trabajo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, de 2003:


1.- En el artículo 133:


a) Intercálase en el inciso segundo, entre las palabras “anterior” y “podrán” la expresión “sólo”. 


b) Agrégase el siguiente inciso quinto:


“Sin perjuicio de las facultades a que se refiere el inciso anterior, las empresas concesionarias de frentes de atraque que administren terminales portuarios y las empresas de muellaje que operen en puertos privados deberán cumplir las obligaciones que le imponga el Sistema de Control de Cumplimiento de la Normativa Laboral Portuaria, a que se refiere el artículo siguiente.”.


2.- Incorpórase el siguiente artículo 133 bis, nuevo:


“La Dirección del Trabajo coordinará con la autoridad marítima un Sistema de Control de Cumplimiento de la Normativa Laboral Portuaria, destinado a controlar el acceso y permanencia de los trabajadores a que se refiere este párrafo a los recintos portuarios, velando porque la prestación de los servicios que realicen se efectúe de manera segura y lo sea en virtud de alguna de las modalidades contractuales previstas en el inciso segundo del artículo anterior.”.


3.- Agréganse al literal b) del artículo 137 los siguientes párrafos segundo, tercero y cuarto, nuevos, pasando los actuales párrafos segundo y tercero a ser quinto y sexto, respectivamente:


“Tratándose de turnos de más de cuatro horas, los trabajadores portuarios, independientemente de su modalidad contractual, tendrán derecho a un descanso de media hora, irrenunciable, conforme a lo señalado en el inciso primero del artículo 34. Sin perjuicio de lo anterior, no se podrá extender la duración de los turnos definidos de conformidad con la normativa vigente.


El descanso deberá otorgarse simultánea o alternadamente a todos los trabajadores, permitiéndoles empezar el descanso para colación en el período de tiempo comprendido entre las 3,5 y 5 horas de iniciado el turno, resguardando la seguridad de los trabajadores y de las faenas en el recinto portuario. Los empleadores deberán concordar cualquiera de estas modalidades con las organizaciones representativas de los trabajadores a quienes afecten. En todo caso, las dotaciones asignadas en una nave deberán tomar el descanso en forma que se garantice siempre la seguridad y salud de los trabajadores.


Será responsabilidad del concesionario del frente de atraque, de las empresas de muellaje en aquellos frentes multioperados y, en el caso de los puertos privados, de las empresas de muellaje que operen dicho puerto, mantener instalaciones adecuadas para que los trabajadores portuarios puedan hacer uso efectivo del descanso señalado en el párrafo segundo. Las empresas mencionadas deberán registrar el otorgamiento del descanso mediante el sistema a que se refiere el artículo 33.”.


4.- Sustitúyese en la letra a) del artículo 142, la expresión “al menos, el equivalente al valor del ingreso mínimo de un mes en cada trimestre calendario” por la siguiente “mensualmente, al menos, el equivalente al valor del ingreso mínimo mensual”.


Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 16.744, sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales:


1.- Suprímese el inciso final del artículo 66.


2.- Agrégase el siguiente artículo 66 ter, nuevo:


“Artículo 66 ter.- Las empresas de muellaje estarán obligadas a constituir un Comité Paritario de Higiene y Seguridad en cada puerto, terminal o frente de atraque en que presten regularmente servicios, siempre que, sumados los trabajadores permanentes y eventuales de la misma, trabajen habitualmente más de 25 personas, conforme al promedio mensual del año calendario anterior.


Los trabajadores integrantes del Comité Paritario indicado en el inciso anterior deberán ser elegidos entre los trabajadores portuarios permanentes y eventuales de la respectiva entidad empleadora, en la forma que señale el reglamento.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso primero, cuando en un mismo puerto presten servicios dos o más entidades empleadoras de las señaladas en el artículo 136 del Código del Trabajo, cada una de ellas deberá otorgar las facilidades necesarias para la integración, constitución y funcionamiento de un Comité Paritario de Higiene y Seguridad, cuyas decisiones en las materias de su competencia serán obligatorias para todas estas entidades empleadoras y sus trabajadores.


Al Comité Paritario de Higiene y Seguridad corresponderá la coordinación de los Comités Paritarios de empresa y el ejercicio de aquellas atribuciones que establece el artículo 66, en los casos y bajo las modalidades que defina el reglamento.


Los representantes de los trabajadores ante el Comité Paritario de Higiene y Seguridad serán elegidos por éstos, en la forma que determine el reglamento. Corresponderá igualmente al reglamento establecer un mecanismo por el cual las distintas entidades empleadoras obligadas designen a sus representantes ante el Comité Paritario de Higiene y Seguridad.


El Comité a que hace referencia este artículo se denominará para todos los efectos legales Comité Paritario de Higiene y Seguridad de Faena Portuaria.”.


Artículo 3°.- Autorízase, a contar de la entrada en vigencia de esta ley, la creación y funcionamiento de un Fondo de Modernización Portuaria, cuyo objeto será apoyar la ejecución de acciones para el mejoramiento institucional en el sector portuario público y privado nacional, en aspectos tales como el perfeccionamiento de los sistemas de información y de estadísticas portuarias, con miras a mejorar sus niveles de eficiencia y competitividad. 


Este Fondo será administrado por el Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y recibirá transferencias desde el Tesoro Público según lo disponga la ley de Presupuestos del Sector Público de cada año. Un reglamento expedido mediante decreto del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, que llevará la firma del Ministro de Hacienda, determinará las actividades y los mecanismos de asignación de los recursos del Fondo, y podrá considerar la opinión de la Comisión Asesora en Materias Marítimas y Portuarias creada por el decreto supremo N° 70, del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones, de 2008, en los términos allí establecidos. Este fondo se extinguirá el año 2018 y los recursos existentes en él, a dicha fecha, deberán ser transferidos al Tesoro Público de acuerdo a las instrucciones que sobre la materia imparta la Dirección de Presupuestos.


Artículo 4°.- Establécese por cuatro años, contados desde el 1 de enero del año 2015, un aporte a beneficio fiscal correspondiente a 0,2 dólares de Estados Unidos de América, por cada una de las toneladas de carga general transferidas de cualquier tipo, que se importe o exporte por puertos nacionales, en naves sujetas al Código Internacional para la Protección de los Buques y de las Instalaciones Portuarias, promulgado mediante el decreto supremo N° 71, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 2005. El aporte será enterado por los importadores o exportadores, según corresponda, y no podrá exceder, por cada operación de 0,025% del valor CIF de cada tonelada en el caso de importación, y de 0,025% del valor FOB de cada tonelada en el caso de exportación.


El aporte que establece el presente artículo podrá ser pagado en las entidades a que se refiere el decreto supremo N° 255, del Ministerio de Hacienda, de 1979, modificado por los decretos supremos Nos 668 y 1.227, del mismo Ministerio, de 1981 y 1991, respectivamente, de acuerdo a las exigencias, formas y plazos que determine el Servicio Nacional de Aduanas, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio de Hacienda, dictado bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”.


Con todo, durante el período de cuatro años que establece el inciso primero, se podrán realizar aportes anuales al Fondo señalado en el artículo anterior, por un monto máximo equivalente en moneda nacional a 2 millones de dólares de Estados Unidos de América.

Artículo 5°.- A contar de la entrada en vigencia del reglamento que regula el aporte a beneficio fiscal señalado en el artículo anterior, se autoriza a la Tesorería General de la República a pagar el beneficio a que se refiere el artículo primero transitorio de la presente ley. Con todo, dichos pagos se sujetarán a las reglas y plazos contenidos en dicha disposición.


Artículo 6°.- Declárase el 22 de septiembre de cada año como Día del Trabajador Portuario.


Artículo 7°.- Ninguna disposición de esta ley podrá ser interpretada de modo que contravenga compromisos internacionales de Chile.

Disposiciones transitorias


Artículo primero.- Excepcionalmente, a contar de la entrada en vigencia de los artículos 1°, 2°, 3°, 4° y 5° de la presente ley, los trabajadores portuarios que acrediten el cumplimiento de los requisitos que a continuación se indican, accederán, por única vez, al pago de un beneficio en dinero que se determinará conforme a las reglas del presente artículo.


Para impetrar el beneficio a que se refiere este artículo se deberá acreditar haber prestado para una empresa de muellaje, dentro de un recinto portuario, servicios efectivos como trabajador portuario en los términos del inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo, a lo menos, durante un turno el año 2013, siempre que se haya ingresado a prestar los precitados servicios con anterioridad al 1 de enero de 2013 y que éstos se hayan prestado en turnos ininterrumpidos sin derecho a descanso. Adicionalmente, deberá acreditarse la realización de, a lo menos, 36 turnos anuales promedio entre los años 2005 y 2012. Tratándose de los trabajadores portuarios de Talcahuano, el mencionado promedio de turnos anuales se computará entre los años 2005 y 2009.


Para el cálculo precitado promedio, se dividirá el total de turnos del período por el número de años efectivamente trabajados durante el mismo.


Se excluirán del cálculo los períodos en que los trabajadores postulantes se hayan encontrado con licencia médica, legalmente tramitada, o realizando estudios en instituciones de educación del Estado o reconocidas por éste, lo que se acreditará mediante certificados emitidos por las respectivas instituciones.


Excepcionalmente, tratándose de trabajadores portuarios que hayan egresado ya sea por la obtención de pensión o jubilación o a consecuencia de un proceso de licitación con anterioridad al año 2013, no se les exigirá el promedio de turnos descrito, sino sólo que acrediten haberse desempeñado durante, a lo menos, tres años continuos en el período comprendido entre los años 2005 y 2012.


Con todo, el beneficio sólo podrá impetrarse por aquellos trabajadores que, cumpliendo las condiciones precedentes, se hayan encontrado con vida al 25 de enero de 2014.


En caso de fallecimiento de un trabajador portuario ocurrido con posterioridad al 25 de enero de 2014, pero antes de la fecha de postulación al beneficio a que se refiere este artículo, o durante la tramitación de su postulación, o una vez aceptado como beneficiario, cualquiera de los legitimarios podrá ejercer sus derechos en el procedimiento de postulación establecido en esta ley. Con todo, de proceder el beneficio por haberse cumplido los requisitos para acceder él, éste sólo se entregará a quien corresponda de acuerdo con la respectiva resolución de posesión efectiva.


No podrán acceder al beneficio a que se refiere este artículo los trabajadores que cumplan sus funciones en horario administrativo y los que tengan o hayan tenido pactado en sus contratos de trabajo derecho al descanso de colación.


Para determinar el monto del beneficio a que se refiere este artículo, se aplicarán las reglas siguientes:


1.- Por cada turno efectivamente realizado en el período comprendido entre el 1 de enero de 2005 y el 31 de diciembre de 2012 se pagará a cada trabajador que acredite los requisitos para impetrar el beneficio la suma de $1.953.- (mil novecientos cincuenta y tres pesos).


2.- Tratándose de trabajadores portuarios que no trabajen por sistema de nombrada, contratados por renta fija, recibirán el pago en base a 24 turnos por mes, respecto del período de vigencia del respectivo contrato de trabajo. 


3.- Tratándose de trabajadores que se desempeñen como amarradores, traspaletistas y encarpadores, el beneficio se pagará en base a 12 turnos por mes, respecto del período de vigencia del respectivo contrato de trabajo.


El cumplimiento de los requisitos establecidos para acceder al beneficio será verificado y su monto calculado, de oficio, por una Comisión Revisora, en adelante la “Comisión”, que estará facultada para recopilar y recibir la información oficial disponible que sea útil para el cumplimiento de sus fines. Sin perjuicio de lo anterior, los trabajadores portuarios podrán postular y allegar los antecedentes que estimen convenientes de conformidad con las reglas que se señalan más adelante. 


La Comisión estará conformada por dos representantes de la Subsecretaría del Trabajo, uno de los cuales será designado presidente; dos representantes de la Subsecretaría de Previsión Social; dos representantes del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones y un representante de la Dirección del Trabajo. Todos los miembros serán designados por los respectivos jefes de servicio, mediante resolución exenta.


La Comisión deberá contar con una secretaría, encargada de la recepción de las postulaciones, atención de los postulantes y demás labores de apoyo que los integrantes de la Comisión le soliciten.


El procedimiento de funcionamiento interno y las demás normas para garantizar el adecuado cumplimiento de las funciones de la Comisión serán determinados mediante resolución interna del  Ministerio del Trabajo y Previsión Social.


Dentro de los sesenta días hábiles siguientes a la publicación en el Diario Oficial de esta ley, la Comisión determinará de oficio los beneficiarios y el monto del beneficio, conforme los registros públicos de que disponga. Los trabajadores portuarios interesados podrán consultar su situación a través de la página web del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. La publicación de la información se realizará resguardando la privacidad de los datos personales del beneficiario.


Los interesados podrán aceptar el beneficio determinado de oficio por la Comisión o presentarse al procedimiento de postulación, sea por el total del monto del beneficio que al postulante crea corresponderle o por la diferencia no otorgada de oficio por la Comisión, mediante el formulario único que se pondrá a disposición en la página web de la Subsecretaria del Trabajo.


En caso de aceptación del beneficio establecido de oficio por la Comisión, el beneficiario deberá presentar a la secretaría de ésta una carta de aceptación, a través del modelo que se pondrá a disposición de los interesados en la página web del Ministerio del Trabajo y Previsión Social. La no aceptación del beneficio dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la publicación de la nómina a que se refiere el inciso decimocuarto, supone la renuncia irrevocable a éste. 


Sin perjuicio de la determinación de los beneficiarios y del monto del beneficio que haga de oficio la Comisión, los trabajadores podrán presentar en cualquier caso su postulación directa al beneficio. 


Las postulaciones deberán ser presentadas dentro del plazo de sesenta días hábiles contado desde que la Dirección del Territorio Marítimo y Marina Mercante entregue a los interesados el certificado a que se refiere el inciso siguiente o dentro de los noventa días hábiles siguientes a la entrada en vigencia de la presente ley, en el caso de los trabajadores portuarios que decidan postular sin ese certificado.


Para efectos de acreditar el cumplimiento de los requisitos para acceder al beneficio y calcular el monto de éste, el trabajador portuario interesado, personalmente o por intermedio de una organización sindical que lo represente, dentro del plazo de treinta días hábiles contado desde la publicación de la presente ley, podrá solicitar a la Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante un certificado que indique la cantidad de turnos que registra en el sistema entre los años 2005 y 2012, detallando el número efectivamente realizado en cada uno de dichos años.


Si transcurrido el plazo a que se refiere el inciso anterior no se solicita el certificado, se entenderá que el trabajador portuario renuncia a acreditar los turnos registrados ante la autoridad marítima, para acceder al beneficio.


La Dirección General del Territorio Marítimo y de Marina Mercante deberá otorgar el certificado solicitado en el plazo máximo de treinta días hábiles contado desde la solicitud, dejando constancia de la fecha de entrega material de éste. Este certificado será gratuito para los efectos de esta ley.


Los trabajadores portuarios que decidan iniciar el proceso de postulación al beneficio podrán acompañar, además del certificado a que se refieren los incisos anteriores, uno o más de los siguientes documentos:


a) Uno o más certificados emitidos por una empresa portuaria o de muellaje que desarrolle funciones dentro de un recinto portuario, en los que se acredite el período en que el trabajador portuario postulante prestó servicios para ellas, en labores comprendidas en el inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo. En este caso, el trabajador postulante deberá adjuntar, además, un certificado de cotizaciones previsionales que respalde la información entregada en cada uno de los certificados que adjunte. Sin este documento adicional no se dará valor al o los certificados otorgados por las empresas.


b) Uno o más contratos de trabajo con una empresa portuaria o de muellaje que desarrolle funciones dentro de un recinto portuario, en los que se acredite prestación de servicios como trabajador portuario permanente en labores comprendidas en el inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo, en jornada completa. En este caso, el trabajador postulante deberá adjuntar, además, un certificado de cotizaciones previsionales que respalde la información entregada en cada uno de los certificados que adjunte. Sin este documento adicional no se dará valor al o los certificados otorgados por las empresas.


c) Actas de fiscalización de la Inspección del Trabajo o sentencia judicial ejecutoriada donde conste que el postulante prestó servicios dentro de un recinto portuario en labores comprendidas en el inciso primero del artículo 133 del Código del Trabajo, para una empresa portuaria o de muellaje, como trabajador eventual o permanente.


d) Certificados emitidos por el Servicio de Impuestos Internos, el Servicio Nacional de Aduanas, el Instituto de Previsión Social, las Mutualidades de Empleadores, la Superintendencia de Pensiones, la Superintendencia de Seguridad Social o cualquier otro documento original que haya sido emitido por organismos oficiales públicos o privados, que permitan acreditar el número de turnos realizados o la cantidad de años como trabajador portuario, sin que dichos documentos sean excluyentes entre sí.


Los trabajadores postulantes al beneficio podrán acompañar una minuta explicativa que ilustre la forma en que dichos certificados o documentos acreditan el número de turnos realizados. La precitada minuta deberá ajustarse al formato que defina previamente la Comisión, el que será puesto a disposición de los postulantes a través de la página web de la Subsecretaría del Trabajo.


La Comisión dispondrá de un plazo de sesenta días hábiles contado desde la recepción de las postulaciones para verificar si el trabajador postulante cumple los requisitos para ser beneficiario y, en su caso, el monto del beneficio.


Si la Comisión no resuelve la postulación dentro del plazo señalado en el inciso anterior, se entenderá que ha sido acogida en base a los turnos indicados por el trabajador en el formulario de postulación.


Determinados por parte de la Comisión los trabajadores portuarios postulantes que cumplen los requisitos para acceder al beneficio y el monto de éste, deberá notificarlo por medio de carta certificada a la dirección indicada en el formulario de postulación. Las organizaciones o personas que hayan sido autorizadas por el postulante para representarlo en el procedimiento de postulación, podrán acceder al resultado de la postulación, notificándose de su resultado en la secretaría de la Comisión. Igual notificación procederá en caso de rechazo del beneficio.


En caso de rechazo, el trabajador podrá deducir por escrito reclamación dentro del plazo de sesenta días hábiles, debiendo comparecer personalmente o a través de la organización que lo represente, según su preferencia. La reclamación deberá presentarse por escrito ante la secretaría de la Comisión.


La reclamación sólo habilitará para subsanar errores vinculados a la evaluación de los antecedentes presentados, sin que puedan allegarse documentos adicionales a la postulación. Sin perjuicio de lo anterior, la Comisión podrá solicitar, de oficio, información adicional al postulante o a instituciones públicas o privadas. La Comisión deberá resolver las reclamaciones dentro de los noventa días hábiles siguientes a su presentación, con los antecedentes de que disponga. La resolución deberá notificarse de la misma forma prevista para la postulación.


En caso de solicitarse información adicional, se suspenderá el plazo previsto para la resolución de la postulación, mientras no se reciba la información solicitada, por el plazo de treinta días, prorrogables por una sola vez. 


Si la Comisión Revisora no resuelve la reclamación dentro del plazo señalado para ello en este artículo, se entenderá que ésta ha sido acogida. 


Los postulantes que decidan no ejercer la reclamación podrán, por sí o a través de la organización que los represente, renunciar al plazo que se encuentre pendiente para interponerla. Esta renuncia deberá ser suscrita por el postulante ante el inspector de la Dirección del Trabajo u otro ministro de fe, en el formulario de renuncia que se pondrá a disposición de los interesados en la página web de la Subsecretaría del Trabajo y deberá presentarse directamente en la secretaría de la Comisión o a través del correo electrónico que se habilite para estos efectos.


Las postulaciones quedarán afinadas una vez que el postulante renuncie al plazo para deducir la reclamación, o transcurra dicho plazo sin que la hubiere interpuesto, o cuando ésta sea resuelta por la Comisión. 


Corresponderá a la Comisión informar a la Subsecretaría del Trabajo los beneficios determinados de oficio y aceptados por los beneficiarios así como las postulaciones afinadas, dentro de los diez días siguientes a que queden en ese estado. Dicha nómina deberá contener el nombre completo, cédula de identidad y monto del beneficio económico que le corresponde a cada beneficiario.


La Subsecretaría del Trabajo, dentro del plazo de cinco días hábiles de recibidos los antecedentes, deberá comunicar a la Tesorería General de la República la orden de pago del beneficio.


Recibida la información señalada en el inciso anterior, la Tesorería General de la República dispondrá del plazo de veinte días hábiles para efectuar el pago del beneficio a los beneficiarios.


Para los efectos del procedimiento de entrega del beneficio económico de que trata este artículo, serán días hábiles todos los días de la semana, con exclusión del sábado, domingo y festivos declarados por ley.


El beneficio sólo podrá ser pagado al beneficiario o sus herederos, cuando corresponda. En ningún caso podrá pagarse a un mandatario u organización que lo represente.


Sin perjuicio de la responsabilidad penal que les corresponda, los trabajadores portuarios o las empresas portuarias o de muellaje que presenten u otorguen documentación falsa en su postulación no podrán acceder al beneficio de este artículo.


El beneficio a que se refiere este artículo no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


Artículo segundo.- Los bonos, asignaciones u otros emolumentos que los trabajadores portuarios de que trata el artículo anterior pudieren estar percibiendo, en virtud de un contrato de provisión de puestos de trabajo u otro tipo de acuerdo colectivo, como compensación por el no uso efectivo de la media hora de colación, no podrán ser modificados sino por acuerdo de las partes, a partir de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, y a falta de acuerdo, pasarán a formar parte de la remuneración del turno respectivo.


Artículo tercero.- Las adecuaciones derivadas de las modificaciones que la presente ley introduce en el Código del Trabajo y en la ley N° 16.744 sobre Accidentes del Trabajo y Enfermedades Profesionales deberán implementarse dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial.


Artículo cuarto.- La modificación de la garantía prevista en la letra a) del artículo 142 del Código del Trabajo no afectará a los Convenios de Provisión de Puestos de Trabajo que hayan sido depositados en la Inspección del Trabajo con anterioridad a la entrada en vigencia de las modificaciones que esta ley introduce en el Código del Trabajo.”.

_________

Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el Día Nacional del Adulto Mayor, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse de la iniciativa de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley precedentemente individualizado, correspondiente al Boletín Nº 7.970-24 y con urgencia calificada de “discusión inmediata”. 


Añade que el principal objetivo de la iniciativa es establecer el 1° de octubre de cada año como el Día Nacional del Adulto Mayor.

Destaca que la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único y tener urgencia de calificación de “discusión inmediata”, aprobándolo en general y en particular por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Espina, Guillier y Quinteros, en los mismos términos en que fuera despachado por la Cámara de Diputados.
- - -


Seguidamente, se pone en votación el proyecto, en general y en particular, que es aprobado por 16 votos a favor.

Votan positivamente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Harboe, Larraín, Letelier, Orpis, Prokurica, Quintana, Tuma y Walker (don Ignacio).


Fundamentan su voto positivo, los Honorables Senadores señor Bianchi y señora Goic.

- - -


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de ley aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Establécese el 1 de octubre de cada año como Día Nacional del Adulto Mayor. En ese día se programarán diversas actividades en todo el país para celebrar y realzar los principios y derechos de los adultos mayores.”.

_________
Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley de Tránsito, en lo que se refiere al delito de manejo en estado de ebriedad causando lesiones graves gravísimas o con resultado de muerte, con informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia

y Reglamento

La señora Presidenta anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto individualizado precedentemente, que tiene el Boletín N° 9.411-15 y urgencia calificada de “suma”. 


Añade que el objetivo principal del proyecto es desincentivar la conducción de vehículos por personas que se encuentren en estado de ebriedad, cuando dicho delito provocare lesiones graves gravísimas o la muerte de la víctima.

Resalta que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento discutió la iniciativa solamente en general, aprobando la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Araya, De Urresti, Espina, Harboe y Larraín.
- - -


La Mesa pone en discusión en general el proyecto y otorga la palabra a los Honorables Senadores señores Harboe y Espina.

Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 19 votos a favor.

Votan favorablemente, los Honorables Senadores señoras Allende, Goic y Pérez San Martín y señores Araya, Bianchi, De Urresti, Espina, García, García-Huidobro, Guillier, Harboe, Lagos, Larraín, Montes, Orpis, Prokurica, Tuma, Walker (don Ignacio) y Zaldívar. 
- - -


Concluida la votación, hace uso de la palabra la señora Ministra Secretaria General de la Presidencia.
- - -


Queda terminada la discusión de este asunto.


El texto del proyecto aprobado en general es el que se contiene en el primer informe de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, el cual se inserta íntegramente en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.

- - -


Enseguida, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

_________
INCIDENTES


El señor Secretario General informa que los Honorables Senadores señores De Urresti, Matta y Navarro, han requerido que se dirijan oficios, en sus nombres, a las autoridades y en relación con las materias que se consignan, de manera pormenorizada, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre de los Senadores indicados, en conformidad con el Reglamento del Senado.
- - -


Hacen uso de la palabra, los Honorables Senadores señores Prokurica (en el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional) y García-Huidobro (en el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente e Independiente), quienes se pronuncian -o solicitan el envío de oficios- en relación con las materias que se consignan, detalladamente, en la correspondiente publicación oficial del Diario de Sesiones del Senado.


El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados por los mencionados Senadores, en conformidad con el Reglamento del Senado. 


Se deja constancia de que no hacen uso de su tiempo los Comités Partido Socialista; Independientes y Partido Movimiento Amplio Social; Partido por la Democracia e Independiente, y Partido Demócrata Cristiano e Independiente.

- - -


Se levanta la sesión.
MARIO LABBÉ ARANEDA

Secretario General del Senado

D O C U M E N T O S

1

PROYECTO DE LEY, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE MODIFICA EL CÓDIGO PENAL EN RELACIÓN CON LA FIGURA DEL SECUESTRO EXPRÉS

(9.167-25)


Oficio Nº 11.432


VALPARAÍSO, 19 de agosto de 2014

Con motivo de la moción, informes y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha aprobado el proyecto de ley que modifica el Código Penal, en relación con la figura del secuestro exprés, originado en una moción de los diputados señores Matías Walker Prieto, Ricardo Rincón González, Jorge Sabag Villalobos, Gabriel Silber Romo y Arturo Squella Ovalle, la diputada señora Marcela Sabat Fernández, la exdiputada señora María Angélica Cristi Marfil, y los exdiputados señores Alfonso De Urresti Longton y Felipe Harboe Bascuñán, correspondiente al boletín N°9167-25, del siguiente tenor:

PROYECTO DE LEY:
“Artículo único.- Incorpórase en el Código Penal el siguiente artículo 456 ter:

“Artículo 456 ter.- En los delitos de robo con violencia o intimidación constituirá circunstancia agravante la retención de la víctima por un lapso mayor a aquel que resulte necesario para la consumación del delito.”.”.

Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Aldo Cornejo González, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkič, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE AUMENTA DOTACIÓN DE PERSONAL DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIONES DE CHILE; MODIFICA ESTATUTO DE SU PERSONAL Y MODIFICA EL DECRETO LEY N° 2.460, DE 1979, LEY ORGÁNICA DE LA POLICÍA DE INVESTIGACIONES

(9.373-25)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar respecto del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la señora Presidenta de la República.





Cabe destacar que esta iniciativa de ley fue discutida sólo en general, en virtud de lo dispuesto en el artículo 36 del Reglamento del Senado.





Se hace presente que de acuerdo con lo dispuesto por la Sala, el proyecto de ley debe ser conocido por la Comisión de Hacienda, en su caso, durante el segundo trámite reglamentario.





A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Ministro del Interior y Seguridad Pública señor Rodrigo Peñailillo, el Jefe de la División de Investigaciones de ese Ministerio, señor Jaime Rojas; el Director General de la Policía de Investigaciones, señor Marcos Vásquez, el Jefe de Personal Prefecto Inspector, señor Víctor Donoso, la Abogada de la Dirección General de esa Institución señora Consuelo Escudero; el Jefe de División de la Subsecretaría de Prevención del Delito señor Marco Venegas, y la Analista de la Dirección de Presupuestos, señora Susan Ortega.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Ampliar la capacidad de la Policía de Investigaciones ante los mayores requerimientos de seguridad de la sociedad, y lograr una mejor coordinación de la institución con la autoridad política encargada del orden y seguridad pública.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS


1.- Ley N° 19.586, que establece las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile.

2.- Decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile.


3.- Decreto ley N° 2.460, de 1979, Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile. 

II.- ANTECEDENTES DE HECHO


El Mensaje que da origen al presente proyecto de ley recuerda que, tal como se hace presente en la iniciativa legal que aumenta las plazas de Carabineros de Chile en seis mil nuevos efectivos, la actual Administración ha constatado que las políticas de seguridad ciudadana necesitan ser modificadas tanto desde una perspectiva cuantitativa como cualitativa. 


Desde el punto de vista cuantitativo, expresa, las crecientes necesidades de seguridad de la población, especialmente de las personas de más escasos recursos, exigen una mayor eficiencia en el despliegue de efectivos y en las investigaciones policiales, así como en la ejecución de los programas de prevención del delito existentes en el país. En materia de orden y seguridad pública, continúa el Mensaje, la percepción ciudadana es un elemento indicativo de la existencia de un problema, y el Programa de Gobierno asume que hay un desequilibrio territorial y social en la protección policial y recoge la necesidad de lograr una mayor cercanía del personal operativo con la población. En cumplimiento del referido Programa de Gobierno el proyecto propone un aumento de mil doscientos cargos para la Planta de Oficiales en el Escalafón de Oficiales Policiales, cargos del Alto Mando y de Oficiales Policiales Profesionales de línea.


Desde una óptica cualitativa, la seguridad ciudadana requiere ser abordada integralmente y como un derecho social que, como parte del deber de los órganos del Estado de buscar el bien común, permita el desarrollo de los proyectos de vida y la mayor realización posible de todos los miembros de la sociedad, ya sea material o espiritualmente. De esta forma, de acuerdo al Mensaje, la seguridad se concibe como un derecho-soporte de otras posibilidades que no se fundamenta sólo en la capacidad de coacción, intimidación y penalización del Estado, sino que se basa en el perfeccionamiento de una cultura de convivencia ciudadana en condiciones de tolerancia, solidaridad y respeto de las diferencias, en un entorno crecientemente igualitario.


Entendiendo de esta forma la seguridad, -según el Mensaje- la seguridad se supedita a supuestos del estado social de derecho, es condición de la democracia, es parte de la búsqueda del bien común, y constituye un instrumento funcional al desarrollo social y resguardo de los derechos fundamentales. 


En ese contexto debe realizar sus actuaciones la Policía de Investigaciones de Chile, como una entidad destinada a satisfacer las necesidades de seguridad de la población con respeto a la ley y a los derechos fundamentales, constituyendo sus funciones esenciales las de garantizar la tranquilidad pública y el respeto de la ley y el orden, así como las de prevenir y combatir la delincuencia. 


Para cumplir de buena forma con lo señalado, la institución debe contar con una Planta de Profesionales, Científicos y Técnicos que se proyecte hacia el futuro como una organización de alto rendimiento, socialmente rentable y que entregue servicios de calidad que puedan ser medidos sobre la base de resultados efectivos, desplegando su capacidad en todo el territorio nacional por medio de sus diferentes divisiones, incorporando estrategias policiales eficaces que puedan ser ejecutadas por su personal.  


La Institución está cumpliendo un plan de modernización y profesionalización de la función policial orientado a dar respuesta a los desafíos existentes, lo que constituye un imperativo para el logro del bien común y lograr estándares de excelencia en la prestación de seguridad pública y justicia en el Chile del Siglo XXI.


El proceso modernizador requiere de una permanente inversión en capital humano, siendo imperioso el incrementar la dotación de la Policía de Investigaciones de Chile particularmente en lo que se refiere a los policías de línea. Además, el proyecto propone regularizar los nombramientos por glosas presupuestarias, cursar ascensos pendientes por falta de cupos en la planta y normalizar la carrera funcionaria, todo lo cual tendrá un efecto directo sobre la calidad del trabajo policial en terreno y de la investigación criminal. 


Continúa el Mensaje señalando que los objetivos principales del proyecto en informe son los siguientes: 


Uno) Entregar sustentabilidad y aumentar la gestión operativa de la Policía de Investigaciones de Chile. 


Dos) Incrementar la coordinación de la Institución con la autoridad política, con el objeto de hacer operativa una acción policial eficiente. 


Para cumplir tales objetivos la iniciativa propone aumentar los efectivos en la Policía de Investigaciones de Chile; modificar el decreto con fuerza de ley N° 1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, y el decreto ley N° 2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, y regular el incremento gradual de los nuevos cargos. 

III.- ESTRUCTURA DEL PROYECTO

La iniciativa de ley en informe consta de tres artículos permanentes y ocho normas transitorias. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, el Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Rodrigo Peñailillo, señaló que la iniciativa constituye una de las medidas prioritarias en materia de seguridad pública de la actual Administración, que propone básicamente un aumento de mil doscientos nuevos efectivos para la Policía de Investigaciones durante los próximos cuatro años, proyecto que es producto del trabajo realizado con esa Institución y se enmarca dentro de las cincuenta y seis medidas que el Ejecutivo comprometió para los primeros cien días de su mandato. De acuerdo a ello, se propone modificar la ley N° 19.586, que fija las plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, el decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Defensa Nacional, de 1980, sobre Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones, y la Ley Orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, contenida en el decreto ley N° 2.460, de 1979.


Destacó que las nuevas realidades que presenta el delito y la violencia hacen necesarias nuevas formas de enfrentar tales fenómenos sociales, por lo que el Ejecutivo, dentro del esquema del Estado unitario reconocido en la Constitución Política, ha colocado el énfasis en el fortalecimiento de lo local, construyendo en las regiones, provincias y comunas planes y ofertas programáticas adaptadas a su propia realidad territorial. En respuesta a las crecientes necesidades de seguridad que experimenta la población se propone un mayor despliegue de efectivos de Investigaciones, lo que también tiene en consideración el proyecto que aumenta en seis mil plazas la dotación de Carabineros de Chile, que se encuentra en actual trámite ante la Cámara de Diputados. 

Recordó que la desigualdad también se expresa en materias de seguridad ciudadana puesto que hay un desequilibrio territorial y social en las coberturas de la protección policial, por lo que se busca establecer una mayor cercanía del personal policial operativo con la población. 

Desde un punto de vista cualitativo destacó que la seguridad debe ser abordada de forma integral, esto es como un derecho social provisto por el Estado que permite el desarrollo de los proyectos de vida y la máxima realización de todos y cada uno de los miembros de la comunidad. Agregó que el día 19 de agosto en curso se dará a conocer un plan estratégico para los próximos cuatro años, que contiene una agenda legislativa definida, un presupuesto para esos cuatro años, planes y programas orientados a fortalecer el rol de lo local en el combate al delito, así como a las instituciones policiales en el área de la prevención y control de la delincuencia.


Agregó que la Policía de Investigaciones de Chile es una Institución de carácter profesional y científica que está llevando a cabo un proceso de modernización y profesionalización de la función policial, para dar respuesta a los nuevos desafíos. Ello implica aumentar la dotación del recurso humano y fijar una nueva planta del personal que permita responder a las exigencias ciudadanas de mayor seguridad pública, incluyendo la creación de escalafones profesionales para peritos, lo que constituye un esfuerzo adicional no contemplado originalmente en el Programa de Gobierno pero que satisface una necesidad detectada gracias al estudio realizado junto a Investigaciones, que permitirá regularizar un área de gran importancia en su quehacer, que durante años no se había abordado.


Expresó que el proyecto modifica los requisitos de ingreso a la PDI adaptándolos a los actuales requerimientos procesales penales y a los requisitos de ingreso del conjunto de la Administración Pública, regulariza los nombramientos efectuados en virtud de glosas presupuestarias y, a su turno, permite cursar ascensos pendientes por falta de cupos normalizando así el correcto funcionamiento de la carrera funcionaria, todo lo cual repercutirá en la calidad del trabajo en terreno y en la capacidad de la investigación criminal.


Manifestó que el trabajo bien hecho y la investigación policial seria y profesional produce resultados, de lo cual son un ejemplo dos importantes operaciones antidroga realizadas por la PDI en los últimos días, denominadas Chapiquilta y Capricornio, que significaron sacar de circulación aproximadamente tres mil ochocientos kilos de droga, y que generan gran alarma al comprobarse que estaban completamente destinadas al  consumo interno.  Estos resultados dejan de manifiesto que el trabajo en conjunto, articulado y coordinado permite enfrentar con eficacia al delito y a las organizaciones criminales. Señaló que con un presupuesto adicional, durante el año en curso se está iniciando el plan microtráfico cero, plan especializado de la PDI destinado a combatir tal flagelo, para lo cual se está capacitando al personal, comprando la tecnología necesaria y realizando las inversiones requeridas para su puesta en práctica en todo el territorio nacional, esperando que a fines de septiembre o principios de octubre estén operando los primeros equipos de trabajo en una materia de gran preocupación ciudadana. 


Señaló que con las distintas Instituciones y Poderes del Estado unidos es posible enfrentar la violencia y el delito y cumplir con el anhelo compartido de brindar mayor seguridad a la población.


Finalmente, solicitó a la Comisión que, de acuerdo a las consideraciones expuestas, la materia sea tratada con celeridad, sin perjuicio de las consideraciones políticas que legítimamente puedan existir sobre el tema.

A continuación el Director General de la Policía de Investigaciones, señor Marcos Vásquez, explicó que la institución tienen por misión principal el garantizar la tranquilidad pública y el respeto de la ley, combatir la delincuencia y mantener el orden en la sociedad, para lo cual la PDI se mantiene en un constante proceso de modernización.





Destacó que la Policía de Investigaciones de Chile es muy valorada por la sociedad, lo que se demuestra, por ejemplo, por el número de postulantes a la institución que en el último año alcanzó un total de seis mil cuatrocientas personas, para los cuatrocientos noventa cupos existentes.  





Indicó que la PDI tiene cuatro grandes áreas de trabajo: 1) La investigación criminal, que constituye el área principal; 2) La prevención estratégica destinada a evitar que se cometan los delitos, donde se inserta, por ejemplo, la lucha contra el narcotráfico mediante las operaciones de incautación como las antes referidas; 3) El control migratorio y seguridad internacional, y 4) La seguridad pública y ciudadana, como una de las instituciones que trabaja en ese campo.





Señaló que en materia de planta la PDI se encuentra actualmente sujeta a la ley N° 19.586, del año 1998, que contempla una dotación de 3.988 oficiales policiales profesionales de línea la que, por la aprobación de glosas de los años 2008 a 2014 se incrementó en 230, 110, 129, 230, 211, 220 y 197 detectives, respectivamente, alcanzando a un total de 1.327 funcionarios nombrados de esa forma. Además, mediante la ley N° 20.642 se crearon 862 nuevos cargos para el grado de Subinspector, lo que permitió ascender, por una vez, al personal que ya cumplía los requisitos para ello.  Agregó que ese positivo aumento de dotación, al realizarse en forma inorgánica, ha impedido los ascensos y regularizar la carrera funcionaria del personal, lo que se lograría en forma gradual mediante la aprobación de la presente iniciativa.





Precisó que la situación actual impide el ascenso de personal que cumple todos los requisitos hace dos, tres, cuatro o cinco años, afectando a 154 detectives, 588 subinspectores, 758 inspectores y 333 subcomisarios, lo que significa que 2.088 oficiales policiales profesionales de línea de esos grados, que mayoritariamente cumplen funciones operativas, se encuentren con sus ascensos pendientes.





Expresó que la iniciativa considera 1.200 cupos nuevos para oficiales policiales profesionales de línea, y regulariza la situación de 256 detectives nombrados por glosa. Explicó que se crean 8 nuevos cupos para el alto mando que hoy conforman 19 Oficiales Generales, con el propósito que en cada región exista un Oficial General al igual que en las direcciones de las jefaturas nacionales de mayor importancia, como la Jefatura Nacional Antinarcóticos, de Crimen Organizado, de Homicidios o de Delitos Económicos, por ejemplo. 





Agregó que en el alto mando existe un cargo de Director General, que se mantiene, 3 de Prefecto General que se aumentan a 5, y 15 de Prefecto Inspector, que se aumentan a 21.  Indicó que las plazas de Oficiales Policiales Profesionales de Línea pasan de los 4.850 actuales a 6.306, los que sumados a los profesionales universitarios con que cuenta la PDI le permitiría gradualmente alcanzar los estándares internacionales. 





Informó que el proyecto rebaja a 1.351 los cargos de subinspector, que por efectos de la ley N° 20.642 se había incrementado hasta 1.762, lo que es parte de un diseño orgánico que permitirá en el futuro que todos los Oficiales Policiales Profesionales de línea cuenten con una carrera funcionaria.





En síntesis, el proyecto incrementa en 1200 los cupos para oficiales policiales profesionales de línea, regulariza la situación de 256 detectives nombrados por glosa presupuestaria y permite el ascenso de 2.088 oficiales policiales profesionales de línea que han excedido largamente los años requeridos para ello.





Respecto de las modificaciones del Estatuto del Personal, señaló que se propone sustituir el requisito de ingreso consistente en “tener idoneidad moral” por el de “cumplir con los requisitos de ingreso a la Administración del Estado”, y que también se elimina el impedimento de ingreso consistente en que el postulante “se halle declarado reo”, cambios que persiguen una adecuación normativa desde el punto de vista sistémico, y la adecuación a las normas constitucionales de acceso a la Administración y de protección de los derechos de las personas. 




En cuanto a las enmiendas relativas a su Ley Orgánica, indicó que las principales consisten en establecer que la determinación de la dotación máxima de ingreso de alumnos al primer año se hará por decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, para evitar nuevos incrementos mediante glosas presupuestarias; determinar que corresponderá al Director General resolver sobre la entrega de la información que requiera el Ministerio del Interior y Seguridad Pública por intermedio del Subsecretario del interior, y hacer obligatorio el informar sobre la delegación de facultades del Director General, al igual que sobre la contratación de trabajadores a jornal. 





Enseguida se refirió al trabajo de la Policía de Investigaciones, haciendo presente que el proyecto entrega sustentabilidad operativa ante los nuevos requerimientos del sistema de justicia, que se han incrementado en un 74,5% desde el año 2007; permite enfrentar las actividades ilícitas emergentes, como las derivadas de la trata de personas, del ciber crimen, o el surgimiento de sectas. Además, permite fortalecer la innovación (Plan de Análisis Criminal, Plan Comunal Antidrogas e Investigación Científica y Tecnológica de última generación), y alcanzar una mejor coordinación y vinculación con la autoridad política. 





Respecto de los controles migratorios manifestó que el 99,6% de ellos los realiza la PDI, y que es una demanda creciente como lo demuestra el 33,88% de incremento que ha experimentado el control de entradas y salidas del país desde el año 2007 a la fecha, lo que demanda mayor capacitación y trabajo, por ejemplo, para evitar problemas con la nueva visa que opera para ingresar a Estados Unidos de América.





Señaló que el despliegue operativo de la PDI explica la existencia de 98 Brigadas de Investigación Criminal, con presencia en el 28% de las comunas pero con capacidad para atender todo el territorio nacional, al igual que la Brigada de Investigación Criminal Móvil, 192 unidades especializadas y 16 Laboratorios de Criminalística, y resaltó la importancia de dichos laboratorios haciendo presente que la prueba científica que realizan los peritos es una evidencia central en el juicio oral, que debe ser objeto de una adecuada custodia para salvaguardar su valor probatorio y credibilidad en un proceso contradictorio. Agregó que los peritos concurren al sitio del suceso de los delitos, cumplen turnos para contar con ellos las 24 horas del día, y asumen los mismos riesgos del personal policial profesional.





De los peritos de Investigaciones, continuó, 143 se encuentran en cargos de planta y 334 en situación de contrata, siendo imperioso para la PDI que esos profesionales universitarios pasen a ser funcionarios de planta, pues ellos cuentan con gran experiencia, en algunos casos por al menos 10 años.  Expresó que el proyecto soluciona el problema creando un Escalafón Profesional de Peritos con seiscientos cargos distribuidos en seis grados, con un diseño de carrera policial que permitirá ascensos en el futuro.  Además, esa planta permitirá incorporar 123 nuevos peritos en un plazo de 4 años. 


Cabe hacer presente que el Director General de la Policía de Investigaciones acompañó su intervención con una presentación sobre el proyecto en informe y los efectos esperados para la institución a su cargo,  que se adjunta al presente informe. 





Finalizadas las exposiciones el Honorable Senador señor Quinteros consultó por las razones que explican la supresión de algunos cargos y por la cantidad de efectivos que hoy tiene la Policía de Investigaciones, pues de acuerdo a las cifras de incremento de las actividades que se acompaña a la presentación del proyecto pareciera que se requieren más policías para cubrir las necesidades regionales, provinciales y comunales en materia de prevención y protección de la seguridad ciudadana.





Señaló que el problema de mantener dotaciones de funcionarios públicos en situaciones de contrata es bastante generalizado, y que se alegra y comparte el propósito de incorporar a la planta al personal que ha trabajado por años en Investigaciones, que cumpliendo todos los requisitos legales para incorporarse a ella se han visto impedidos de hacerlo sólo debido a la inexistencia de las vacantes necesarias.





Finalmente consultó por la situación de aquellas personas con estudios técnicos que son peritos de investigaciones desde hace muchos años.





A continuación el Honorable Senador señor Bianchi manifestó que el proyecto soluciona el problema de los funcionarios que no han podido ascender pese a cumplir con los requisitos para ello, así como la situación del personal que está a contrata exclusivamente por no existir cupos en la actual planta, lo cual determina cierto grado de urgencia en su despacho.  Expresó que la Policía de Investigaciones de Chile es una institución de prestigio a nivel internacional, que capacita a funcionarios de otros países, tanto en el extranjero como en Chile, lo que constituye, a su juicio, un orgullo para el país. 




Reiteró que la aprobación del proyecto permitirá brindar mayor protección a la población, sin perjuicio de lo cual hizo presente que existen comunas que no cuentan con cuarteles de dicha policía y que en muchas ocasiones funcionarios de Investigaciones deben trasladarse a cumplir sus labores en condiciones difíciles o con escasos medios, por lo que solicitó al Ejecutivo tener presente la necesidad de que el aumento de la planta del personal sea acompañado del necesario incremento de la infraestructura y de los medios de la Policía de Investigaciones. 




Finalmente, consultó sobre la posibilidad de controlar el traslado de personas con causas penales pendientes dentro del territorio nacional, conociendo la nómina de pasajeros de los aviones, por ejemplo, fenómeno que parece ser más frecuente hacia las zonas extremas. 

 



El Honorable Senador señor García Huidobro señaló su opinión favorable a la iniciativa en estudio, sin perjuicio de lo cual expresó que la VI Región es una de las zonas más desprotegidas en materia de personal de la Policía de Investigaciones de Chile, pues tiene una de las tasas más bajas del país de funcionarios en relación a su población, consultando si con el incremento de planta propuesto se equilibrará su situación con la de otras regiones con mayor dotación proporcional.





Además, también solicitó ser informado de si esta ley irá acompañada del presupuesto necesario para incrementar la infraestructura de la PDI, sus cuarteles y la incorporación de las tecnologías más modernas para el desarrollo de sus funciones, haciendo presente que estima indispensable que ello ocurra para alcanzar el objetivo tenido en vista al presentar el proyecto en informe.





El Honorable Senador señor Espina expresó que durante muchos años ha conocido el trabajo de la Policía de Investigaciones de Chile, el cual merece su mayor reconocimiento porque en el ejercicio de sus atribuciones, que muchas veces limita sus reales posibilidades de investigar, alcanza un elevado estándar y es positivamente evaluada por la ciudadanía. 





Señaló que comprende la urgencia que existe por despachar el proyecto, sin perjuicio de lo cual, y sin que ello sea obstáculo para su aprobación, solicitó que se remita la siguiente información:





1) Cómo está compuesta la dotación de la Policía de Investigaciones en cada una de las regiones y la competencia que cada una de sus unidades tiene dentro de ellas, expresando los criterios utilizados para destinar los recursos humanos y los medios materiales, pues comprende que la población es sólo un parámetro que puede ser secundario ante otros como la tasa de criminalidad. En este mismo orden, solicitó al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública que remita información sobre las unidades policiales que requiere la Policía de Investigaciones de acuerdo a las necesidades del país, a fin de buscar una solución a un problema que entiende como parte de una política de Estado y no como un tema de confrontación política.





2) El número de personas que tienen orden de detención pendiente y se encuentran prófugas, separadas de acuerdo a los delitos de mayor entidad o connotación social, distinguiendo, por ejemplo, entre robo con violencia o intimidación en las personas, homicidios, etc. 




3) Respecto de las modificaciones propuestas para los requisitos de ingreso que contempla el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones señaló que no le merece objeciones el sustituir el requisito de “tener idoneidad moral” por el de “cumplir los requisitos de ingreso a la Administración Pública”. 





Sin embargo, agregó, la segunda enmienda merece una mayor reflexión. En la actualidad no puede optar a un cargo de la Policía de Investigaciones, entre otros, “el que ha sido condenado o se halle declarado reo por resolución ejecutoriada en proceso por crimen o simple delito de acción pública”, lo que se propone reemplazar por el impedimento de postular para quien “ha sido condenado por sentencia ejecutoriada por crimen o simple delito”.  





Si bien la modificación ya no se refiere sólo a los crímenes y simples delitos de acción pública sino que a cualquier delito, solicitó conocer las razones que explican que la modificación proponga únicamente sentencias ejecutoriadas por tales ilícitos sin considerar a las personas acusadas por ellos, situación de igual gravedad que la antigua declaratoria de reo. Agregó que concuerda en no considerar una mera formalización, que es el acto por el cual el Ministerio Público notifica a la persona ante el tribunal de Garantía que está siendo investigada por un determinado hecho, sino que su duda surge respecto de las personas a las cuales el Ministerio Público formula acusación para llevarla a juicio ante el Tribunal Oral.   





Agregó que la propia Constitución Política da un trato distinto al acusado en el artículo 16 N° 2, por ejemplo, que expresa “El derecho a sufragio se suspende (…) por hallarse la persona acusada por delito que merezca pena aflictiva o por delito que la ley califique como conducta terrorista”.  Es decir, agregó, y sin que importe desconocer la presunción de inocencia, si es posible dar un trato distinto al acusado respecto del ejercicio de su derecho a sufragio pareciera incluso de mayor relevancia el suspender en igual circunstancia su habilidad para postular o ingresar a la Policía de Investigaciones, que es precisamente una de las instituciones encargadas de practicar la investigación que el Ministerio Público dirige contra el postulante y, según la enmienda propuesta, eventual funcionario de la misma institución policial.





4) Respecto de la forma de entregar la información al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, consultó al Director General sobre la posibilidad de unificar las bases de datos policiales de manera que sea compartida entre las policías, Ministerio del Interior y Seguridad Pública y Tribunales. 





5) Significado de la mayor coordinación con la autoridad política. 




El Honorable Senador señor Zaldívar expresó que en primer término quería respaldar la solicitud de antecedentes realizada. En relación al proyecto, manifestó que la propuesta es concordante con una política permanente tendiente a incrementar la dotación policial tanto de Carabineros como de Investigaciones de Chile, sin perjuicio de lo cual es interesante conocer los criterios que se utilizan para asignar los recursos humanos y materiales en las distintas regiones, coincidiendo en que no tiene que existir necesariamente una relación directa con el número de habitantes.





Destacó la positiva experiencia que se ha producido en la Policía Investigaciones a raíz de la incorporación, hace algunos años, de profesionales a la institución, estimando adecuada la creación de una planta paralela que permita una carrera funcionaria para ese personal que desarrolla funciones esenciales y propias de Investigaciones.





Señaló que debido a incrementos previos de la planta se ha producido un estancamiento de sus funcionarios en algunos grados, frustrando sus posibilidades de ascenso y de contar con una carrera funcionaria pese a cumplir con los requisitos para ello, lo que destaca la conveniencia de realizar una modificación global de las plantas de la PDI tal como lo propone la iniciativa en informe.





En resumen, manifestó concordar con el propósito del proyecto de incrementar los cargos de la actual planta, de establecer una planta paralela para profesionales especialistas incorporados exitosamente hace algunos años, de permitir los ascensos que no ha sido posible cursar en la actual situación, y de crear las condiciones para que los funcionarios de la Policía de Investigaciones puedan desarrollar su carrera funcionaria, lo cual redunda en un mejor trabajo policial que, en definitiva, incrementa la seguridad en beneficio de toda la población.





El señor Director de la Policía de Investigaciones, en respuesta a la consulta del Honorable Senador señor Quinteros, expresó que tanto los oficiales profesionales de línea como los profesionales universitarios son genéricamente detectives, pero que los 300 alumnos que egresan anualmente de la Escuela de Investigaciones pasan a tener el grado de detectives y cursan sus especialidades a poco de egresar, por lo que en la práctica el primer grado operativo corresponde al de subinspector.





Respecto de los profesionales señaló que a todos ellos se les exige un título profesional de carreras de al menos ocho semestres de duración cursadas en una universidad o instituto reconocido por el Estado, requisito que cumplen quienes ingresan como peritos profesionales. Además, existen peritos técnicos, que son especialistas de carreras de cuatro semestres que no cumplen los requisitos para ingresar al Escalafón de Peritos Profesionales, al que sólo podrían ingresar al igual que en toda la administración pública cursando carreras de a lo menos ocho semestres. En la actualidad, agregó, los peritos con estudios técnicos que se encuentran en la planta lo están en cargos de técnicos, sin que el proyecto altere su situación.  





Respecto de la información solicitada sobre la dotación de personal en las regiones, expresó que la PDI no tiene que estar en todas las comunas sino que debe tener capacidad de despliegue, sin perjuicio de lo cual en regiones como Aysén o Magallanes por razones de soberanía, entre otras, hay más detectives que los habituales de acuerdo a los estándar internacionales que consideran un investigador policial cada mil ochocientos o dos mil habitantes. Expresó que en la VI Región hay un investigador policial cada 3.800 habitantes, lo que se explica por la carga laboral, la posibilidad de obtener apoyo desde Santiago o por los distintos requerimientos del Ministerio Público.  No se trata de un problema de centralismo, lo que se manifiesta, por ejemplo, en que las Regiones del Bío-Bío y de Valparaíso cuentan con 1000 funcionarios y Santiago con 2.500, sin que exista relación directa con el número de habitantes.





En relación a la situación de La Araucanía, expresó que cuenta con muchas unidades policiales y que se ha incrementado el personal de inteligencia, se ha creado una Brigada de Delitos Especiales que cuenta con los medios y la coordinación necesaria tanto con el Ministerio Público como con Carabineros de Chile.  





Respecto de los proyectos de infraestructura, indicó que como institución no tienen recursos para ello pero que cuentan con convenios de programación con los Gobiernos Regionales.  En cuanto a los prófugos de la justicia, informó que cuentan con los datos y que anualmente se establecen metas de reducción, priorizando la captura de quienes tienen más órdenes de detención pendientes. Expresó que la Institución posee una base de datos que mantiene información desde hace 35 años, y que el propietario de la información y quien tendría que autorizar su entrega es el que la genera, en este caso los tribunales. Agregó que existe la intención de crear un banco unificado de datos, para lo cual se requiere de la previa actualización de los existentes. Así, por ejemplo, se eliminaron 14000 órdenes de aprehensión pendientes que no contenían información de descarte y provocaban la detención de personas debido a alcances de nombres, proceso que ha permitido que en la actualidad quién es detenido en los pasos fronterizos sea efectivamente la persona respecto de la cual se emitió dicha orden.





Sin perjuicio de lo expuesto, agregó, remitirá la información sobre órdenes de aprehensión por los delitos de mayor connotación, haciendo presente que ella corresponde a la generada por el sistema antiguo y el de la reforma procesal penal.





En relación a los problemas de la infraestructura, señaló que constituye un tema relevante para la institución, pero que al carecer de un presupuesto propio para ello no les es posible satisfacer los requerimientos de las comunidades que transmiten los Honorables señores Senadores, resaltando que los recursos se requieren no sólo para construir o adquirir cuarteles sino que también para mantener las instalaciones. 





En cuanto a los requisitos de ingreso, señaló que la Policía de Investigaciones de Chile realiza un exhaustivo examen de todos sus postulantes para garantizar que sus funcionarios puedan cumplir el mandato constitucional y legal de la institución, y que previa autorización se investiga su entorno más próximo.  Indicó que al eliminar  “estar declarado reo” no se sustituyó por “estar formalizado” debido a que esto último sólo significa que la persona está siendo investigada, situación en que se puede encontrar cualquier persona inocente sea o no funcionario público, y que sólo corresponde adoptar alguna medida cuando esa etapa termina y eventualmente se dicta una condena, lo que no ocurre en la mayoría de los casos. 





Sobre el número de efectivos en todas las regiones, indicó que se ha realizado un esfuerzo importante por tener mayor dotación en todas ellas, superando los estándares internacionales en las zonas aisladas, como es el caso de Aysén y de Magallanes. 




Por último, en relación a la posibilidad de tener acceso a las nóminas de las personas que viajan en movilización pública dentro del país, para cruzar esa información con la de aquellas que tengan causas pendientes, órdenes de arresto o detención por cualquier motivo, indicó que en el evento que fuera posible obtener oportunamente esos antecedentes sería obligatorio actuar de inmediato distrayendo esfuerzos humanos y recursos materiales en su captura que se restarían de los destinados a la persecución de los condenados. Además, expresó, es necesario tener presente que la ley regula el control de identidad, sin estar permitido a la policía el requerir la identidad de las personas sin fundamento. 




Finalmente, el señor Ministro del Interior y Seguridad Pública reiteró que se trata de un proyecto de gran importancia en el cual se ha decidido realizar un esfuerzo superior al considerado al elaborar el programa de gobierno, para solucionar los problemas que ha experimentado la carrera funcionaria de las policías como consecuencia de incrementos inorgánicos de dotación. 

- - -




- Cerrado el debate y sometido a votación en general, el proyecto fue aprobado por los Honorables Senadores señores Bianchi, Espina, García Huidobro, Quinteros y Zaldívar.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


A continuación, se transcribe literalmente el texto del proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, y que vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización os propone aprobar en general:

PROYECTO DE LEY:


“Artículo 1°.- Modifícase el artículo 1° de la ley N° 19.586, que establece las Plantas de la Policía de Investigaciones de Chile, de la siguiente forma:

1) Auméntase en la Planta de Oficiales, en el Escalafón de Oficiales Policiales, los cargos correspondientes al Alto Mando y a los Oficiales Policiales Profesionales de Línea, en los siguientes empleos y grados:

I. PLANTA DE OFICIALES

A. Oficiales Policiales

Alto Mando

	Grado
	        Nombre del empleo
	N° de cargos

	2
	Prefecto General
	2

	3
	Prefecto Inspector
	6


B. Oficiales Policiales Profesionales de Línea

	5
	Prefecto
	12

	7
	Subprefecto
	75

	8
	Comisario
	309

	9
	Subcomisario
	756

	11
	Inspector
	715



2) Establécense en 1.351 los cargos de Subinspector, grado 12, en la Planta de Oficiales, en el Escalafón de Oficiales Policiales.


3) Intercálase una nueva letra A.- en el numeral “II. PLANTA DE APOYO CIENTÍFICO – TÉCNICO”, pasando la actual letra A a ser B, adecuándose el orden correlativo de las demás letras:

“A.- PROFESIONALES – PERITOS

	Grado
	Nombre del empleo
	N° de cargos

	4
	Profesional perito
	10

	5
	Profesional perito
	 26

	6
	Profesional perito
	 83

	7
	Profesional perito
	110

	8
	Profesional perito
	298

	9
	Profesional perito
	                  73”.



Artículo 2°.- Modifícase el decreto con fuerza de ley N°1, de 1980, del Ministerio de Defensa Nacional, que fija el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, de la siguiente forma:


1) Reemplázanse en el artículo 7° los términos  “II. Planta de Apoyo Científico – Técnico: A.- Escalafón de Profesionales. B.- Escalafón de Técnicos.” por los siguientes:
“II. Planta de Apoyo Científico – Técnico:

A.- Escalafón de Profesionales Peritos.

B.- Escalafón de Profesionales.

C.- Escalafón de Técnicos.”.


2) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese en el inciso primero la expresión “tener idoneidad moral” por la frase “cumplir los requisitos de ingreso a la Administración del Estado”.


b) Sustitúyense en el inciso segundo los términos “o se halle declarado reo por resolución ejecutoriada en proceso por crimen o simple delito de acción pública” por la frase “por sentencia ejecutoriada por crimen o simple delito”.

3) Modifícase el artículo 17 bis A, letra a), en la siguiente forma:


a) Reemplázase la frase “Escalafón de Profesionales” por “Escalafones de Profesionales Peritos y de Profesionales”.


b) Reemplázase la coma final y la conjunción “y” por un punto aparte.


c) Agréganse los siguientes incisos segundo a sexto:


“Adicionalmente, los profesionales peritos deberán cumplir con los requisitos educacionales establecidos en el artículo 18, inciso primero, y los específicos relacionados con actividades de formación, capacitación y perfeccionamiento para el ingreso y desarrollo de la carrera funcionaria que consultará un reglamento contenido en un decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública.


El cumplimiento de los requisitos para ingresar al Escalafón de Profesionales Peritos que puedan contenerse en el reglamento aludido en el inciso anterior podrá acreditarse durante el primer año de servicios del profesional perito que resulte seleccionado en el concurso público correspondiente. No obstante, en casos debidamente calificados por el Director General y aprobados por decreto del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, expedido bajo la fórmula “por orden del Presidente de la República”, podrá autorizarse un período superior para el cumplimiento de dicha exigencia, con un límite de tres años, contado desde el ingreso del profesional a la institución.


El profesional perito referido en el inciso anterior, durante el período allí señalado, tendrá la calidad de funcionario interino conforme a lo dispuesto en el artículo 19, inciso tercero, y durante dicho lapso se mantendrá en la planta la vacante correspondiente, sin que proceda la suplencia. Sin perjuicio de ello, tal profesional perito interino constituirá dotación de la institución y se desempeñará válidamente con todos los derechos y obligaciones funcionarias en las tareas que correspondan al cargo vacante concursado.


Una vez cumplido y aprobado el requisito a que se refiere el inciso tercero, el profesional perito interino será designado titular en el cargo correspondiente, a través de una resolución del Director General.


Si transcurrido el plazo de formación correspondiente el profesional no adquiere la calidad de perito, dejará de pertenecer a la institución por el solo ministerio de la ley.”.

4) Reemplázase en el artículo 32 la expresión “Escalafón de Profesionales” por “Escalafones de Profesionales Peritos y de Profesionales”.


Artículo 3°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto ley N°2.460, de 1979, ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile:

1) Agrégase el siguiente artículo 3° bis:


“Artículo 3° bis.- La dotación máxima de ingreso de los alumnos al primer año de formación en la Escuela de Investigaciones se determinará, a más tardar, el mes de junio de cada año, con vigencia al año siguiente, por decreto supremo del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, expedido por medio de la Subsecretaría del Interior, el que deberá contar con la firma del Ministro de Hacienda.”.


2) Intercálase en el artículo 10 el siguiente número 2, pasando el actual a ser número 3 y los siguientes a asumir la numeración correlativa:


“2.- Entrega de la información que sea requerida por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por medio de la Subsecretaría del Interior, en ejercicio de las facultades conferidas en el artículo 3° de la ley N° 20.502.”.


3) Incorpórase el siguiente inciso tercero en el artículo 11:


“La delegación señalada deberá ser informada al Ministerio del Interior y Seguridad Pública por medio de la Subsecretaría del Interior.”.

4) Agrégase al final del inciso primero del artículo 13, antes del punto aparte, lo siguiente: “e informando de ellas, semestralmente, al Ministerio del Interior y Seguridad Pública, por medio de la Subsecretaría del Interior”.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- Esta ley entrará en vigencia a contar del 1 de enero del año siguiente al de su publicación en el Diario Oficial.


Artículo segundo.- La provisión de los cargos señalados en el artículo 1°, N° 1), de esta ley, se realizará en tres años, de conformidad a la siguiente gradualidad:

I.-   PLANTA DE OFICIALES

A.   Oficiales Policiales

Alto Mando

	Empleos
	Grados
	Año 2015
	Año 2016
	Año 2017

	Prefecto General
	2
	1
	1
	0

	Prefecto Inspector
	3
	3
	2
	1


Oficiales Policiales Profesionales de Línea

	Empleos
	Grados
	Año 2015
	Año 2016
	Año 2017

	Prefecto
	5
	6
	3
	3

	Subprefecto
	7
	37
	19
	19

	Comisario
	8
	155
	77
	77

	Subcomisario
	9
	378
	189
	189

	Inspector
	11
	357
	179
	179



Artículo tercero.- La primera provisión de los cargos del Escalafón de Profesionales Peritos se efectuará a través del reencasillamiento de 143 funcionarios titulares de cargos del Escalafón de Profesionales de la Planta de Apoyo Científico – Técnico y del encasillamiento de 334 funcionarios a contrata asimilados al mismo escalafón, que hayan sido designados peritos de conformidad al artículo 18 del Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile y que se encuentren en servicio a la fecha de publicación de esta ley, de acuerdo a los años de servicios efectivos que, hasta el año 2014, tengan registrados en la institución en los grados que, en cada caso, se indican a continuación:


a) Los que registren veintiséis años de servicios efectivos en la institución, se reencasillarán en grado 4°.


b) Los que registren entre veintitrés y veinte años de servicios efectivos en la institución, se reencasillarán o encasillarán, cuando corresponda, en grado 5°.


c) Los que registren entre diecinueve y quince años de servicios efectivos en la institución, se reencasillarán o encasillarán, cuando corresponda, en grado 6°.

d) Los que registren entre catorce y diez años de servicios efectivos en la institución, se reencasillarán o encasillarán, cuando corresponda, en grado 7°, a excepción de 21 profesionales a contrata asimilados a grado 9°, que registren once años de servicios efectivos durante el año 2014 y de 108 asimilados al mismo grado que registren diez años de servicios efectivos a igual data, que serán encasillados en grado 8°.


e) Los que registren entre nueve y cinco años de servicios efectivos en la institución, se reencasillarán o encasillarán, cuando corresponda, en grado 8°, a excepción de un profesional a contrata asimilado a grado 9° que registre seis años de servicios efectivos durante el año 2014 y de 25 asimilados al mismo grado que registren cinco años de servicios a igual data, que serán encasillados en grado 9°.


f) Los que registren entre cuatro y tres años de servicios efectivos en la institución se encasillarán en grado 9°.


En las condiciones señaladas en las letras b) y c) del inciso anterior, se reencasillarán en el nuevo Escalafón de Profesionales Peritos a cinco funcionarios titulares de cargos del Escalafón de Técnicos que estén en posesión de un título profesional, de aquellos referidos en el artículo 18 del Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, y que hayan sido designados peritos de conformidad a dicha norma legal.


El reencasillamiento y el encasillamiento, cuando corresponda, de los funcionarios que pasen a integrar el Escalafón de Profesionales Peritos conforme lo dispuesto en los incisos anteriores, se efectuará por resolución del Director General dentro del plazo de ciento veinte días, contado desde la publicación de la presente ley y tendrá efectos desde la fecha indicada en el artículo primero transitorio.


Para efectos de lo dispuesto en los incisos anteriores se aplicarán las reglas que a continuación se indican:


a) En primer lugar, se reencasillarán los titulares por estricto orden, resultante del Escalafón vigente a la fecha de publicación de esta ley. A continuación, se encasillarán los funcionarios a contrata asimilados al Escalafón de Profesionales, acorde al orden de precedencia obtenido al ingreso en la institución.


b) La regla señalada en la letra anterior no se aplicará a los funcionarios que, a la fecha de publicación de esta ley, sean titulares de cargos de profesionales y que se reencasillen en el mismo grado, quienes ocuparán los primeros lugares en el orden de precedencia de dicho grado.


c) Los cambios de grado que se produzcan por efecto del reencasillamiento o del encasillamiento serán considerados ascenso. En consecuencia, el tiempo mínimo en el grado para ascender al grado inmediatamente superior, establecido en el artículo 32 del Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, comenzará a contarse desde la fecha que la resolución a que hace referencia el inciso tercero de este artículo indique como data de inicio de los cambios de grado.


d) Los requisitos especiales que establezca el reglamento a que se refiere el artículo 17 bis A del Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile se entenderán cumplidos para el personal que sea encasillado y reencasillado, según sea el caso, conforme a las disposiciones de esta ley.

Artículo cuarto.- Los cargos a que se refiere el artículo 1°, número 3), que no hayan sido provistos en el acto de reencasillamiento o encasillamiento, se proveerán de conformidad a la siguiente gradualidad:
B.- PROFESIONALES PERITOS

	Empleos
	Grados
	Año

2016
	Año

2017
	Año

2018
	Año

2019

	4 Profesional Perito
	4
	1
	1
	1
	1

	5 Profesional Perito
	5
	1
	2
	2
	2

	6 Profesional Perito
	6
	10
	11
	11
	11

	7 Profesional Perito
	7
	4
	4
	4
	5

	8 Profesional Perito
	8
	4
	5
	5
	5

	9 Profesional Perito
	9
	7
	7
	7
	7



Esta provisión se efectuará de conformidad a las reglas que regulen la carrera funcionaria de los profesionales peritos que se establecen en el Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile.


Artículo quinto.- Los cargos de los 143 profesionales titulares del Escalafón de Profesionales que sean objeto de reencasillamiento en el Escalafón de Profesionales Peritos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, se suprimirán del Escalafón de Profesionales por el solo ministerio de la ley, a contar de la fecha indicada en el artículo primero transitorio. Como consecuencia de esta supresión, desde esa fecha el Escalafón de Profesionales quedará conformado como sigue:
A.- PROFESIONALES

	Grado
	Nombre del empleo
	N° de cargos

	4
	Profesional
	2

	5
	Profesional
	4

	6
	Profesional
	10

	7
	Profesional
	16

	8
	Profesional
	15

	9
	Profesional
	10



Los cinco cargos de técnicos que, a la fecha de publicación de esta ley, sean desempeñados, en calidad de titulares, por técnicos del Escalafón de Técnicos que sean reencasillados en el Escalafón de Profesionales Peritos, de conformidad a lo dispuesto en el artículo tercero transitorio, se suprimirán del Escalafón de Profesionales por el solo ministerio de la ley a contar de la fecha indicada en el artículo primero transitorio.


Lo dispuesto en el inciso anterior se formalizará mediante una resolución del Director General visada por la Dirección de Presupuestos.


A contar de la misma data referida en el artículo primero transitorio, rebájase en 334 la dotación de personas en calidad de contrata y/o jornal, conforme a la autorización consignada para la Policía de Investigaciones de Chile en la Ley de Presupuestos del Sector Público vigente.

Artículo sexto.- El reglamento a que se refiere el artículo 2°, número 3), de esta ley, deberá ser publicado en el Diario Oficial dentro de un año contado desde la fecha indicada en el artículo primero transitorio.


Artículo séptimo.- Suspéndese, durante el período que media entre la fecha que señala el artículo primero transitorio y el 31 de diciembre de 2019, la aplicación de lo dispuesto en el artículo 40 del Estatuto del Personal de la Policía de Investigaciones de Chile, respecto de las plazas que contempla el Escalafón de Profesionales Peritos que crea el artículo 1°, número 3), de esta ley. Durante ese mismo lapso, tampoco podrán contratarse funcionarios asimilados a los grados de dicho Escalafón.


Artículo octavo.- El mayor gasto que irrogue la aplicación de esta ley se financiará con cargo a los recursos que se asignen anualmente en el presupuesto de la Policía de Investigaciones de Chile.”.

- - -





Acordado en sesión celebrada el día 18 de agosto de 2014, con la asistencia de los Honorables Senadores señores  Rabindranath Quinteros (Presidente) y señores Carlos Bianchi, Alberto Espina, Alejandro García Huidobro y Andrés Zaldívar.





Sala de la Comisión, a 20 de agosto de 2014.

(Fdo.): Juan Pablo Durán González, Secretario.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑOR HORVATH, SEÑORA GOIC Y SEÑORES BIANCHI, QUINTEROS Y WALKER, DON PATRICIO, CON LA QUE SE DA INICIO A UN PROYECTO DE LEY QUE INCORPORA A LOS MAPUCHES HUILLICHES DE LA REGIÓN DE AYSÉN EN LA LEY N° 19.253

(9.516-06)
La protección, fomento y desarrollo de nuestros pueblo originarios, ha sido sin dudas, uno de los aspectos que más ha preocupado en las últimas décadas a nuestra sociedad toda. Es por ello, que ya desde el año 1993, con la publicación de la ley 19.253, comúnmente denominada "Ley Indígena ", se concretó en la realidad, uno de los más grandes anhelos de nuestra comunidad nacional, al dotar a nuestra legislación de un instrumento que permitiera la protección fomento y desarrollo de nuestros pueblos originarios, junto con crear una institucionalidad orgánica descentralizada que velara directamente por los objetivos que dicha ley se planteaba.
Sin embargo, a lo largo del desarrollo de esta nueva institucionalidad y junto con las bondades de este cuerpo normativo, se han detectado algunos errores que deben ser reparados, con & objeto de evitar posibles discriminaciones que dicha normativa pudiese contener.
Solo con fines ilustrativos, debemos señalar, que las comunidades Mapuches Huilliches, ya desde tiempos inmemoriales, poblaron nuestro territorio nacional desde las inmediaciones de Rio Tolten, hasta el seno de Reloncaví. Sin embargo, con la ocupación, militar nacional, y las diversas leyes dictadas desde nuestra naciente República hasta mediados del siglo XX, dichas comunidades, se vieron fuertemente reducidas, y en algunos casos fueron asimiladas.
Con ello, muchos de nuestro indígenas Mapuches Huilliches, debieron por un lado, establecerse en reducciones o tierras de lo que es hoy la X y XIV región, o bien debieron emigrar a otros territorios, donde pudieran desarrollar sus actividades socioeconómicas de sustento. Parte importante de aquellos se establecen en Chiloé, fundamentalmente en la zona de Quellón, lugar que presentaba la mayor población Huilliches de la zona.
Sin embargo, no podemos dejar de desconocer, que otra parte importante de aquellos habitantes Mapuche-Huilliches, se trasladó desde la Isla de Chiloé hacia la Región de Aysén, la mayoría de ellos por razones socioeconómicas y que a su vez redujeron o desplazaron a los pueblos originarios denominados Chonos. A mayor abundamiento, la misma palabra Aysén, que según el explorador y cartógrafo del siglo XVIII José de Moraleda proviene del Vocablo Huilliche "Achen", que significa "internación o que se interna hacia el interior", lo que nos demuestra que este pueblo, ya ocupaba parte de estas tierras desde hace al menos el siglo XVIII.
Reconocer a las comunidades Mapuches Huilliches como provenientes también de la Región de Aysén, es un acto de reconocimiento, no solo a este gran pueblo, sino también de reconocimiento al fenómeno de desplazamiento y asimilación de nuestras etnias. No fue por razones propias, que las etnias Huilliches decidieron radicarse en el Litoral de la Región de Aysén, si no por el constante desplazamiento y usurpación de tierras que en muchos casos con complicidad del estado, se les fue quitando.
Profundizando aún más el tema, debemos señalar que según los datos emanados del Instituto Nacional de Estadísticas en su censo 2002, respecto a la Región de Aysén, de un total de 8.063 personas que declaran pertenecer a una etnia indígena, 7.546 personas declaran explícitamente pertenecer a la etnia Mapuche, ósea un 93,58% de los indígenas de la mencionada región, se declara mapuche. A mayor abundamiento, un 8.3% de la población total de esta región, pertenece a la etnia indígena.
Al respecto, nuestra constitución reconoce en su artículo 1° que "Todos los hombres nacen libres en dignidad y derechos", para continuar en su inciso tercero al señalar que "el Estado reconoce y ampara a los grupos intermedios..." Concluido lo señalado, nuestra carta magna, reconoce uno de los grandes principios modernos de la configuración del estado, al reconocer que antes que todo, los hombres y sus grupos intermedios, son anteriores y posteriores al Estado.
El Estado, como una de las tantas formas de organización política que se ha dado el hombre a lo largo de su historia, solo tiene por finalidad servir a la persona humana y promover el bien común, por lo tanto, su actividad debe estar orientada justamente en beneficio de la persona y sus agrupaciones o asociaciones inmemoriales. Ello, por que el Estado, puede desaparecer, pero aunque ello suceda, la persona va a continuar existiendo, y sus formas de organización también. Los pueblos Mapuches Huilliches, son una gran prueba de aquello. Han soportado diversas formas de dominación, desde aquellas Incaicas pre colombinas, pasando por las Realistas Españolas, hasta llegar a todos los intentos de dominación, sometimiento y asimilación que intentamos en nuestra República. Sin embargo, estos pueblos han continuado con el desarrollo ancestral de su cultura, y han sobrevivido a todo tipo de daños que se les ha provocado.
En la actualidad, el artículo 60 de la ya mencionada ley que proponemos modificar, sostiene que "Son mapuches huilliches las comunidades indígenas ubicadas principalmente en la X Región y los indígenas provenientes de ella". Según la institucionalidad administrativa "este párrafo NO excluye a las comunidades y asociaciones de la XI región, al señalar que justamente son "principalmente las ubicadas en la X región", interpretándose mayoritariamente que PRINCIPALMENTE la mayoría de las comunidades mapuche huilliche proviene de esa región, pero aquella norma no es excluyente de otras regiones.
Dicha interpretación es de sumo dificultosa, ya que puede variar según sea el parecer de la Institucionalidad Vigente. No resultaría extraño interpretar que, como el pueblo Huilliche proviene principalmente de la X región, las comunidades y asociaciones Huilliches de las demás regiones serán la excepción, por tanto como tal tendrán que probar por otros medios, su pertenencia a esta etnia.
Con el fin de evitar este tipo de actos que podrían ser arbitrarios, es que pongo a consideración de ustedes el siguiente proyecto de ley que señalo.
MOCIÓN

MODIFICA EL ARTICULO 60 DE LA LEY N° 19.253, QUE ESTABLECE NORMAS SOBRE PROTECCIÓN, FOMENTO Y DESARROLLO DE LOS INDIGENAS, Y CREA LA CORPORACIÓN NACIONAL DE DESARROLLO INDIGENA, E INCORPORA A LOS MAPUCHES HUILLICHES DE LA XI REGION DE AYSEN.

ARTICULO ÚNICO: Introdúzcase el artículo 60 de la ley N° 19.253, que Establece normas Sobre Protección, Fomento y Desarrollo de los Indígenas, y Crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena, las siguientes modificaciones:

1° Suprímase la única expresión "Región" y reemplácese por la palabra "Regiones".

2° Intercálese después de la frase "Son Mapuches Huilliches las comunidades ubicadas principalmente en la X", y antes de la expresión "y los indígenas provenientes de ella"; la siguiente frase: "y XI".
(Fdo.): Antonio Horvath Kiss, Senador.- Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORAS ALLENDE Y MUÑOZ Y SEÑORES DE URRESTI, GIRARDI, GUILLIER, LARRAÍN Y TUMA, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA EL ENVÍO DE UNA INICIATIVA LEGAL QUE CREE LA SUBSECRETARÍA DE RECURSOS HÍDRICOS DEPENDIENTE DEL MINISTERIO DE OBRAS PÚBLICAS

(S 1.701-12)

Antecedentes
1. Diversos análisis que se han desarrollado en Chile coinciden en la necesidad de modernizar y fortalecer la institucionalidad hídrica como medida prioritaria para el mejoramiento de la gestión de las aguas de Chite. Así quedó demostrado en los estudios que desde 2009 hasta la fecha el Banco Mundial y el Gobierno de Chile han desarrollado de manera conjunta para la identificación de los problemas y medidas de solución para mejorar la gestión de los recursos hídricos en Chile.

Desarrollo
2. La institucionalidad existente para la gestión del agua en Chile presenta problemáticas importantes entre las que, sin estar limitadas a ellas, se encuentran las siguientes:
a) Falta de consolidación e integración de la Información generada por las instituciones involucradas en la gestión del agua;
b) Inadecuada delimitación y coordinación de funciones entre los organismos que intervienen en la gestión de las aguas;
c) Ausencia de una autoridad política superior que coordine las funciones e instituciones del Estado en relación con el agua;
d) Falta de coordinación de los actores responsables de la gestión del agua a nivel local, en una misma unidad geográfica.
3. Diversos informes demuestran que la gestión del agua en el país debe enfrentar en la actualidad, y crecientemente en el futuro, complejos desafíos derivados, entre otros, de los problemas relacionados con:
• La escasez y sustentabilidad de los aprovechamientos en diversos valles de la zona norte y central, y la competencia entre distintos usos por los recursos hídricos existentes;
• La contaminación de aguas en ríos, lagos y acuíferos, y, en general de conservación ambiental;
• El desarrollo de infraestructura para entregar una adecuada seguridad hídrica a los diversos aprovechamientos y apoyar la actividad productiva;

• El manejo de los cauces y el control de inundaciones; y
• La entrega de una cobertura universal de servicios de agua potable y saneamiento, incluidos los sectores rurales.
4. En la superación de estos desafíos, a la institucionalidad pública le corresponde un papel insustituible, considerando que debe:
• Administrar y regular el aprovechamiento de los recursos hídricos, acorde con el carácter del agua como un bien nacional de uso público,
• Regular y fiscalizar la provisión de los servicios públicos asociados al agua, como son los de abastecimiento a la población y saneamiento.
• Desarrollar la infraestructura pública asociada al agua, en particular la relacionada con la seguridad hídrica del país en situaciones de escasez y con la protección de la población y los bienes contra las inundaciones.
• Apoyar y fomentar el aprovechamiento del recurso hídrico para el desarrollo productivo.
• Garantizar el acceso al agua y sus beneficios, a sectores vulnerables de la población, mediante programas específicos de apoyo.
5. Sin embargo, no obstante la relevancia de estas labores, diversos informes muestran que para que ellas se cumplan en forma adecuada se requiere un aumento sustancial de la capacidad institucional actual del Estado. Al respecto los principales problemas detectados en relación con la institucionalidad pública serían:
• Falta de consolidación e integración de la información generada por las distintas instituciones.
• Inadecuada delimitación y coordinación de funciones entre los organismos.
• Ausencia de una autoridad política superior que coordine las funciones e instituciones del Estado.
• Competencia presupuestaria entre diversas instituciones.
• Falta de coordinación de actores responsables en la gestión del agua a nivel local.
6. El estudio detallado de la arquitectura institucional del sector recursos hídricos en Chile puso en evidencia su complejidad:
• Se identificaron 102 funciones relacionadas con la gestión integral del agua, las que son ejercidas por 43 organismos distintos, entre organismos de Gobierno, organizaciones de usuarios y otros de carácter autónomo.
7. Las conclusiones del análisis establecieron que los problemas más apremiantes y que limitan de manera más importante el desempeño de las funciones analizadas se relacionan con:
• El financiamiento de las instituciones.
• La generación de información.
• La definición de políticas y objetivos sectoriales.
• La jerarquía y capacidad de la autoridad del agua.
• La coordinación interinstitucional.
8. Para atender estas deficiencias, junto con impulsar iniciativas en el marco de la institucionalidad y legalidad vigentes, y con desarrollar cambios reglamentarios y legales menores, se hace necesario introducir mejoras de mayor profundidad, considerando la modificación sustancial y/o la creación de nuevas instituciones.
9. En este marco se ha definido la necesidad de contar con una institución que tenga un efectivo liderazgo al interior del aparato de gobierno, y frente al parlamento, a la sociedad civil, y a los actores privados, en los temas relativos al agua.
• Que esté en condiciones de estudiar, proponer, impulsar y monitorear la aplicación de una Política Nacional de Recursos Hídricos y las políticas sectoriales sobre el agua, con el apoyo de los organismos especializados del sector, cubriendo las múltiples dimensiones y funciones del Estado en esta materia, para el cumplimiento de las metas de desarrollo social y económico del país.
• Que esté en condiciones liderar las necesidades de planificación estratégica en materia de agua a nivel de las cuencas y coordinar las actuaciones del aparato público en dicho nivel.
• Que constituya una instancia de coordinación y seguimiento real de las políticas y programas de los múltiples ministerios y organismos públicos con agendas en torno al agua.
• Que coordine y supervise la formulación del presupuesto del Estado sobre el conjunto de los temas hídricos, para su análisis según los procedimientos del Estado.
• Que fomente la fiscalización relativa a la cantidad y calidad del recurso hídrico.

• Que fomente e incentive el financiamiento necesario para la gestión de los recursos hídricos.
10. El diagnóstico del Banco Mundial (Junio 2013), llevó a concluir que los problemas de gestión de los recursos hídricos no obedecen solamente a una insuficiencia del marco normativo de la Dirección General de Aguas ni a la deficiente jerarquía institucional de tal organismo a efectos de poder convocar o imponer al resto de la administración, los requerimientos de mejoras en la gestión necesarios para una adecuada regulación de los recursos hídricos y, sumado ello, y como consecuencia de esa misma deficiencia, para remediar las limitaciones presupuestarias con que tal servicio funciona en la actualidad.
11. Por tal motivo se hace recomendable radicar ciertas funciones específicas en materia de gestión superior de recursos hídricos en una nueva institucionalidad de mayor rango, entidad que debiera tener las atribuciones y competencias suficientes que le permitirán, con visión de largo plazo, diseñar, implementar, controlar y evaluar las estrategias, planes y políticas públicas sobre recursos hídricos, permitiendo de esa forma gestionar con eficiencia los desafíos que este recurso enfrenta y ciertamente enfrentará en los próximos decenios.
12. Una Subsecretaría de Recursos Hídricos cumple con los requerimientos necesarios, tanto para asegurar el incremento en la estatura institucional de las funciones que actualmente desempeña la DGA y otros organismos del Estado, posibilitando la presencia y la consideración de los intereses hídricos, con una visión integrada en los más altos niveles de decisión gubernamental, como también, para dar a los requerimientos presupuestarios asociados a tales funciones las instancias de proposición y de aprobación adecuadas para garantizar que se cuente con los medios económicos suficientes y, todo ello, sin las dificultades políticas que supone la aprobación de una ley que pretenda la creación de un nuevo ministerio de asuntos hídricos.

13. Si bien podría considerarse el estudio de otras fórmulas de organización, tales como una Agencia Pública del Agua, un Ministerio, una Coordinación de Ministerios, se estima que, de acuerdo a las reglas generales de la Administración del Estado, resulta conveniente estudiar hacer lo anterior por medio de una Subsecretaría.
14. Si bien esto podría hacerse al interior de distintos ministerios, lo ideal es que ella radique en un Ministerio con experiencia en materia hídrica y que no sea a su vez un gran usuario de este recurso. De este modo se tiende a descartar la posible ubicación de la Subsecretaría de Recursos Hídricos en un ministerio nuevo, con un carácter supervisor y aún en formación, como el Ministerio de Medio Ambiente o como el Ministerio de Agricultura, Energía o Minería, todos claramente identificados con una mirada sectorial de las aguas para las actividades productivas de interés de su respectiva cartera. Ninguna de estas alternativas resultaba adecuada para garantizar la neutralidad necesaria para el objetivo de mejorar la gestión de los Recursos Hídricos asegurando al mismo tiempo la atención sobre la cantidad y calidad de los mismos, con su correspondiente consideración económica como recurso productivo.
15. En parte por ello y por la valiosa experiencia acumulada en esta materia, a través de las direcciones de Aguas y de Obras Hidráulicas, además del Instituto Nacional Hidráulico y la conexión con la Superintendencia de Servicios Sanitarios, estos estudios tienen a concluir en la clara conveniencia de que la ubicación de esta Subsecretaría sea en el Ministerio de Obras Públicas, ya que presenta evidentes ventajas desde la perspectiva de la neutralidad intersectorial, de su posición al interior del Gobierno, de las competencias técnicas y de su implementación práctica. Es decir, para el cumplimiento de sus fines, la Subsecretaría de Recursos Hídricos dispondría de mayor autonomía presupuestaria respecto a la situación actualmente existente al interior del Ministerio de Obras Públicas, en relación con los organismos que gestionan su presupuesto a través de dicho ministerio (DGA, DOH, SISS, INH), pues la creación de esta nueva Subsecretaría supondrá necesariamente la conformación de un nuevo capítulo dentro de la partida presupuestaria del Ministerio de Obras Públicas.
Acuerdo

Se acuerda solicitar a la Presidencia de la República la creación de una Subsecretaría de Recursos Hídricos dependiente del Ministerio de Obras Públicas. Se propone que la creación de la Subsecretaría de Recursos Hídricos se implemente como una reforma al DFL 850/1998, del Ministerio de Obras Públicas, en primer lugar, cambiando el nombre de dicho ministerio por el de Ministerio de Obras Públicas y Recursos Hídricos, sin necesidad de modificar las funciones de dicho Ministerio según el art. 3 de la ley, que ya da cabida suficiente a las funciones y atribuciones que se requiere asignar a la nueva institucionalidad que se desarrolla al interior del mismo ministerio, agregando algunas funciones referentes a la gestión de los recursos hídricos.
(Fdo.): Isabel Allende Bussi, Senadora.- Adriana Muñoz D’Albora, Senadora.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Guido Girardi Lavín, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Hernán Larraín Fernández, Senador.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑORES QUINTEROS, DE URRESTI, GUILLIER, HORVATH, NAVARRO, ROSSI Y WALKER, DON PATRICIO, CON EL QUE SOLICITAN A SU EXCELENCIA LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA MODIFICAR EL REGLAMENTO DE FARMACIAS, DROGUERÍAS, ALMACENES FARMACÉUTICOS, BOTIQUINES Y DEPÓSITOS AUTORIZADOS PARA PERMITIR LA CONTRATACIÓN PROVISORIA, COMO AUXILIARES DE FARMACIA, DE QUIENES ESTÉN EN TRÁMITE DE INSCRIPCIÓN CONFORME AL ARTÍCULO 28 DEL MISMO

(S 1.702-12)
Considerando:

1) Que la mayoría de los barrios y localidades pequeñas del país, especialmente de sectores rurales, carece de farmacias, dificultando a sus habitantes el acceso a una salud integral y eficaz.
2) Que, una de las barreras para la instalación de farmacias, especialmente las más pequeñas, está constituida por las exigencias para la contratación del personal de Auxiliar de Farmacia, quienes requieren una experiencia previa como bodeguero, que es difícil de obtener en lugares más apartados.
3) Que, en consecuencia, se requiere modificar esta normativa autorizando de forma provisoria, que los auxiliares de farmacia ejerzan sus funciones provisoriamente, mientras efectúan los trámites y cursos necesarios para su habilitación.
En atención de lo anterior,

EL SENADO CONVIENE EN EL SIGUIENTE PROVECTO DE ACUERDO:

"Solicitar a S.E la Presidenta de la República la modificación del Reglamento de Farmacias, Droguerías, Almacenes Farmacéuticos, Botiquines y Depósitos Autorizados, aprobado por Decreto N°466, de 1984, del Ministerio de Salud, o la dictación de una norma que permita a las farmacias contratar de forma provisoria, al personal que se desempeñará como Auxiliar de Farmacia a quienes estén en trámite de la inscripción señalada en el art. 28 del Reglamento en comento, o estén efectuando los cursos y/o capacitaciones requeridos por el Servicio de Salud o Seremi de Salud correspondiente."



(Fdo.): Rabindranath Quinteros Lara, Senador.- Alfonso de Urresti Longton, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Antonio Horvath Kiss, Senador.- Alejandro Navarro Brain, Senador.- Fulvio Rossi Ciocca, Senador.- Patricio Walker Prieto, Senador.
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PROYECTO DE ACUERDO DE LOS SENADORES SEÑOR LETELIER, SEÑORA ALLENDE Y SEÑORES CHAHUÁN, GARCÍA-HUIDOBRO, GUILLIER, LAGOS Y PIZARRO, CON EL QUE SOLICITAN AL SENADO EXPRESAR SU RESPALDO A LA DECLARACIÓN PÚBLICA DEL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA CON LA QUE EFECTÚA UNA EXPRESA RESERVA AL DECRETO SUPREMO CON EL QUE EL GOBIERNO DEL PERÚ FIJÓ LA CARTA LÍMITE EXTERIOR -SECTOR SUR- DE SU DOMINIO MARÍTIMO; RECHAZAR AQUELLA ACTITUD PROVOCADORA QUE DIFICULTA UNA VERDADERA INTEGRACIÓN; LLAMAR AL CUMPLIMIENTO ÍNTEGRO DEL PROCESO DE IMPLEMENTACIÓN DEL FALLO DE LA HAYA Y REITERAR LA DISPOSICIÓN A UN DIÁLOGO FRANCO Y LEAL ENTRE AMBOS PAÍSES

(S 1.703-12)



Considerando:



1. Que en el día de ayer el Gobierno del Perú dio a conocer un decreto supremo que establece la Carta del límite exterior –sector sur- del dominio marítimo de ese Estado.



2. Que en dicho documento se hace referencia a la representación gráfica del punto final de la frontera terrestre entre Chile y Perú, situándolo engañosamente en un punto al suroeste del hito N° 1, y no en dicho hito (N° 1, “orilla de mar”), que es el acordado por las comisiones demarcatorias de ambos países que ejecutaron el Tratado de 1929.



3. Que lo anterior representa una fuente de controversia, propiciada por el Gobierno peruano, que en nada ayuda a establecer una agenda de futuro entre ambas naciones, la que debe estar basada en la integración en los más diversos ámbitos, tales como: migratorio, minero, energético, pesca, agricultura, deportivo, social y cultural, entre otros. Así, por lo menos, lo entiende el Parlamento y el pueblo de Chile.



4. Que esta actitud, que a estas alturas ya es reiterada por parte del gobierno peruano, obstaculiza una verdadera integración y perjudica las relaciones entre Chile y Perú, las cuales parecían encaminarse a un mejor tono y nivel luego del diferendo de La Haya, proceso con el cual Chile se encuentra seriamente comprometido.



5. Que hacemos presente que es extraordinariamente grave asociar la representación gráfica del límite terrestre de la manera que efectúa el gobierno del Perú al cumplimiento del fallo de la Corte Internacional de Justicia, el cual en ninguna parte se pronuncia acerca del inicio del límite terrestre de ambos Estados, por ser un tema absolutamente ajeno a la competencia de dicho Tribunal. Además, en dicho territorio Chile ejerce plena jurisdicción y soberanía.




Por lo anterior, el Senado resuelve el siguiente:

Proyecto de Acuerdo



1. Respaldar la declaración pública del Gobierno de Chile sobre esta materia, en la cual se hace expresa reserva en lo que atañe a la representación del punto final de la frontera terrestre entre ambos países.



2. Destacar que nuestro país ha dado cumplimiento integral al fallo de la Corte Internacional de Justicia de la Haya, pese a que no comparte ciertos elementos del mismo, ni sus fundamentos. Chile permanentemente ha actuado en este proceso con la más absoluta buena fe.



3. Rechazar categóricamente la actitud provocadora del Gobierno del Perú que dificulta gravemente la construcción de una verdadera y amplia integración.



4. Llamar a que, en el actual proceso de implementación del fallo de La Haya, el Gobierno del Perú cumpla íntegramente con las normas de la Convención de Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar.



5. Reiterar nuestra disposición a un dialogo franco y leal entre chilenos y peruanos, que tenga como fin una integración amplia y profunda entre ambas naciones para conseguir el bienestar y prosperidad de nuestros pueblos, objetivo que, en todo caso, se hace más lejano con esta actitud del gobierno peruano.

(Fdo.): Juan Pablo Letelier Morel, Senador.- Isabel Allende Bussi, Senadora.- Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Alejandro García-Huidobro Sanfuentes, Senador.- Alejandro Guillier Álvarez, Senador.- Ricardo Lagos Weber, Senador.- Jorge Pizarro Soto, Senador.
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